




Facultad de Derecho y Ciencias Humanas  
Carrera de Derecho 
 
 “Aplicación del artículo 831, apartado 2 
del Código Procesal Civil, como requisito 




Angela Gabriela Oporto Santander 
Victoria Del Carmen Frisancho Choquecota  
 
Para Obtener el Título Profesional de Abogado 
 
 
Asesor: Mg. Obed Vargas Salas 
 
 















Agradecer a Dios por darnos fuerza y paciencia 
necesaria para logar cumplir con nuestros 
objetivos. A nuestros padres, por su 
comprensión, apoyo y estimulo constante a lo 















A nuestras familias por su apoyo moral y 
económico, con cuyas acciones han demostrado 
depositar su confianza en cada uno de nosotros y 
esperaron que nuestros estudios dieran fruto.  
Al señor Asesor, Mg. Obed Vargas Salas por su 
acertada sugerencia y orientación en el campo de 
la investigación jurídica, quien con su destreza y 
habilidades nos conduce por el camino del éxito.  
A nuestros amigos y colegas que nos 











La tesis denominada: Aplicación del Art. 831, apartado 2 del C.P.C., como Requisito de 
Admisibilidad en la Sucesión Intestada, Perú, 2018. Tiene como fundamento Dogmático el 
análisis de un problema que surgió a partir del expediente N° 149-2012-0-401-JR-CI-07, 
donde se maneja un proceso de petición de herencia en el cual se ha preterido a los 
herederos el derecho a heredar a su causante en un proceso de sucesión intestada, por 
ausencia del requisito principal que determina el vínculo parental como lo es la partida de 
nacimiento. El trámite de la sucesión intestada respecto al cumplimiento de estos 
requisitos regulados en el artículo 831 apartado 2 del C.P.C., ha generado como 
consecuencias jurídicas, que muchas personas utilicen esta figura para sacar ventaja 
respecto de los bienes que ha dejado el causante, efectuando un trámite unilateral sin 
considerar a los demás herederos forzosos, con fines propios.  
La presente investigación se realizó en base a la selección de información sin un cálculo 
numérico, lo cual permitió que broten puntos de vista, inquietudes, prácticas y otros 
caracteres no cuantificables. De esta forma, se pudo concebir la realidad a través de las 
contribuciones o interpretaciones subjetivas, siguiendo la investigación un perfil 
cualitativo. Logrando encontrar un medio alterno, como posible solución al problema 
planteado, siendo este la aplicación de una prueba de ADN; puesto que, la presunción de 
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que todos los hijos matrimoniales tienen partida de nacimiento no es correcta, y 
contrariamente se estaría vulnerando los derechos sucesorios; en consecuencia, el 
derecho descendiente producido después de la muerte no se estaría asumiendo, ni 
llevando a cabo la responsabilidad de realizar el traspaso de todos los bienes, tanto 
activos y pasivos a los llamados por Ley. 
El ADN resulta ser un medio probatorio con mayor garantía y credibilidad, es el más 
simple y sencillo para poder concluir con la relación de parentesco entre los interesados, 
porque, partiendo de la diferencia o similitud  del ADN, de las partículas  del causante y de 
los posibles herederos, se podría afirmar con certeza si hay un vínculo parental entre el 
presunto heredero y el causante; tal como lo indican en las condicionantes, 
específicamente del apartado 2 del C.P.C. y así evitar que se vulnere los derechos de los 
presuntos herederos por ausencia de documentos. 
Lo que se propone a través de la presente investigación, es modificar el art. 831 apartado 
2 del C.P.C. a fin de incluir como nuevo requisito: la prueba de ADN, en relación a que el 
objetivo del proceso no es solo llegar a solucionar un conflicto, si no la búsqueda de la 
verdad, una verdad que no afecte ni vulnere los derechos sucesorios de quien los 
pretende, teniendo en cuenta teorías donde el fin del proceso no es ejecutar la ley, si no la 
justicia, por eso la prueba tiene una naturaleza epistemológica y no persuasiva o 
narrativa. La finalidad de incluir un nuevo requisito como el ADN, es para evitar omisiones 
o vulneraciones en el derecho sucesorio por falta de requisitos de quien lo solicita. 
 













The thesis called: Application of Art. 831, paragraph 2 of the CPC, as Requirement of 
Admissibility in the Intestate Succession, Peru, 2018. It has as a dogmatic foundation the 
analysis of a problem that arose from the file N ° 149-2012-0 -401-JR-CI-07, where an 
inheritance petition process is handled in which heirs have been given the right to inherit 
their deceased in an intestate succession process, due to the absence of the main 
requirement that determines the link as the birth certificate is. The process of intestate 
succession with respect to compliance with these requirements regulated in Article 831, 
paragraph 2 of the CPC, has generated as legal consequences, that many people use this 
figure to take advantage of the assets left by the deceased, making a formal unilateral 
without considering the other forced heirs, for their own purposes. 
The present investigation was carried out based on the selection of information without a 
numerical calculation, which allowed for the emergence of points of view, concerns, 
practices and other non-quantifiable characters. In this way, reality could be conceived 
through subjective contributions or interpretations, following the research a qualitative 
profile. Achieving finding an alternative means, as a possible solution to the problem 
posed, this being the application of a DNA test; since, the presumption that all marital 
children have a birth certificate is not correct, and contrary to this, inheritance rights would 
be violated; consequently, the descending right produced after death would not be 
assuming, nor carrying out the responsibility to perform the transfer of all assets, both 
assets and liabilities to those called by law. 
DNA proves to be a means of proof with greater guarantee and credibility, it is the simplest 
and simplest to be able to conclude the relationship of kinship among those interested, 
because, starting from the difference or similarity of the DNA, of the particles of the causer 
and of the possible heirs, it could be affirmed with certainty if there is a parental link 
between the presumed heir and the decedent; as indicated in the conditions, specifically in 
section 2 of the C.P.C. and thus prevent the rights of the presumed heirs from being 
violated due to the absence of documents. 
What is proposed through the present investigation, is to modify the art. 831 section 2 of 
the C.P.C. in order to include as a new requirement: the DNA test, in relation to the fact 
that the objective of the process is not only to solve a conflict, but also the search for the 
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truth, a truth that does not affect or violate the inheritance rights of the person he tries, 
taking into account theories where the end of the process is not to execute the law, but 
justice, that is why the test has an epistemological and non-persuasive or narrative nature. 
The purpose of including a new requirement such as DNA, is to avoid omissions or 
violations in the inheritance law due to lack of requirements of the requestor. 
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El acta de nacimiento donde se certifica que el menor ha nacido con vida, es el único 
documento que identifica a toda persona, este contiene el nombre, sexo, nacionalidad, 
estado civil y a su vez es el único medio probatorio que la ley establece en el art. 831, 
apartado 2 como nexo para acceder al derecho de sucesión intestada, cuando se trata de 
hijos matrimoniales; por lo que en el presente trabajo de investigación realizaremos un 
estudio sobre que otros medios o documentos son efectivos e idóneos, para cumplir como 
requisito en una sucesión intestada. Por otro lado se analizara también otro de los 
requisitos consignados en el apartado 2, como es la Manifestación legal en el caso de 
hijos extramatrimoniales, proceso que se realiza antes de tramitar la sucesión intestada, 
este proceso es el reconocimiento legal de la paternidad, que tiene por objeto establecer 
con exactitud y certeza la herencia genética mediante el ADN; todo esto a fin de 
comprobar si los requisitos del art. 831, apartado 2 son o no idóneos para alcanzar 
nuestro derecho a la sucesión intestada; señalar cuales son las consecuencias jurídicas 
generadas a partir de este hecho y establecer si en su defecto se tiene que optar por  otro 
medio más adecuado para lograrlo. 
Este trabajo se pasa a desarrollar en cuatro capítulos donde se estudia y analiza los 
aspectos legales más importantes en cuanto a los requisitos para los procesos de 
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sucesión intestada. En el primer capítulo desplegamos todos los antecedentes históricos 
de esta institución jurídica, siendo esta la sucesión intestada, la cual busca el traspaso de 
todos los bienes tanto activos y pasivos de un individuo muerto pasen a sus 
descendientes que aún están con vida, puntualizando los factores más relevantes de la 
sucesión intestada. Iremos evaluando los requisitos del art. 831, apartado 2 del C.P.C., 
explicando el ¿por qué? no son suficientes y que clase de problemas generan, dado que 
la ley establece expresamente ciertos requisitos. 
En el segundo capítulo se despliega el Estado de la Cuestión, donde señalamos la 
finalidad de la prueba, que ciertamente es determinar las afirmaciones sobre hechos que 
cualquiera de las partes utiliza como razones y que probablemente sean verdaderas. Es 
decir, la prueba busca averiguar la verdad sobre los hechos, descubrir de qué manera 
ocurrieron; bajo este contexto desarrollaremos, que es la verdad y cuál es la importancia 
de la verdad en la valoración de pruebas, conjuntamente con los principios de un Proceso 
Idóneo y el derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva. 
En el tercer capítulo hablaremos sobre la postura de la investigación, donde se visualiza, 
cuál es la finalidad que cumple al determinar la vulneración de los derechos sucesorios en 
base a los requisitos del 831 del C.P.C., se analiza también las diferentes posturas y 
teorías que podrían darnos una posible solución a nuestro problema. Como un medio 
alternativo nosotros proponemos una prueba de ADN, considerándolo como el más 
idóneo para probar el vínculo parental con un mayor grado de certeza, a fin de evitar que 
se vulnere derechos sucesorios, al exigir la ley medios probatorios que no son eficientes 
para estos casos. 
Por ultimo en el cuarto capítulo evaluamos las objeciones a la postura de la tesis en 
relación al ADN, en vista que, este tipo de medio probatorio es declarado de oficio por el 
juez dentro de los procesos legales, por el temor que estos puedan ser manipulados; es 
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así que en la práctica no se aplica presentar de parte un medio probatorio científico, como 
el ADN; por otro lado, tanto el C.P.C. y la constitución, no prohíbe expresamente 
presentar estos tipos de medios probatorios, muy por el contrario están regulados por ley. 
En vista que al no estar expresamente en los requisitos de art. 831, apartado 2 del C.P.C., 
se podría interpretar como una desnaturalización de la norma; no obstante el juez está 
obligado de aceptar cualquier tipo de prueba siempre y cuando sirvan para formar 
convicción con relación al petitorio.  
La investigación se desarrolla dentro de la perspectiva cualitativa, donde se establecieron 
saberes descriptivos, explicativos e inductivos los cuales se desarrollaron de forma 
específica a lo más amplio; esto para poder razonar nuestra situación social al amparo de 
un enfoque subjetivo, con la intención de investigar, concebir, descifrar y describir la 
conducta de la situación del estudio, no precisamente para comprobarla. Siguiendo esta 
línea se observó que en la presente investigación existe una limitación en cuanto a las 
condiciones de admisibilidad de la sucesión intestada reguladas en el art. 831, apartado 2 
del C.P.C., siendo probable que para optimizar el trámite de sucesión intestada deberá 
incluirse un requisito que acredite y genere convicción para demostrar el entroncamiento o 
relación parental. Es así, que la presente investigación concluye con realizar una reforma 
al art. 831 apartado 2, para que el ADN sea tomado en cuenta en la evaluación legal, 
dentro de aquellos procesos donde las cuestiones puedan ser acreditadas, mediante este 
tipo de prueba científica donde se llega a saber con seguridad, el grado de parentesco; 
siendo este método el más idóneo para probar este vínculo parental entre el presunto 
heredero y el causante; tal como lo indica expresamente la ley y así evitar que se vulnere 















El certificado de nacimiento es el primer registro, que identifica a toda persona, registrado 
por el Verificador Civil autorizado a pedido de los declarantes o declarante conforme a la 
normativa. Este documento acredita el nombre, sexo, nacionalidad, y a su vez es el único 
medio probatorio que la ley establece en el art. 831, apartado 2 como único requisito para 
acceder a la sucesión intestada, cuando se trata de hijos matrimoniales, realizaremos un 
estudio acerca de la efectividad e idoneidad de este documento, como requisito de la 
sucesión intestada.  Por otro lado se analiza también otro de los requisitos consignados 
en el apartado 2, como es la Manifestación legal en el caso de hijos extramatrimoniales 
proceso que deberá realizarse antes de tramitar la sucesión intestada, este proceso es el 
reconocimiento legal de la paternidad, que tiene por objeto disponer con precisión y 
certeza absoluta la herencia genética mediante el ADN. 
Finalmente en concordancia con el objetivo principal veremos  la institución jurídica de la 
sucesión intestada  que tiene por objeto  el  traspaso  de todo su capital tanto activos 
como pasivos  , de un individuo   que ha muerto  hacia un sujeto que continua con vida , 




1. CONDICIONES DE ADMISIÓN DEL 831 APARTADO 2 DEL C.P.C 
1.1. Certificado de Nacimiento  
Es el certificado donde está contenido el registro referido al hecho vital y sus 
posteriores modificaciones; además se debe cumplir con las formalidades 
establecidas como son: el plazo, formato oficial, declarantes autorizados. Además las 
actas de nacimiento deben ser registrados en acto único y en forma consecutiva 
según la numeración de cada acta contenida en los libros de actas que proporciona el 
RENIEC a las Oficina registrales si el registro es manual.  
El certificado de nacimiento es el acta que tiene por finalidad proteger, el nombre, 
sexo, nacionalidad, ascendientes del titular del acta y constituye el único documento 
como requisito para obtener el DNI para toda persona. Las actas de Nacimientos son 
instrumentos o documentos públicos que acreditan los sucesos vitales y acciones que 
cambian la condición civil de los sujetos, ello mediante las anotaciones marginales. 
Son documentos de probanza legal de los derechos y exigencias que derivan de todas 
las inscripciones.  
Por lo que acta de nacimiento es el primer documento identifica torio de toda persona, 
registrado por el Verificador Civil autorizado a pedido de los declarantes o declarante 
conforme a la normativa vigente. 
 
1.1.1. El Sistema Registral Civil 
Se construye sobre la base de tres registros elementales e indispensables:  
- El efectuado en los libros de actas de nacimiento.  
- El efectuado en los libros de actas de matrimonio.  
- El efectuado en los libros de actas de defunción. 
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1.1.2. El Registro Como Acto 
Se define como cualquier acción administrativa que en desarrollo de sus 
actividades efectúan los Verificadores Civiles respecto de la suscripción de 
todo acto concerniente a la afinidad y condición civil de los individuos. 
(Castellanos) 
 
1.1.3. Registro de Nacimientos 
El estado para reconocer a la persona utiliza una serie de instrumentos, 
técnicas y procedimientos; y uno de ellos es mediante el registro de los 
nacimientos con el que se inicia el reconocimiento oficial de las personas su 
existencia, de modo que se acredite los derechos y las obligaciones según 
sea el caso.  
El reconocimiento de una persona por parte del estado se inicia con el 
registro de nacimientos. La importancia de este acto registral implica cumplir 
la función de registro de parte del registrador civil de manera diligente a fin de 
tener un acta idónea.  
Un niño cuyo nacimiento no haya sido registrado o se registró el acta con 
errores u omisiones tiende a ser vulnerado su derecho a la identidad y las 
dificultades para obtener el DNI; y el no contar con el DNI limitará a ejercer su 
derecho y acceder a múltiples servicios, como la dificultad de acceder al 
derecho que tiene todo individuo de ser educado, de recibir atención médica, 
de tener acceso a diferentes programas sociales así como otros derechos 
que estado brinda a todos los peruanos.  
Mary Cecilia Girado, ‘’sensibilizar a las personas para la importancia de la 
emisión de la partida de nacimiento, porque es un derecho que otorga otros 
derechos...” 
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 A) LOS DOCUMENTOS:  
Los documentos que intervienen en una inscripción pueden ser de dos tipos: 
a) Documentos identificatorios.- Son los documentos que permite saber de 
manera cierta si la persona (declarante) que está frente al registrador civil es 
realmente quien dice ser los documentos identificatorios tienen como función 
principal característica que contienen las imágenes de las personas a las que 
identifican, por ejemplo el DNI, que contiene la imagen, la firma, y las huellas 
o la impresión dactilares. En caso de personas de nacionalidad extranjera se 
realiza mediante el uso de pasaporte o del correspondiente de carné de 
extranjería.  
b) Documentos de sustento.- los documentos de sustento son aquellos que 
tienen por objeto comprobar un acontecimiento, es un documento para 
demostrar a una persona que nació con vida. El documento de sustento es el 
acta que se emite cuando el individuo que nació esta con vida (CNV) 
expedido por el área de salud sea en forma manual o emitida en línea en los 
hospitales en donde se implementó. La implementación de la emisión de los 
CNV en línea se viene dándose paulatinamente y alternativamente solo en 
lugares donde no exista la posibilidad de tramitarlo se utilizara la 
“manifestación legal” con representación en la vía legal y en la vía religiosa. 
En el CNV, se consigna los datos principales de la madre (nombre, edad, N° 
de DNI, edad); del nacido (lugar y fecha de nacimiento, sexo, peso), las 
circunstancias en las que se produjo el parto, persona que realizo el parto 





1.1.4. Procedimiento de Inscripción de Nacimiento 
A) Inscripción Ordinaria  
Es aquella que se efectúa en los parámetros propuestos, procedimiento 
mediante el cual el Registrador Civil de una circunscripción territorial 
(Provincial, Distrital, Centros Poblados, Comunidades Campesinas y Nativas) 
procede a registrar el hecho vital como el nacimiento, llevado a cabo en 
formato Oficial del acta registral proporcionado por el RENIEC.  
Asimismo la inscripción ordinaria es considerada como el procedimiento 
voluntario del acto declarativo, donde el registrado civil recibe la 
manifestación de los padres u otros declarantes autorizados y/o legitimados 
dentro del plazo legal. Y finalmente, el registro de las actas de nacimiento se 
realiza en Sistema de Registros Civiles en lugares donde el RENIEC 
implementó el aplicativo para todas las Municipalidades y a estas oficinas de 
Registro Civil se les considera como oficinas afiliadas (ORAF) a RENIEC.  
REQUISITOS:  
 Base leal, Ley 26497 art. 46, ley de Reconocimiento general de 
identidad y Condición Civil, reemplazado con el reglamento 29462; 
Decreto Supremo, DS. 015-98- PCM.; instructivo IN-
01GO/001(calificación registral); instructivo IN-002-GO/002 (asiento 
registral).  
 Plazo, 60 días calendario.  
 Acta de nacimiento con vida del menor (CNV) manifestado  por una  
Obstetra y /o Médico; así mismo se considera aprobado el documento 
expedido  por el profesional dispuesto por intermedio del  área de 
Salud, quien haya participado en el nacimiento.  
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 Manifestación legal , o manifestación con criterios religiosos que dan 
a conocer  el nacimiento, que no exceda el periodo de 30 días , 
siempre que en el contexto  donde se dio origen  al  nacimiento no se 
encuentre presente un médico que pueda cumplir con la función de 
traer al mundo a su menor hijo .  
 Certificado que garantice (DNI) a los declarantes (padres).  
 Otros requisitos para procedimientos especiales  
 En caso que los responsables tengan menos de 14 años.  
 Se considera también dentro de los requisitos del procedimiento 
ordinario, en la parte de declarantes se consigna los datos de los 
abuelos materno o paterno y firman el Acta de Nacimiento. Cuando 
se aplica el procedimiento de la Ley 28720, ley que faculta el registro 
de nacimiento de menor cuando la madre o el padre declara solo ante 
la Oficina Registral de Registros Civiles. Y se aplica el procedimientos 
de la Directiva, DI-074-GOR-012, y la modificatoria del Código Civil, 
Articulo.21 (Ley 28720) “En el momento que los padres  efectúen   
indistintamente la declaratoria del alumbramiento del menor  que no 
esté dentro  del matrimonio, en este caso se podrá  decir  los datos 
del sujeto quien sería el presunto padre. En este caso en particular, el 
menor llevara los apellidos de cualquiera de los padres, quien lo 
declaro, así como del presunto padre, si es que no se evidencia 
relación parental. Después de haberse manifestado la resolución 
donde se consigan la declaración legal del menor, en (30) días, el 
verificador, tendrá que informar, bajo responsabilidad del posible 
progenitor.  
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 En caso de que la mamá haya emitido informar sobre la identificación 
del presunto progenitor, se puede suscribir a su menor, consignando 
todos los apellidos completos de la mamá. Si la situación se efectúa 
por, muerte o falta de conocimiento de los padres, entonces existe la 
posibilidad de requerir la inscripción, evidenciando el acta de 
nacimiento, a continuación se nombrar las personas que pueden 
realizar dicha presentación.  
 Puede realizar el registro tanto los padres o los individuos que tengan 
bajo su responsabilidad al menor: Los tíos consanguíneos; Padres de 
los representantes legales en este caso si no existieran sus padres, 
los abuelos lo asumirían; Hermanos que tengan capacidad de goce y 
ejercicio.  
 Toda inscripción que se realice de niños que tengan menos de 18 
años la realizaran en las actas de nacimientos de color verde que 
contienen un (código único de identificación).  
 
B) Inscripción Extemporánea  
Es aquella que se realiza como consecuencia del cumplimiento de los 
plazos establecidos. Es un procedimiento de calificación de títulos, no es 
una manifestación en el sentido de la inscripción ordinaria, la inscripción 
extemporánea comienza con la solicitud y la conformación de un 
expediente administrativo necesariamente.  
El expediente se calificara de acuerdo a las atribuciones legales que 
posee el registrador civil, y mediante resolución registral motivada y 
escrita se autorizará o rechazará la inscripción del nacimiento de 
determinada persona.  
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Inscripción extemporánea de menor de edad.- Conforme a la ley de 
suscripción de Acto  Nacional de Identidad  y Condición  Civil, DS. N° 
015-98-PCM, Art. 26°.- en donde establece que, los niños los cuales no 
realizaron si inscripción en los periodos definidos, tienen la facultad de 
realizarlo a pedido de:  
1.- Las personas que ejerzan su tenencia.  
2.- Tutores 
3.-En caso que no se tenga información de quienes son sus padres, y no 
tenga ni tutores, este en completo abandono podrán presentar este 
pedido los: Abuelos del menor; Los hermanos que tengan capacidad de 
goce y ejercicio del menor; Si el padre o la madre tuviera hermanos, 
mayores de 18 años; Encargados de instituciones que protegen los 
derechos de los niños; Encargado de instituciones educativas; Jefe 
máximo del Ministerio; Jefe máximo de la Defensoría de los niños y 
adolescentes.  
a) Acto por lo que   se da la verificación del nacimiento con vida (CNV) 
remitido por parte del médico especializado o en su defecto por el 
encargado por el jefe del centro de salud, en el que manifiesta el hecho o 
la intervención médica practicada, a fin de dar nacimiento al menor. 
b) “manifestación legal” con representación en la vía legal y en la vía 
religiosa reafirmando que el menor nació con vida, siempre y cuando 
este en el periodo de treinta días a partir de ocurrido el evento, solo 
cuando en el territorio no se encontrase un médico que puede efectivizar 
la intervención jurídica a fin de dar nacimiento al menor. 
En caso de no haber los documentos antes citados podría también ser o 
uno de los siguientes documentos: 
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 Antecedentes policiales  
 Manifestación legal con la firma de dos sujetos, bajo la 
supervisión del verificador.  
 Suscripción fuera de tiempo de las personas mayores de 18 años. 
 Certificado del menor que haya sido bautizado  
  Constancia de matrícula donde, se consigne los años que estudio 
La ley N° 015-98-PCM, en el Art. veintisiete.- Indica que todos los 
solicitante que tengan más de dieciocho años y tengan capacidad de 
ejercicio podrán efectuar la suscripción de manera individual; los 
padres podrán solicitar con manifestación de consentimiento en 
presencia de registrador de estado civil. En cuanto a los sujetos que 
tengan más de 18 años pero tengan o sufran de incapacidad o sean 
interdictos sus tutores o representantes deberán presentar el 
requerimiento. Las personas que tengan una discapacidad no sujeta 
a interdicción legal cuyo nacimiento no hubiera sido inscrito, y que no 
pudieran por si mismos solicitar su inscripción podrán hacerlo a 
solicitud de sus progenitores o quienes ejerzan su cuidado de hecho. 
(Fernandez, Derecho de las Personas) 
 
1.1.5. La Rectificación 
Tiene como objetivo subsanar los defectos y faltas que tengan una 
suscripción registral. La  aplicación de subsanar se efectúa en base a una 
determinación de administración que tiene como fin brindar la correcta 
información del real estado del registro , evidenciando que se ha superado 
todos los defecto , errores y omisiones , por tanto se llega a la conclusión que 
esta acción es tomada y efectuada por el área administrativa.  
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Se define asimismo como “la facultad total de dirigir y subsanar los hechos se 
ve afectada en el momento en el que se encuentre algo distinto en el 
reglamento, entonces se podría concluir que es más idóneo que el registrador 
limite esta potestad por cuestiones de seguridad jurídica, tal como sucede 
con los temas registrales y de inscripciones que contienen derechos.” 
(Morow, U., pág. 526) (Fernandez). 
 
1.1.6. Rectificación Administrativa 
La Rectificación en la vía administrativa es el procedimiento que procede a 
solicitud de parte sea del titular o por el apoderado del acta ante la autoridad 
máxima de la RENIEC o ante el Administrador de la Oficina Registral (OR) de 
RENIEC a fin de rectificar o corregir el error u omisión y que ésta debe ser 
claro o evidente.  
En base a lo dicho anteriormente el camino administrativo es el medio más 
rápido y sencillo para solicitar una subsanación donde se consigna que el 
menor nació vivo, con el fin de pedir la subsanación de dichos defectos en 
vista que se ha producido ciertas falencias en el instante de suscribir la fecha 
en que nació su hijo.  
 
1.1.7. Rectificación Notarial 
El camino que se realiza ante la notaria compone una vía para solucionar los 
defectos en las partidas contenidas en el reglamento 26662, que tiene por 
vigencia el año mil novecientos noventa y seis. Con esta vía de rectificación 
se posibilita a rectificar con mayor amplitud las rectificaciones de las actas de 
nacimientos, dado que permite al notario exigir mayores pruebas que 
sustenten la rectificación de datos y se materializa a través de una escritura 
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pública; por el que se tiene mayores posibilidades de solucionar las partidas 
de nacimientos con la Ley 26497 que contempla el desarrollo de rectificación 
notarial de las partidas.  
 
1.1.8. Rectificación Legal 
La rectificación por vía legal es la vía más amplia de todas las vías de 
rectificación. Esta forma se inicia con la solicitud de demanda ante el 
magistrado competente con el fin de identificar su derecho o la modificación 
de algún dato relevante, siendo el proceso no contencioso. Cuando se tiene 
una falencia que tiene o requiere mayor análisis y documentación que se 
presente al magistrado mediante resolución legal y fundamentado decidirá la 
modificación del documento; de esta forma la vía legal da al magistrado la 
facultad de poder reconocer con mayor análisis la existencia de una falencia, 
error u omisión, requiriéndole a la parte los medios probatorios sustentados 
por el demandante. 
 
1.1.9. Omisiones de Datos en Actas de Nacimientos 
Las omisiones comunes se pueden considerar a los siguientes: omisión de 
fecha de registro, omisión de datos del registrador; omisión de salvedad 
(testado, cuando se corrige un error sin el procedimiento permitido); omisión 
de consignación de ley (en los registros extemporánea sea de menor o mayor 






1.2. Manifestación Legal 
1.2.1. Causa Jurídica 
En cuanto a las causas que motivan a una persona a iniciar un proceso de 
Manifestación Legal de Paternidad son varias y hay muchas discrepancias, 
ya que no existe una causa unificada al respecto, sin embargo, no se discute 
que para iniciar dicho proceso es necesario que en la partida de nacimiento 
aparezca que el hijo no tiene padre porque no lo ha reconocido. 
“El menor que no ha sido válidamente, identificado de manera propia sin 
haber sido obligado, por su padre, según el reglamento, se puede exigir la 
manifestación legal de presunto padre.  Además de las referidas causas es 
necesario señalar que la acción de paternidad debe basarse o fundamentarse 
en ciertos hechos. 
El hecho de ser declarado como padre por intermedio del magistrado a razón 
de la declaración verbal del posible progenitor de su vínculo marital con la 
mamá , en el tiempo del nacimiento, , en cuanto a la permanencia de la 
condición del menor, o diferentes eventos aparecidos de los que se infiera 
inequívocamente la posible paternidad " basta con que se fundamente tal 
petición en uno sólo de ellos ya que no obstante que el legislador en dicha 
disposición no reguló claramente al respecto, nosotros sostenemos tal 
posición, en atención de que ello dificultaría e incluso limitaría el desarrollo  
de la actividad que realiza todo padre. 
De otra forma, el probar más de uno de los hechos antes relacionados, 
implicaría mayores esfuerzos que a la larga resultarían innecesarios, para el 
caso o a manera de ejemplo: si dentro del proceso de Manifestación Legal de 
Paternidad, se ha probado que el supuesto padre tuvo vínculos sentimentales 
con la mamá en el período de la concepción, ya no habría la necesidad  que 
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el Juez pretenda que se pruebe otro hecho para declarar la paternidad que se 
reclama y así sucesivamente respecto a los otros hechos. 
Para efectos de una mayor comprensión, trataremos de explicar a 
continuación a que se refiere el legislador con los hechos; en este sentido, 
tenemos en primer lugar la manifestación del pretendido padre, y por tal se 
puede entender todo acto del supuesto padre en el cual expresa ser el 
progenitor del hijo que se le imputa como tal.  
Esta manifestación verbal tiene que darse dentro del proceso o fuera de él 
dentro del proceso puede darse a través del allanamiento y la confesión, y 
fuera del proceso tal manifestación se da cuando el supuesto padre acepta 
ser el progenitor del presunto hijo, pero no lo trata ni lo presenta como tal, ni 
provee para su crianza y su estudio, por ejemplo: María tiene a su hijo 
Manuel, Juan acepta ser el padre de Manuel; pero no lo reconoce ni lo trata 
como tal, ni mucho menos le da asistencia económica y moral. Situaciones 
como estas se dan en la Procuraduría General de la República, en donde el 
supuesto padre no reconoce a su hijo (a) como tal pero le ayuda 
económicamente. 
Respecto a la manifestación tácita. puede decirse que es aquella que 
consiste en hechos o actos que tienden a demostrar o a presumir una 
relación de padre a hijo (a), pero tal relación no se expresa dejando a la duda 
tal situación, por ejemplo: Manía tiene a su hijo Manuel y Juan es el padre 
quien nunca ha expresado serlo, pero demuestra un interés similar al de un 
padre respecto a su hijo (a), sin que este interés se constituya en una 
posesión de estado, ya que esta consiste en el goce de hecho del estado de 
hijo (a) sin poseer el título como tal: La condición de familia para un menor 
requiere de diferentes hechos que conjuntamente muestren el vínculo que 
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existe también con la familia . Así se puede considerar que la condición de 
hijo debe probarse con otros factores como su educación, alimentación, 
crianza teniendo un vínculo frecuente con sus amigos y familiares. 
(FERNANDO) 
Otro hecho , es que el presunto haya tenido algún tipo de vínculo sentimental 
con la mamá en la época del nacimiento , hecho que es difícil de probar por 
la intimidad que prevalece en este tipo de hecho, por lo que la normativa se 
vale de estudios técnicos para definir o de enmarcar el período de la 
concepción. 
El último hecho, que al probarse dentro del proceso el Juez deberá declarar 
la paternidad, son los que el legislador los ha llamado sucesos parecidos  que 
no tienen una dirección correcta a la paternidad  la paternidad y por tales 
deben entenderse aquellos que no están comprendidos dentro de los 
anteriormente expuestos, pero que a través de las pruebas científicas se 
establece o se comprueba con certeza la paternidad del presunto padre, por 
ejemplo: María tiene a su hijo Manuel y ha demandado en desarrollo de  la 
Manifestación Legal de Paternidad a Juan, para que reconozca como su hijo 
a Manuel; pero se dé el caso que dentro de dicho proceso, María no logra 
probar la declaración verbal  de Juan, tampoco su vínculo sentimental  con 
Juan en el plazo de nacimiento , ni la condición de hijo; por lo que María pide 
se practiquen las pruebas científicas de ADN, a través de la cual se 
comprueba que Juan es el padre de Manuel, por lo que el magistrado tendrá 
que expresar la paternidad reclamada. 
De acuerdo a lo antes planteado puede decirse con seguridad de que el no 
reconocimiento de un hijo (a), es la única causa jurídica de la Manifestación 
Legal de Paternidad, ya que no tendría razón de ser, iniciar el proceso de 
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Manifestación Legal de Paternidad. si existe va un reconocimiento legal o 
voluntario y de existir dicho reconocimiento por una persona que no sea el 
padre biológico, se deberá impugnar dicha paternidad, previo a promover la 
acción de paternidad contra el supuesto padre biológico, no obstante, se 
plantea la tesis de que se puede hacer simultáneamente la Impugnación de la 
Paternidad y la Manifestación Legal de Paternidad, tesis con la cual no 
estamos de acuerdo, pues se trata de dos acciones de naturaleza distinta, la 
primera pretende extinguir un estado familiar y la segunda persigue constituir 
tal estado; por otra parte si se pretende acumular ambas acciones, esto no 
sería posible, ya que entre ellas no existe la identificación del individuo . 
(Raúl) 
No obstante, se ha comprobado que la causa jurídica, está rodeada por otros 
factores que directa o indirectamente inciden en el ejercicio de dicha acción, 
tal como son los interés económicos, interés sucesorio y causas sociales, 
dentro de las cuales se pueden incluir todos aquellos factores de índole 
cultural y educativos. 
 
1.2.2. Causa Económica 
Nos referiremos en primer lugar a las causas económicas, y es que los 
aspectos de carácter económico, son predominantes como causas para 
entablar una demanda de Manifestación Legal de Paternidad, la explicación a 
ello es la necesidad económica indiscutible que enfrenta la mayor parte de 
nuestra sociedad, derivado de los niveles de pobreza de nuestro país, por 
otra parte, si se analiza la irresponsabilidad paterna y la carga alimenticia, 
que representan los gastos para la crianza de un hijo , Educación y 
Alimentación de los hijos respectivamente, lo cual no es justo que lo asuma 
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solamente la madre justificándose así, la necesidad económica que la parte 
actora pretende satisfacer con este tipo de acciones. 
El factor económico como causa principal para iniciar la acción de paternidad, 
argumentando entre otros puntos, que efectivamente el interés económico, 
constituye una causa de mucho peso en el desarrollo de Manifestación Legal 
de Paternidad, en razón de que usualmente la madre no alcanza a cubrir 
todas las necesidades del o de los hijos (as), por lo que se ve obligada a 
promover la acción de paternidad, con el propósito de obtener ayuda 
económica del presunta padre, es decir que si la madre tuviere mayores 
recursos económicos, se ejercería en menor grado la acción de paternidad, 
ya que el fin primordial de dicha acción, en casi todos los casos, es 
establecer posterior o dentro del proceso una cuota alimenticia. (Manuel) 
 
1.2.3. Causa Sucesoria 
Por otra parte se tiene el interés de suceder abintestato, como causa del 
desarrollo de Manifestación Legal de Paternidad. Este interés de la parte 
actora no puede verse totalmente desvinculado del interés económico antes 
relacionado, pues ambos están intrínsecamente vinculados entre sí, va que el 
hijo (a) lo que pretende en algunas ocasiones es ser beneficiario de una 
sucesión y es con esta finalidad e interés, que se promueve la acción de 
paternidad en contra del presunto padre, de la sucesión o del curador de la 
herencia yacente, cuando el primero ya ha fallecido. 
No se discute, que para tener la posibilidad de ser llamado a la sucesión 
intestada, primeramente debe existir un reconocimiento de hijo (a) por parte 
del causante, y la Manifestación Legal de Paternidad, es uno de los 
mecanismos legales que la legislación de familia ha regulado para establecer 
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la filiación del hijo (a), cuando esto no ha sido posible por los medios 
voluntarios. 
De no tenerse la filiación paterna, no cabe la menor posibilidad de acceder a 
la sucesión intestada, cuando el presunto padre fallece.  
 
2. SUCESIÓN 
Rómulo señala que el termino sucesión deviene del verbo succedere que tiene por 
significado el hecho de que una persona ocupe el lugar de otra. Por otro lado Lanatia , 
tiene por concepto , la transmisión de todo el patrimonio , y lo clasifica en una acepción 
extensiva y genérica , la primera trata de la transmisión de vivos y muertos y la especifica 
solo se da después de la muerte , transmisión después de fallecido el sucesor .  
Augusto Ferrero, indica que la sucesión comprende tanto el ´patrimonio después de la 
muerte y la transmisión entre vivos pero en esta parte es importante aclarar que cuando 
ocurre la transmisión entre vivos se denomina cesión. Para Echecopar existe una 
diferencia entre transmisión y sucesión, transmisión sinónimo de cesión entre vivos y 
sucesión después de la muerte. (Echecopar, 1999, pág. 11) 
En conclusión sucesión referida específicamente a una visión objetiva y subjetiva , 
objetiva se considera los derechos y obligaciones activos y pasivos resultado de 
sustitución subjetiva , subjetiva se la reemplaza una persona en la posición legal de otra   
(Rómulo, 1981, pág. 13) 
 
2.1. Sucesión Intestada 
Derecho trasmitido o derecho descendiente que consiste en ceder el patrimonio a 
un familiar descendiente con el fin de que este pueda ejercer derechos y 
obligaciones ante este patrimonio, para luego ser llamados herederos forzosos 
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también se considera la figura por la que suceden derechos y obligaciones a falta 
de un testamento, o este sea nulo SUCESIÓN AB INTESTATO, estas normas de 
sucesión fueron protegidas por los romanos. (Manzano y Pérez, pág. 6).  
La sucesión para los romanos tenía mayor importancia tanto particular como 
social ya que el hecho de heredar todo el patrimonio bienes y obligaciones del 
sucesor, no solo consistía en títulos materiales si no adicional a ello heredaban el 
mando de las familias llamadas PATER FAMILIAS, y asumían la responsabilidad 
total de ser cabeza y dirigir el culto familiar. (Manzano y Pérez, pág. 6) 
La palabra sucesión desciende del latín “successio”, que tiene diferentes 
significados: 
 Continuación de un sujeto en lugar de otro. 
 Procedencia de una cabeza. 
 Total del patrimonio, derechos y obligaciones sucedidos por el testador al 
heredero forzoso. 
Suceder significa, transmitir, todo el patrimonio tanto derechos como 
obligaciones, que en su totalidad conforman la herencia, que pertenecen a los 
causantes que se transmite después de la muerte a los herederos forzosos de 
manera obligatoria. Suceder es “ocupar el habitad, sitio o lugar de otro 
individuo, reemplazar una cosa a alguna distinta. Con este reemplazo se 
asume el ser heredero del patrimonio que conlleva asumir las diferentes 
obligaciones que se hereda por el testamento o el reglamento que rige esta 
figura. Guillermo Cabanellas 
 
 
3. VARIEDADES DE SUCESIÓN 
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La sucesión es la institución jurídica por la que se realiza   la transmisión a nombre 
general o universal o nombre especifico o particular, entre sujetos vivos o muertos. 
  
3.1. Nombre O Titulo Universal 
El derecho descendiente a titulo universal recibe de una sola armada todo el 
patrimonio en un solo acto, esto quiere decir que se hereda tanto los activos como 
los pasivos que conjuntamente hacen toda la sucesión, pero sin tener ninguna 
variación   (Cabanellas , 1974, pág. 250). Entonces un ejemplo claro de el 
derecho descendiente universal entre personas o individuos con vida ES LA 
ABOSRCION O FUSION, por la que una institución sociedad o empresa adquiere 
todo el patrimonio de otra institución, sociedad o empresa que se liquide. 
(Guilarte, 2004, pág. 602). 
 
3.2. Nombre Personal O Particular 
El derecho descendiente a nombre personal o particular  , significa que la 
transmisión del patrimonio tanto derechos como obligaciones se dan de manera 
particular , individualmente seleccionadas , por esta clase de transmisiones nacen 
relaciones jurídicas , por la que el suceder no solo es el derecho a suceder bienes 
y obligaciones en general si no significa suceder determinados o derechos u 
obligaciones seleccionadas previamente , por ejemplo, transmisión de ciertos 
bienes en específico por ejemplo la compra venta . 
 
3.3. Derecho Descendiente Entre Vivos 
El derecho descendiente entre vivos se manifiesta en la transmisión de todo el 
patrimonio que se refleja por la voluntad del causante y el heredero forzoso. 
Entonces al referirse a tener la responsabilidad de adquirir del sucesor o testador 
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un determinado bien da origen a tener la titularidad del nuevo bien.  Un claro 
ejemplo está en la adquisición de un bien inmueble por medio del contrato de 
compra y venta, para que este contrato tenga validez, debemos verificar 
previamente que este inmueble este a nombre del supuesto proveedor o titular. 
Como se ha mencionado anteriormente, el derecho descendiente entre vivos  a 
su vez se subdivide en sucesión  entre vivos tienen una clasificación general, 
universal y también existe la sucesión de manera particular para determinados 
bienes  (Lohman).  
En esta derecho descendiente, se plasma la relación entre individuos que se 
reemplazan, para que de esta forma la transmisión del primer individuo, este 
ligado por la relación que se da a conocer por el titular o el sucesor  (Lohmann, 
1999, pág. 32). Así mismo, el derecho descendiente entre sujetos vivos a nombre 
o título general, universal , es entonces cuando el heredero o la persona que va 
suceder los bienes , recibe de una sola armada todo el patrimonio , en este caso 
podríamos hablar de una fusión o absorción  cuando una empresa o institución 
liquide , en cambio la particular será cuando se sucedan ciertos derechos u 
obligaciones determinadas o seleccionadas por el testador , por ejemplo cuando 
se quiere suceder solo la titularidad de un solo bien que se ha seleccionada 
previamente por el causante ejemplo la compra venta.  
 
 
3.4. Derecho Descendiente Después Del Fallecimiento 
Esta sucesión se va dar atreves o después de la muerte de un individuo que es 
propietario de un patrimonio en general que consta de derechos, obligaciones y 
bienes en general , que va ser sustituido y reemplazo por la masa hereditario o 
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por sus herederos forzosos que son sus descendientes en primer grado , 
llamados legatarios o herederos . 
Para que se realice este transferencia o derecho de descendiente, hay un 
requisito esencial para poder efectuarla y es que como condición para que se 
materialice debe haber mortis causa, que significa que el individuo causante de 
todo el patrimonio haya muerto para transmitir sus bienes  (Jara, 2007, pág. 12). 
León Barandiarán (Leon, 1995, pág. 32) el mortis causa es la forma de tener la 
titularidad de un bien o una propiedad a partir de la muerte del testador que es el 
titular que transfiere el bien a un descendiente de primer grado en virtud de ser 
heredero forzoso.  
En la trasmisión o el derecho descendiente, tomando como factor esencial la 
muerte, cuando el testador fallece se entiende que esta persona va a transmitir 
sus derechos y su obligación conferida en todo su patrimonio .En consecuencia 
se adquiere el patrimonio por la muerte del sujeto. Y no es necesario que la 
muerte sea validada también esta sucesión puede realizar cuando la muerte es 
presunta pues así lo regula la ley.  
Pero también existe la figura que si el causante es deudor o aun después de la 
muerte está obligado a pagar deudas o tiene responsabilidades con entidades 
financieras, la obligación también será heredada y el causante no obtenga 
beneficios económicos si no al contrario deba asumir obligaciones económicas. 
El derecho descendiente producido después de la muerte se adquiere a título 
gratuito , por la que se sucede la herencia sin realizar ningún pago para adquirirla, 
muy por el contrario el heredero saldrá beneficiado si el patrimonio esta sin 
ningún defecto esto quiere decir que si el sucesor no tuvo ninguna obligación 
después de muerto el heredero podrá gozar sin problema del patrimonio de su 
sucesor Esto  significa  que toda cesión de mortis causa tiene una ventaja positiva 
36  
o negativa  que deberá ser asumida por sus herederos tanto en activos como en 
pasivos . 
 
3.5. Fundamento de la sucesión Mortis Causa 
Atreves de los tiempos la sucesión descendiente después del fallecimiento ha 
sido discutido por diferentes juristas. Con una distinción de las políticas el derecho 
descendiente por causa de la muerte del sucesor es una figura jurídica que da 
respuesta a una necesidad de toda la sociedad en cuanto da una seguridad legal, 
que tiene como requisito el desarrollo de vínculos legales.  (Diez & Gullon, 2002, 
pág. 297). En este sentido cuando se produce la muerte de algún individuo, existe 
la necesidad que otro individuo que es un descendiente en primer grado, tenga la 
facultad de suceder y ser responsable de todo su patrimonio incluido los activos y 
pasivos bienes y obligaciones.  (Lacruz , Luna, Delgado, Rivero, & Ramos, 2007, 
pág. 4)  
Si nos ponemos en el supuesto en el que no existiera una herencia 
predeterminada, entonces se observaría individuos y sujetos codicioso que 
querrían apoderarse de ese patrimonio, entonces en base a esas intenciones se 
desencadenaría una guerra campal donde primaria el más fuerte con sus propios 
intereses, por tanto este individuo lograría obtener los bienes dejados por el 
fallecido, solo utilizando la fuerza física. 
Por otro lado  también ocurriría que las deudas del fallecido , no serían asumidas 
con responsabilidad y obligación para su cumplimiento , adicionalmente esto 
generaría , duda , negativa por parte de las instituciones financieras para poder 
otorgar un crédito puesto que no sabrían quien asumir la obligación de pagar el 
crédito al fallecer el causante. Si existiese una urgencia de suceder los bienes y 
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patrimonio del testador se define para esta necesidad una serie de criterios 
legislativos que orden esta institución jurídica que es la de suceder.  
 
4. SISTEMAS SUCESORIOS  
Cuando existe la necesidad de que un individuo se haga cargo de un patrimonio , para 
que este patrimonio este seguro y salvaguardado, cumpliendo con sus fines 
económicos se acude a las legislaciones para mejorar, reglamentando este derecho 
sucesorio a fin de que no vulnere ningún otro derecho. 
El sistema Inglés: Este sistema se caracteriza porque es distinto al de nuestra 
legislación, el individuo que tiene el derecho de suceder el patrimonio, no lo hace con 
el fin de disfrutar de la fortuna, si no muy por el contrario lo hace como administrador, 
el bajo este sistema debe administrar la herencia atreves de un plan estratégico 
organizado por el mismo. En el derecho inglés  el individuo que se encarga de la 
herencia trata de dejar sin pasivos la fortuna del fallecido , dejando sin deudas el 
patrimonio , el individuo que está a cargo del patrimonio es seleccionada es nombrado 
por los tribunales. El desarrollo muestra un procedimiento de más de una sola causal, 
concursal, entre el testador y el beneficiado que van a proceder a nombrar un 
individuo responsable, capaz, y capacitado que va restringir a los herederos tener la 
posesión inmediata del patrimonio del testador. Este individuo va realizar todas las 
actividades que sean encomendadas por el magistrado, si no está plasmado en 
testamos redactado y voluntariamente expresado por el testador, es importante 
mencionar que hasta que este individuo tenga la calidad para administrar los bienes, 
existe un periodo de vacancia del patrimonio privado, por lo que los bienes en general, 
dentro de un procesos feudal, regresan a la (trustee) bienes hereditarios. 
Sistema Romano: El sistema romano es un sistema que nosotros aplicamos a 
nuestra legislación, en este sistema el patrimonio y los bienes que se heredan son 
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transmitidos desde el principio que consiste en transmitir desde el primer momento a 
sus herederos forzosos todo su patrimonio, tanto activos y pasivos, Los beneficiados 
son acreedores y liquidadores del patrimonio; pues no recibirán un restante de la 
liquidación , sin ninguna deuda al contrario reciben el total de todo los derechos y 
obligaciones . Son descendientes universales, en las buenas y en las malas, que se 
inmiscuyen, sub-entran en la condición que ocupaba el testador con el vínculo de 
todos sus pasivos, de igual manera que el testador opta como opción otro individuo, 
mas no la consecuencia.  
 
4.1. Sucesión Mortis Causa Testamentaria 
Es llamada también derecho descendiente manifestado con la voluntad del 
testador, el testador manifiesta sus pretensiones cuando el fallezca, realizado en 
un documento o acta que tiene por nombre Testamento. Es así como este 
derecho sucesorio o descendiente tienen como características , el sentir verbal 
del testador ,  todo esto bajo los requerimientos establecidos en el compendio  del 
reglamento , adicionalmente con las restricciones que este reglamento expresa 
para regular esta figura . 
 
4.2. Título hereditario 
El titulo hereditario es el documento acta o certificado donde se plasma el nombre 
de los sucesores quienes van a disfrutar de todo el patrimonio del testador. El 
título de herencia es testamento, como se llama a su vez manifestación de 
herederos  es el testamento, (Vázquez, 2015), el heredero que está interesado en 
adquirir los bienes puede iniciar una acción por vía judicial y notarial, esto en el 
desarrollo se ha evidenciado que la opción de hacer un acta o certificado es la 
opción más rápida , y con menos trabas , por lo que no requiere de un proceso 
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judicial , que deba ser tramitado por vía judicial el cual tomaría una serie de 
tiempo prolongado. (Cabanellas) 
 
4.3. Declaración de herederos 
La declaración de herederos, se declara con propia voluntad del testador o 
causante que realiza este documento a fin de dejar con propia capacidad quienes 
serán sus (abintestato), en la que se nombran los herederos del testador o 
posteriormente al fallecimiento. Esta declaración no es una asignación de los 
bienes pasivos y activos que les pertenecería después del fallecimiento del 
testador (Vázquez, 2015). 
Además, se tiene que la designación de herederos puede hacerse mediante 
testamento, en sus diversas formas (notarial, ológrafo, etc.) o posteriormente una 
vez ocurrido el fallecimiento (declaración de herederos abintestato), notarialmente 
o judicialmente. 
Asimismo, por otro lado el reconocimiento constitucional del derecho a la herencia 
importa un reconocimiento de la herencia como institución y, asimismo, un 
derecho individual de carácter singular, porque responde a la ineludible necesidad 
de mantener la existencia de un espacio de apropiación privada de los bienes 
más allá de la muerte de su titular. La acción de petición de herencia es 
imprescriptible, y en tal sentido cualquier defensa que esté basada en la extinción 
de la acción por el transcurso del tiempo deberá ser rechazada. 
Cuando se quiera presentar la figura de petición de herencia, tiene que cumplir 
con el requisito indispensable de ser reconocido previamente heredero del 
testador, y puede surgir también otro heredero que se oponga a la calidad de 
heredero del presunto beneficiado con el objetivo de demostrar su vínculo 
parental.  (V lex) 
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Es posible interponer una acción judicial acumulando dos supuestos una, 
particular y la otra petición de herencia, si no hay previamente una declaración 
judicial que certifique el vínculo parental no puede el juez proceder con la petición 
de herencia, por cuanto el juez debe ser imparcial y congruente ante la petición, 
de no exceder más de lo que se pide ni resolver una situación ante hechos 
distintos que no contengan coherencia entre sí. 
 
4.4. Hechos que provengan del título de heredero 
El individuo que sea heredero, puede recurrir a diferentes actos ante diferentes 
requerimientos como: acción de ser beneficiado por la herencia y acción por la 
que se devuelve el patrimonio propio. 
a. Acción de ser beneficiado por la herencia.- El solicitar la herencia con lleva, 
no solo a requerir el patrimonio, dejado por el testador, si no requerir sea 
declarado como heredero del testador mediando una declaración judicial que 
manifieste el vínculo parental. Se puede observar que en del art. 664, el código  
no era necesario acumular las dos pretensiones  tanto la declaración de heredero 
como la petición, ya que se daba por acreditado la calidad de heredero, ahora en 
nuestra legislación actual nos obligan a demostrar primero la calidad de heredero 
esto con una declaración judicial y luego se haría la correspondiente petición de 
herencia, que tiene una gran (Armaza, 2004, p. 239). 
b. Acción que requiere la devolución de bien inmueble.- Art. 662 C.C.- La 
reivindicación de la herencia procede siempre que se deduzca dentro del plazo 
fijado para la prescripción de la acción real. Devolver el patrimonio es salvar todos 
los bienes que le pertenecen al heredero, esta palabra deviene de los latinos res, 
cuya significaciones el de una objeto y vindicare que resulta ser la necesidad que 
tiene este heredero porque se le devuelva el patrimonio. Esta acción la interponen 
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cuando el heredero ha sido vulnerado en su derecho sucesorio al no tener y 
disfrutar del patrimonio en su totalidad tanto de los bienes activos como pasivos, 
el heredero interpone esta acción contra los individuos que este disfrutando la 
herencia sin tener calidad de (Lanatta, 1964, p. 124). 
En el derecho descendiente, esta acción de pretender que se devuelva el 
patrimonio en total en general, no se podría dar en total, sino más bien esta 
reivindicación, procedería solo con efecto de un acto particular, que quiere decir 
que se obtendrá la recuperación de solo ciertos bienes que forman todo el 
patrimonio. (Lanatta, 1964, p. 125). 
Esta figura jurídica se aplica para los herederos que con seguridad hayan acredita 
que los tercero y otros individuos están poseyendo el bien inmueble materia de 
Litis, esta acción procede ante cualquier tipo de vulneración del derecho. (Lanatta, 
1964, p. 125). La reivindicación del patrimonio se inicia ante cualquier individuo 
que disfruten de la herencia sin tener título propio. (Castañeda J, 1975, 55). 
Para culminar con esta etapa de la investigación, queda claro que las 
disposiciones estipulados en el art. 831, apartado 2 del C. P. C no son suficientes 
y generan una serie de omisiones en el derecho sucesorio , dado que la ley 
establece expresamente, documento con certificación del acta que declara y 
certifica la vida del menor , en caso de hijos matrimoniales, o certificado que 
contenga  la manifestación legal , en el caso de ser un menor o hijo que haya 
nacido fuera del matrimonio , teniendo en cuenta estos requisitos , entendemos 
que este reglamento asegura y cuida el derecho del heredero y de todos los 
herederos forzosos, entonces se debería establecer otros medio o documento 
que puedan acreditar y formar convicción para garantizar el entroncamiento 
parental , en caso de hijos matrimoniales , haciendo referencia que existen 
muchas personas que no tienen partida de nacimiento. 
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Como medio alterno nosotros proponemos una prueba de A.D.N, o en su defecto 
que la manifestación legal, también sea aplicada para los hijos matrimoniales, ya 
que la presunción de que todos los hijos matrimoniales tienen partida de 
nacimiento, no es correcta, y muy por el contrario vulnera derechos sucesorios 
,en consecuencia el derecho descendiente atreves o a causa de la muerte del 
testador estaría cometiendo faltas en cuanto a la transmisión de los derechos y no 
estaría realizando su objetivo de transferir correctamente los bienes tanto pasivos 





























ESTADO DE LA CUESTIÓN 
 
El objetivo de evidenciar medios probatorios, resulta ser el factor más importante para 
formar convicción de ciertos sucesos o eventos que han ocurrido en un determinado 
espacio, o contexto con la finalidad de considerarlos como realizados o hechos que 
realmente hayan ocurrido. Esto significa que hay que probar si los eventos y sucesos 
ocurrieron son reales, bajo este contexto desarrollaremos, que es la verdad, y cuál es la 
importancia de la verdad en la valoración de pruebas, conjuntamente con los principios 
constitucionales de una proceso llevado correctamente al cual llamaremos DEBIDO 
PROCESO y el derecho acceder a la justicia como pretensor en este caso de un 
determinado bien al que llamaremos TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA.  
Así pues para determinar la vulneración de los derechos sucesorios en base a los 
requisitos del 831, apartado 2 del C.P.C., se analizará diferentes posturas y teorías que 
podrían darnos una posible solución a nuestro problema. 
 
1. TEORÍA DE LA VERDAD TARUFFO 
El valor de la verdad: Es notable el esfuerzo permanente y renovado del profesor de 
Pavía por defender “la verdad como condición de la justicia”. A la hora de escoger una 
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hipótesis en cuanto a lo cierto Taruffo apela a la “hipótesis semántica de la verdad” de 
Tarski y su hipótesis de la “correspondencia”, en definitiva, se trata de decir y probar lo 
que las cosas son y no son. Ello implica contradecir a nombres importantes de 
variadas escuelas como J.Frank, Kelsen, Rorty, Derrida, Luhmann, MacCormick, 
Habermas, Rawls, los Critical Legal Studies,etc.,más allá de sus perspectivas 
particulares:a)a los que consideran imposible alcanzar la verdad (veriphofics o deniers 
de la verdad de distinto cuño antirealistas, linguistic turn, sociologistas, spicologistas, 
etc.) 
A los que sostienen que el proceso no está para buscar la verdad sino para resolver el 
conflicto. A los que afirman que el proceso carece de los medios como para alcanzar 
la verdad; a los piensan en la irrelevancia de la verdad y apuestan por la persuasión o 
el consenso; a los que confían que el procedimiento legitima la corrección de la 
solución. A los asociados al “viejo liberalismo procesal” que piensan que el proceso 
está sometido a la libre y autónoma iniciativa de las partes; etc. Rechaza Taruffo la 
invocada distinción entre hipótesis real o material y la hipótesis formal, afirmando que 
el termino estar en lo cierto o la verdad es una. También ataca por falaz la separación 
entre verdad absoluta y verdad relativa, en tanto toda verdad es relativa al proceso y a 
los métodos de conocimiento (opta por la probabilidad lógica o baconiana y rechaza la 
probabilidad pascaliana o cuantitativa), aunque rechaza hablar de “verosimilitud” o 
“probabilidad” como si fuera una verdad debilitada, pues la verdad existe y en todo 
caso es “objetiva”, por lo que corresponde establecerla encima del cimiento de los 
medios probatorios que estén a nuestra disposición . 
De ahí la responsabilidad del juez en asumir un papel directivo en el procedimiento 
civil con dirección  a conocer que es lo cierto, rechazando por “eslóganes polémicos 
carentes de valor científico” a ejercicios como los diferentes estados o condiciones de 
direccionamiento del magistrado , con una vía ponderante y un magistrado que actué 
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en calidad pacifica , una vía liberal “ecuaciones del tipo ‘poderes de instrucción del 
juez: régimen autoritario’ y ‘juez pasivo: régimen liberal” (Michele Taruffo,”La prueba”, 
Marcial Pons, Madrid, 2008, p.164). Es que el proceso es entendido como “una 
empresa epistemológica”, y su fin no es ejecutar la ley sino lo justicia, por eso la 
prueba tiene una naturaleza epistemológica y no persuasiva o narrativa. En ese marco 
teórico se comprende que no haya espacio para la “verdad negociada” Si un 
enunciado es real y tiene certeza de haber ocurrido se demostrara correctamente en 
la audiencia de pruebas, y no será materia de discusión o negociación entre el 
demandante y demandado, la no oposición no hace verdadero eso que es falso, y 
tampoco hace verdadero eso que ya es verdadero por sí. (Taruffo) 
En este conocimiento de la verdad hay un creciente papel para la prueba científica, 
pero aquí procede la advertencia de Taruffo en torno a la “buena” y a la “mala” ciencia, 
que incluye la remisión a la distinción entre ciencias duras, blandas o humanas, seudo 
ciencias y ciencias basuras. Taruffo suscribe que asistimos a un “retorno de la verdad” 
luego de la “embriaguez posmoderna” y de los “desconstructionist vortex” que 
promovieron dejarla de lado junto a otras “grand narratives” (Lyotard) (M.Taruffo 
“Simplemente la verdad”, oc.cit., p.89). (Ferrajoli) 
El profesor de Pavía no duda en afirmar “el valor social de la verdad”: Moral, en cuanto 
lo exige el intelecto del individuo, y la certeza , garantía y credibilidad con las que 
tendrían que fundamentarse todos los vínculos. Político (el poder democrático debe 
basarse en un pacto de verdad y no mentira). Epistemológico (no habría sino 
podríamos distinguir entre conocimiento verdadero y falso). Valor jurídico (la verdad es 
condición esencial de un acto o una declaración), aquí también valor procesal en tanto 
ella es condición necesaria de la justicia. (Ferrajoli) 
La confianza en la razón argumentativa: Taruffo se define a sí mismo como un 
optimista racionalista en el plano metodológico (M. Taruffo “La prueba de los 
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hechos”),aunque precisa:” pueden existir concepciones con más importancia de la 
equidad con la que podemos definir el pensamiento formal , así como la ciencia en 
general , adicional a ello también existe los conceptos menos utilizados con menos 
inherencia de la razón como las que son llamadas ciencias de los individuos , en el 
contexto moderno del razonamiento en la razón jurídica  . 
Incluso con esta hipótesis y la utilización de conceptos que no tienen tanto disposición 
de razonabilidad cuyo factor daría como resultado la manifestación del verdadero 
concepto racional, por lado la utilización de conceptos más relevantes, nos impartiría y 
nos daría a conocer que no se está utilizando el razonamiento jurídico, cuyo resultado 
sería obtener un contexto irracional. Explicitando Taruffo su adhesión a la racionalidad 
en la decisión legal se apoya en la matriz de la “ideología legal-racional” de Jerzy 
Wroblewski,y se hace cargo de la distinción entre “una respuesta interior” y “respuesta 
exterior” de la decisión (M.Taruffo “Páginas sobre justicia civil”,ob. cit., p.522),la 
primera remite a la lógica de la subsunción del hecho dentro de la norma, y la segunda 
“da a conocer cuando se elige una de las conclusiones del suceso la cual tiene íntima 
relación con el resultado final, en conclusión se manifiestan inconvenientes cuando la 
motivación no ha sido suficiente para la toma de decisiones”. (Ferrajoli) 
Frente a la objeción del riesgo de un regreso al infinito en la justificación externa, 
Taruffo la rechaza dado que para ella es suficiente que “se sustente en puntos de 
partida con respecto a los cuales haya un adecuado consenso general y difundido en 
la cultura jurídica y en la no jurídica”. “El proceso –escribe Taruffo- es un lugar en el 
que la dialéctica ocupa amplios espacios y constituye un factor dinámico…Las 
principales dimensiones dialéctica del proceso y de la decisión son dos. La primera 
tiene que ver con la dialéctica de las relaciones entre las partes, es decir, con lo que 
los procesalistas llaman ‘contradictorio’. (Ferrajoli) 
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La segunda tiene que ver con la formación de la decisión legal en su momento 
fundamental, que es la relación entre hecho y norma. El contradictorio está conectado 
a la “racionalidad procesal” de la que habla Habermas y ella asegura la posibilidad de 
una “mejor” decisión. En cuanto a la relación entre hecho y norma recurre Taruffo a la 
metáfora de Engisch -del ir y venir entre hecho y norma- y explícitamente al círculo 
hermenéutico, pues en definitiva se trata de un “procedimiento dialéctico de ensayo y 
error que implica la confrontación, la verificación y el control de hipótesis. (Ferrajoli) La 
sentencia legal estará justificada en la medida que apele a “buenas razones” que la 
tornen aceptable racionalmente: “Los argumentos justificativos deben ser reconocidos 
como válidos y convincentes. En efecto, es necesario que enuncien buenas razones 
para considerar que la decisión está racionalmente fundamentada”. 
Una teoría no positivista: Pensamos que a la luz de las tesis identificadas, y sin 
perjuicio de las observaciones del punto siguiente, no hay mucho espacio para 
adscribir a Taruffo a teorías positivistas. Pues en su teoría la visión del debido proceso 
incluye un proceso justo y decisiones justas, de manera que podemos concluir que no 
cualquier contenido puede ser derecho, o que hay algunas exigencias que 
necesariamente deben ser derecho. También comprobamos que en aquella hay un 
fuerte componente prescriptivo o regulativo sustentado en valores o axiología, y 
finalmente, hay rechazo de los escepticismos éticos, admitiendo y confiando en la 
razón en ese terreno. El mismo profesor de Pavía se ha encargado de deslindarse del 
“positivismo jurídico tradicional” (M. Taruffo “La prueba de los hechos”,ob.cit.,p.518) y 
de las concepciones formalistas, logicistas, lingüísticas o críticas de la decisión legal. 
Somos conscientes que no estamos juzgando a un filósofo del derecho, sino a un 
procesalista, por ende, sus aproximaciones a nuestra disciplina son en la medida que 
requieren respuestas a problemas que se le suscitan en su materia. (Gascón) 
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Sin embargo, ya hemos destacado el fuerte componente iusfilosófico de su 
perspectiva, y ello se explica no por un mero gusto personal sino por una necesidad 
cognoscitiva. Ha denunciado Taruffo tanto a los filósofos del derecho que no se han 
ocupado del derecho, como a los juristas que han tenido que construirse por sí solos 
una filosofía que requería su trabajo académico. (Ferrajoli, Derecho y razón) 
Tesis que nos suscitan interrogantes: Con las salvedades ya formuladas, nos 
proponemos a continuación precisar algunas dudas que nos provoca la lectura de la 
interesantísima obra taruffiana, aunque cabe insistir en que nuestra lectura es parcial y 
seguramente sesgada por la filosofía jurídica a la que adherimos. .La razón y la 
verdad práctica: No cabe dudas que Taruffo rechaza posiciones escépticas en materia 
axiológica, e incluso es un defensor de la justicia objetivamente entendida y definida 
en el ámbito de la argumentación justificadora. Sin embargo, advertimos que la noción 
de verdad a la que apela como “correspondencia” se aplica a la verdad teórica o 
especulativa, pero no se traslada automáticamente a la verdad práctica, pues es 
evidente que en la conducta justa o buena a realizarse no puede representar el marco 
de referencia necesario para las argumentaciones justificativas de los jueces” 
(M.Taruffo “Páginas sobre justicia civil”). (Taruffo, simplemente la verdad) 
En definitiva, y más allá del rechazo de Taruffo al consensualismo; la moral o la 
axiología que defiende remite a la moral intersubjetiva o relativa a cada sociedad. ¿No 
hay moral racional desde la cual juzgar a esas morales relativas y concluir que ellas 
incluyen mandatos insostenibles desde la justicia o la moral racional? Qué sostener 
frente a prácticas jurídicas consuetudinarias discriminatorias de la mujer impidiéndoles 
ser candidatas a puestos electivos, o cuando un pueblo defiende dictaduras o cuando 
una sociedad defiende moralmente a las castas. Recordemos que algunos de los 
autores en los que se apoya Taruffo, pensamos por ejemplo en Wroblewski, nos 
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parece que no compartía por una eventual razón práctica objetiva. (Taruffo, 
simplemente la verdad) 
El fundamento y alcance de los derechos humanos?:Hemos destacado positivamente 
el discurso taruffiano concordante con el derecho del individuo  y a acceder a la 
justicia , pero nos gustaría contar con más precisiones en orden a la fundamentación. 
En ese punto es interesante la reivindicación que ha hecho Alexy en materia de 
metafísica, sosteniendo que sin ella no es posible postular con seriedad a los 
derechos humanos. Por supuesto que es una metafísica diferente a la clásica 
aristotélicatomista dado su apoyo en Kant, de todas maneras desde ella se defiende la 
universalidad de los derechos humanos. (Taruffo, simplemente la verdad) 
Precisamente en este punto de la universalidad e inalienabilidad de los derechos 
humanos, reiteremos lo señalado en el punto anterior, en donde Taruffo pareciera 
asimilar la razonabilidad o las “buenas razones” a los principios de un contexto judicial 
históricamente dado. (Taruffo, La prueba de los hechos) 
Si los derechos humanos valen porque hoy aparecen estipulados en los tratados y 
todas las constituciones, nacionales e internacionales, se trataría de un valor muy 
débil sujeto a que dejen de valer si aparecen nuevos Tratados. El riesgo de un nuevo 
iuspositivismo ideológico (J.Aguiló) es evidente, sobre todo en estos tiempos de 
“derecho penal del enemigo” y en donde se debilitan los derechos humanos con el 
argumento de la seguridad o el interés nacional. (Taruffo, La Prueba) 
Desgraciadamente siempre habrá juristas dispuestos a redactar la Constitución que le 
pidan los dictadores de turno. Por eso, si los derechos humanos valen aunque el 
gobierno o el pueblo diga que no valen, su violación supondrá siempre un “riesgo” –
como lo reconoce Alexy- para aquellos que sancionen o apliquen un “derecho injusto 
extremamente” dado que se exponen al reproche jurídico penal respectivo. 
Explicitando algún interrogante puntual: los derechos humanos se asimilan a derechos 
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fundamentales, o aquellos deben ser positividades o constitucionalizados si se 
pretende –como advierte Alexy- una Constitución legítima. Los derechos humanos se 
crean o simplemente se reconocen, resultando operativos aunque no estén 
consagrados autoritativamente. Son aquellos inalienables tanto por la voluntad 
individual como la voluntad general. (Taruffo, simplemente la verdad) 
En este punto puede proceder lo que afirma Javier Hervada en el sentido que los 
Tratados de Derechos Humanos están redactados en una terminología típicamente 
iusnaturalista. ¿Los principios y su ponderación? Aunque encontramos muchas 
referencias en Taruffo en el valor legal y a que la decisión legal se deriva de una 
norma, nos parece que su explícito rechazo a los deductivismos y a los formalismos 
legalistas, como la defensa de un juez director del proceso, lo cubren suficientemente 
de una visión decimonónica o voluntarista del juez. Incluso en algún art. referido 
específicamente a la jurisdicción en Ferrajoli, se encarga de subrayar que el juez debe 
ejercer un cierto poder creativo frente a “la inercia culpable de los legisladores 
sustanciales” (M.Taruffo“Páginas sobre justicia civil”).Podemos sumar aquí los 
estudios taruffianos sobre el precedente, en donde destaca perplejidades y dudas, 
además de reconocer la ausencia de una teoría general del precedente. (Taruffo, 
simplemente la verdad) 
Más allá de referencias implícitas, no conocemos la opinión de Taruffo en torno a las 
visiones principia listas del derecho, en la línea de autores como Alexy o Dworkin, que 
asimilan los derechos humanos a los principios y permiten superar los inconvenientes 
inexorables que conllevan las normas: indeterminación lingüística, contradicciones, 
lagunas o soluciones absurdas. Pero sobre todo, los principios impiden una aplicación 
silogística a un caso, y para ello se han elaborados teorías en torno a la ponderación 
de los mismos, posibilitando que como fruto de la misma se determine racionalmente 
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un enunciado normativo jurídico general legal que se constituya en la premisa mayor 
del silogismo respectivo que permita resolver un caso concreto.  
Después de la década del setenta resulta muy difícil no afrontar el tema de los 
principios y de la ponderación, sea para avalarlos o sea para rechazarlos, pues entre 
éstos últimos recordemos a Ferrajoli tomando distancia con los neo constitucionalistas 
principia listas o argumentativistas por su filiación iusnaturalista o cuasi-iusnaturalista. 
¿La retórica? Aun cuando Taruffo formula alguna concesión a la retórica entendida 
como “el uso de argumentaciones ‘razonables’, identificables y controlables, aunque 
no sean deductivas o demostrativas” (M.Taruffo “Páginas sobre justicia civil”), cabe 
concluir un reiterado rechazo a la misma en tanto ciencia y arte de la persuasión, ya 
se trate de la vieja retórica aristotélica o de la nueva de Perelman. (Taruffo, 
simplemente la verdad) 
Luego de admitir que en Romna y Grecia “había  un concepto de cómo expresarse 
como medio probatorio utilizando como base para exponer los argumentos con la 
intención de convencer al magistrado  ”(M.Taruffo “eventos u sucesos como medios 
probatorios”) y rechazar que el sistema del common law esté “basado en una 
concepto de cómo expresar los medios probatorios se define como :“en  el concepto 
de cómo expresar los medio probatorios se encuentra deficiencia de diferenciar entre 
explicaciones reales y explicaciones con relevancia: así mismo no hay diferencia entre 
medios probatorios que traten de convencer magistrado y medios probatorios con un 
argumento válido y racional del mismo no se distingue entre pruebas persuasivas y 
pruebas capaces de dar un fundamento racional al juicio de hecho”. Insiste Taruffo de 
mil maneras” la debida argumentación en una resolución no es causar o tratar de 
convencer al magistrado” (M.Taruffo “Simplemente la verdad”);”al motivar, el juez no 
debe persuadir a nadie”; etc. Invocando la autoridad de Aristóteles, recordemos que 
hay razonamientos apodíciticos o necesarios que parten de premisas verdades o 
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evidentes que no requieren de la retórica, pero ésta se necesita cuando las premisas 
son plausibles, verosímiles o probables, por eso reclamaba el Estagirita que acudan a 
ella los que promueven y defienden la verdad y la justicia. (Taruffo, simplemente la 
verdad) 
Desde esa matriz no es que el juez en todas sus premisas debe requerir el auxilio de 
la retórica, pues en aquellas necesarias o que se han podido demostrar se puede 
prescindir de las mismas, pero en las discutibles es importante auxiliarse por razones 
no sólo justificadas sino también persuasivamente esgrimidas. Me parece al respecto 
oportuno traer a colación el libro conocido de Antonin Scalia y Bryana A.Garner 
“Making Your Case (The Art of Persuading Judges)” que incluye al comienzo de 
Dionisio de Halicarnaso la siguiente cita:” No hay reglas en los libros que sean 
capaces por si mismos de brillar ante un escenario para poder brillar se necesita 
practica y ejercicio ‘’En síntesis somos de la opinión que el juez además de dar 
“buenas razones” debe formularlas persuasivamente, y en este punto, resultan 
imprescindibles las enseñanzas de la retórica. El mismo Kalinowski ha reconocido la 
presencia de tres elementos en el razonamiento legal: a) la lógica que regula todo 
razonamiento) los elementos dogmáticos impuestos por el derecho a través de 
ficciones, presunciones,etc,y c)la para lógica o retórica. La retórica no se necesitará 
cuando se ha logrado probar una premisa, pero es auspiciarle cuando se trata de 
premisas plausibles y que carecen de evidencia. La relevancia de la ética y la 
prudencia del juez. (Taruffo, simplemente la verdad) 
Encontramos en la obra taruffiana apelaciones directas a la ética del juez. Así frente al 
problema de la legitimación de los jueces concluye que debe “plantearse no en el 
plano de la legitimación política de tipo electoral, sino en el de la actuación efectiva de 
las garantías de independencia e imparcialidad de la magistratura”(M.Taruffo“ Páginas 
sobre justicia civil”; y también aduce que si  contamos con la creencia que un 
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magistrado correcto sea capaz de realizar racionalmente , en consecuencia no habría  
que pensar que el magistrado solo apueste por alguna de las partes ”(M. Taruffo “La 
prueba” .Incluso agreguemos (casi con agradecimiento por la cita dado que tuvimos 
con M. Atienza la responsabilidad directa de su redacción) que invoca al Código 
Modelo Iberoamericano de Ética Legal en su referencia al principio ético de la 
imparcialidad(M. Taruffo “Simplemente la verdad” ob.cit.,p.138),reclamándole al juez 
que no solo sea imparcial sino que parezca como tal (M. Taruffo “Páginas sobre 
justicia civil”). (Taruffo, La prueba de los hechos) 
De todas maneras, y más allá de ese reconocimiento a la ética del juez, nos gustaría 
que el profesor Pavía nos explicite directamente su convicción ética, en el sentido si 
se suscribe una ética cognitivista y objetiva, cuya universalidad no compromete 
eventuales adaptaciones a tiempo y espacio. Pues es obvio que según la ética a la 
que se adhiera, resultará en coherencia una cierta ética aplicada, como la legal. Así, 
desde una ética radicalmente intersubjetiva puede llegar a justificarse una ética legal 
basada en la superioridad de la raza o de los creyentes de una religión determinada. 
(Taruffo, La Prueba) 
Por otro lado, pero siguiendo en la ética legal, no constatamos en la obra de Taruffo 
consultada apelaciones a la prudencia, más bien intuimos cierta resistencia a esa 
clásica virtud que posibilitó el nombre de la “iurisprudentia”(cfr. M.Taruffo 
“Simplemente la verdad”,ob.cit.,p.230).Reconocer la prudencia en clave aristotélica 
supone no quedarnos en el saber universal o general, ni tampoco en sólo en el 
conocimiento de los casos, pues ella cumple la función de ser puente entre aquellas 
verdades y su concreción en los casos, de ahí su conexión con la equidad en tanto 
justicia del caso que excepciona la aplicación de la regla cuya justicia falla en el 
mismo. Pero también la prudencia es algo ligado íntimamente a la experiencia, por 
eso Aristóteles enseña que puede encontrarse un joven brillante en matemáticas, pero 
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será muy difícil encontrar un joven brillante en prudencia. Quizás el optimismo 
racionalista de Taruffo le haga desconfiar –como al mismo Kant- de ese saber 
adquirido por la experiencia y la memoria. Más allá de las razones contingentes o 
históricas que llevan a Atienza y Ruiz Manero a rechazar a los diferentes 
iuspositivismos (incluyente, excluyente o ético) dado su inviabilidad como para poder 
explicar y operar el derecho de los EDCD, en nuestra opinión, dado que hay un 
vínculo que se requiere y esencial con lo que me corresponde y lo que debería ser, y 
por ello, la definición de lo que me corresponde resulta más suficientemente 
explicativo del derecho es uno no-positivista. Al margen de la simplificación de Alexy, 
coincidimos que después de dos mil años sigue habiendo dos conceptos: el positivista 
y el no-positivista, según se afirme o se niegue la necesidad conceptual de aquella 
conexión. (Taruffo, La Prueba) 
En la referida matriz, parece claro que la filosofía jurídica de Taruffo no es positivista 
“excluyente”, tampoco pareciera optar por una perspectiva “ética”, pero tenemos duda 
si en definitiva si es “incluyente”. Es que su explícito rechazo a las visiones positivistas 
va acompañado de alguna adjetivación: tradicional, superficial, vetero - positivista, 
formalista, etc.; y si bien invoca autores que respaldarían una opción iusfilosófica no 
positivista (por ejemplo Gadamer), también hay autores que permiten no alejarlo del 
positivismo. (Taruffo, La Prueba) 
 
 
2. VALORACIÓN DE PRUEBA  
2.1. Verdad Y Prueba (Michelle Taruffo) 
Después de haber analizado la verdad y luego la prueba, hallamos esta teoría 
que relaciona ambos conceptos de tal forma que podamos comprender la relación 
que existe entre ambos. Aplicamos esta teoría a nuestra investigación porque es 
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la que respalda la sugerencia de solución, ante la problemática enfocada en 
relación a nuestro tema de investigación.  
Primero hablaremos de la decisión del juez, al existir justicia en el proceso no 
implica que se garantice la justicia en la decisión, porque esta se maneja bajo 
otras condiciones; desde una vista formal, se hablaría de un debido proceso 
cubriendo todas sus garantías, y desde una vista material, el juez tiene que 
determinar los hechos que correspondan a la realidad, aplicándose de forma 
correcta la norma. El primer paso para que el juez dicte resolución es haber 
determinado los hechos reales que dieron lugar al conflicto entre las partes, estas 
formulan enunciados que alegan ser ciertos; por lo tanto cuando hablamos de 
hechos no nos referimos a la existencia material, solo nos referimos a los 
enunciados que indican las partes, los cuales pueden ser verdaderos o falsos y 
solo los que serán objeto de prueba serán los hechos. Es por ello que es 
obligación del juez comprobar si dichas afirmaciones realizadas por las partes 
forman parte de la realidad, descubriendo si son verdaderas o no.  
Visto lo anterior, podemos afirmar que la verdad es importante para poder 
determinar la realidad de lo afirmado por las partes y poder ejecutar las 
consecuencias que la norma establece. Por lo que, llegamos a la conclusión de 
que la verdad es un criterio valido para una correcta aplicación de las normas 
planteadas ante cada supuesto de hecho. 
Continuando con esta teoría, pasaremos analizar si existe o no la verdad en el 
derecho, más preciso, en el proceso, Taruffo indica que por años se ha manejado 
una cultura de la no verdad sobre todo en los procesalistas. Esta postura se 
caracteriza por creer en la posibilidad de determinar la verdad en cualquier 
ámbito, basándose en cuatro razones; la primera indica que la verdad es de 
carácter moral, lo cual conlleva a que sea un requisito de la integridad del hombre 
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con las que se desarrollan las relaciones entre las personas. La segunda es que 
la verdad tiene un carácter político, en vista que el centro del poder político tiene 
que ser un pacto de verdad con las personas, lo cual, refleja un creciente valor 
social de esta verdad y se constituye así un estado democrático, libre de 
mentiras. La tercera razón es que esta verdad tiene carácter epistemológico, en 
vista que el conocimiento está orientado siempre a la búsqueda de la verdad. 
Dado que el realismo permite conocer una verdad demostrable. La Cuarta razón 
indica que la verdad tiene carácter jurídico, al existir una conexión directa, en el 
sentido de que una persona tiene derechos previstos por ley, siempre que este 
tenga las condiciones que la ley considera válidas para acceder a ese derecho, 
puesto que busca la solución a controversias a través de decisiones justas, la cual 
se logra cuando se basa en hechos verdaderos. 
Pues bien, no hablamos con todo esto de la existencia de una verdad absoluta, 
sino de una verdad que tiene la opción de ser descubierta en el mundo de las 
cosas humanas, de otra manera, se podría decir que el proceso en sí no necesita 
verdades absolutas; solo es necesario verdades relativas que ofrecen una base 
razonable con la que se funda la decisión. Entonces lo que se califica como 
relativo es el conocimiento de la verdad, que está basado en razones que hacen 
probable una creencia, de modo tal que un enunciado puede variar el grado de 
confirmación de aquellos conocimientos que tenemos disponibles. Por lo tanto la 
verdad viene a ser todo caso en que las razones justifican la decisión del juez y 
que estas a su vez derivan de los datos adquiridos en las pruebas.    
Como primer argumento tenemos que la norma que utiliza el juez como criterio 
presupone que el hecho se haya precisado fuer a del proceso, esto indica en el 
mundo de los acontecimientos reales. El segundo argumento es que la idea de 
que la prueba sea el nexo entre el juez y los hechos para su declaración. 
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Taruffo nos muestra que existen dos confusiones, la primera es la distinción entre 
una verdad procesal o formal, que viene a ser aquella obtenida dentro de un 
proceso; otra se da entre la verdad material o real, la cual se da fuera del 
proceso. Los que defienden la primera se basa en las reglas para adquirir la 
prueba. Sin embargo, es necesario señalar que no existen varias especies de 
verdad, según donde nos encontremos, ya sea fuera o dentro del proceso. 
La segunda confusión, debe evitarse que la verdad de una proposición se 
asemeje a la certeza, dado que se encuentra íntimamente relacionado, lo que 
conlleva que podemos confundir la verdad con certeza, puesto que la primera es 
objetiva y depende de los hechos; mientras que la otra es un estado subjetivo 
donde se evalúa la psicología de quien habla, independientemente de la 
intensidad que tiene el sujeto para convencer. Además de la certeza, debe 
distinguirse otras figuras que pueden confundirnos como la verosimilitud y la 
probabilidad. Según Taruffo aclara que no existe coincidencia entre verdad y 
verosimilitud, porque la verosimilitud cuenta con dos significados: como 
apariencia de una verdad y otro equivalente a una probabilidad; lo que hace un 
error grave, puesto que sus conceptos son distintos. Por otro lado la similitud 
indicaría el grado de capacidad de una descripción con relación a la realidad, es 
decir, el hecho puede ser considerado verosímil, pero a la vez puede ser falso, si 
la realidad no corresponde con lo que se narra. Pues como pueden ver, el 
concepto de probabilidad es confundido como verosimilitud, ya que este 
considera si existen razones válidas para juzgar, lo cual indicaría si es verdadero 
o falso un enunciado, provocando una limitación sobre la verdad real de un 
enunciado. 
De lo antes mencionado, podemos concluir que la idea es no hablar solo de la 
verdad en el proceso, sino también una verdad razonable, objetiva y única, la cual 
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tiene sentido dentro de un proceso, porque sin la verdad los procesos no serían 
justos, visto desde este punto se estaría cumpliendo con uno de los principios, el 
cual es la legalidad. 
Taruffo nos habla de la verdad de los hechos en el proceso, el proceso tiene 
como objetivo resolver una controversia jurídica, independientemente de la 
decisión judicial, por esta razón no existe una motivación sobre los hechos y la 
comprobación de la verdad de los mismos, porque lo que importa es solo la 
solución del conflicto que es el fin del proceso. 
Este resultado se consideraría una alternativa que daría más opciones de 
solucionar un conflicto, pero no correspondería a un estado de derecho, en vista 
que es inspirado en otros valores como la victoria del más fuerte, la cual mostraría 
que el derecho no es fundamental ya que esto está inspirado en otras conductas 
y otras decisiones judiciales, mas no en la actuación de la legalidad que es el fin 
de fundamental de la jurisdicción. Siguiendo esta razón a los vencedores en un 
conflicto se les adjudica el derecho como recompensa por haber puesto fin a este 
conflicto. 
Por otra parte en Alemania, fruto del fenómeno de socialización del proceso civil, 
surge la justicia como una función del estado, la cual cobra importancia con el 
método que emplean para resolver las controversias, puesto que se exige una 
resolución judicial justa. Es así, que el problema principal se encuentra en la 
búsqueda de la verdad y si esta pudiera ser la finalidad del proceso judicial. 
Encontramos dos opiniones, la primera sostiene que el fin del proceso es 
solucionar los conflictos, excluyendo la búsqueda de la verdad, que muchas 
veces es vista como obstáculo para poner fin a la controversia. Y por otro lado, 
entendemos que la función del proceso es aplicar la ley para garantizar nuestros 
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derechos, donde la determinación de la verdad de los hechos es importante, para 
cumplir con el fin del proceso con una decisión jurídicamente correcta.   
Con respecto a lo anterior, el profesor Taruffo indica que una controversia puede 
ser resuelta eficazmente, al ponerle fin entre las partes por una decisión injusta, 
mientras que si se emplea una decisión justa cabe la posibilidad de que no logre 
poner fin al conflicto. Por lo que, existiría una relación entre la solución de un 
conflicto y la búsqueda de la verdad, toda vez que se use un criterio razonable 
fundamentado en la determinación verdadera de los hechos en que se basa la 
controversia. Esta idea, estaría relacionada con la investigación científica, en 
merito a que esta va orientada a la búsqueda de la verdad, este método a veces 
es muy complicado y otras es inadecuado, pero si es un procedimiento orientado 
directamente a la búsqueda de la verdad. 
Pasaremos a analizar la verdad de los hechos y la prueba, comenzaremos por 
observar la proyección que tiene en el ámbito probatorio, la cual se manifiesta en 
las diversas concepciones de la función y naturaleza de la prueba. El profesor 
Taruffo ha identificado dos grandes conceptos sobre la prueba cerrada y abierta. 
La primera tiene una visión fragmentada de la prueba y la segunda, indica que la 
prueba está ligada a la lógica y la racionalidad.  
Por un lado, si el fin del proceso es la solución de un conflicto, entonces la 
decisión del juez será irrelevante, porque n importaría si existe relación entre los 
hechos y la comprobación de los mismos, lo cual nos lleva a entender que la 
prueba viene a ser un medio o instrumento, mas no una disposición para lograr 
una convicción sobre la certeza del juez sobre los hechos. Esto es denominado 
por el profesor Taruffo como una función retórica de la prueba, debido a que su 
función principal no es brindar un conocimiento verdadero de un hecho, sino 
como un mecanismo de defensa, a fin de cumplir con la carga procesal. 
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Siguiendo esta línea, la prueba no tendría que ver con la realidad de los hechos, 
por lo tanto no sería útil para establecer la verdad o falsedad de los enunciados, 
en todo caso, tendría como fin persuadir al juez para que crea en la justificación o 
no del enunciado. 
El profesor Taruffo pone como ejemplo las actuaciones del abogado, pues este 
recurre a la prueba con la finalidad de persuadir al juez para que este acepte la 
solución más favorable para su cliente, sin tener el interés por que la decisión 
este fundada en la verdad de los hechos. El letrado visualiza el proceso como una 
competición, por ello el punto de vista de este no puede ser el único que explique 
la función de la prueba, en consecuencia el juez tiene la obligación de tomar una 
adecuación justa cimentada en la reconstrucción en toda la realidad de eventos y 
sucesos. 
Por otra parte, si se tiene que el fin del proceso es llegar a una resolución justa, 
se tendría que verificar la verdad de los hechos, de tal manera que el proceso 
busca la verdad de los hechos como condición principal de la justicia. Esta figura 
es denominada por el profesor Taruffo como la función epistémica de la prueba, 
esto quiere decir que la prueba es el instrumento por el cual el juez va descubrir la 
verdad sobre los hechos. La prueba en si es un grupo de información por la cual 
el juez va conocer los hechos y va realizar una reconstrucción cierta de los 
hechos. 
De lo antes mencionado, podemos decir que, existe una relación entre prueba y 
verdad de los hechos, ya que la prueba es un instrumento, que las partes 
disponen y que es el juez quien decide si las considera o no como verdaderas, 
bajo el criterio de una aproximación a la realidad de los hechos. En este sentido, 
existe un cuestionamiento sobre el derecho a la prueba entre las parte, es decir, 
el reparto del poder presentar pruebas entre el juez y las partes; ya que las partes 
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tienen la disposición de proponer pruebas que se encuentren a su disposición, lo 
que deduce que solo las partes tienen este derecho; esto impediría al juez la 
imposición de aceptar pruebas no propuestas dentro del proceso, lo cual limitaría 
el derecho a la prueba.   
 
3. PRINCIPIO DEL DEBIDO PROCESO 
El proceso cuando esta llevado de forma correcta, se convierte en la capacidad 
fundamental que reconoce la constitución. Esta capacidad y derecho se manifiesta 
atreves de la credibilidad y certeza que el estado nos brinda para una solución de 
conflictos justa, ecuánime y reciproco en el desarrollo de una proceso judicial , dentro 
del debido proceso esta lo que llamamos el derecho a ser oído ,  acceder a una 
defensa , poder presentar medios probatorios , que haya un magistrado , que exista 
una resolución de sentencia debidamente fundamentada y argumentada tanto en la 
primera y segunda instancia tener un abogado,. Simultáneamente el concepto de 
acceder a un debido proceso se da con diferentes tipos de garantías como son la 
material y la formal , ambas estas direccionadas a conseguir una reciprocidad entre un 
individuo con el estado al realizar su pretensión e iniciar un proceso judicial .. Quiroga 
León, lo define: (Aragoneses & Guasp) ‘’Por medio del principio del debido proceso se 
puede utilizar diferentes herramientas y actos que nos darán como resultado la 
solución del conflicto” (QUIROGA, 2003). Ciertamente el derecho constitucional del 
debido y acceder a un correcto proceso, actualmente y y tienen que ser en el fututo la 
certeza que estado nos da en cuanto a todo acto jurídico que se realice frente al 
magistrado con el fin de que este solucione un conflicto de manera imparcial, por tanto 
es de suma urgencia que el procedimiento se utilice como un ayuda por los 
magistrados e individuos que imparten justica logren el objetivo esperado por el 
pretensor.  Ticona Postigo dice: que el derecho al debido y correcto proceso también 
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se considere como la capacidad de todo individuo que este como parte de un proceso, 
a defensor y mostrar su contestación o contradicción sostiene: entonces es un 
derecho constitucional que abarca a todos los individuos para recurrir al estado y este 
le provea de un resultado ecuánime , reciproco e imparcial , ante un magistrado , 
debido a que el órgano jurisdiccional no solo prestara el ejercicio de demandar y 
contradecir , sino además de ello debe impulsarla prestando seguridad con garantías 
que se resolverán en una resolución debidamente motivada y justa . 
Entonces es el derecho más importante no por ser un derecho que la constitución 
reglamenta , además de ello este derecho contiene un carácter humanístico de 
ingresar a un sistema justo y legal, el derecho constitucional tienen mayor importancia 
y prevalecen sobre cualquier otro derecho incluido en otro reglamento  que se refieren  
a la sociedad , las relaciones interpersonales del individuo; los derechos plasmados en 
la constitución tiene la característica de aparecer en todos los reglamentos nacionales 
y supranacionales , porque hablan de la persona y su dignidad , que a su vez la 
palabra dignidad con lleva a la razón del ser humano su sin y su límite. Entonces o 
habiendo revisado estos conceptos del significado de derecho constitucional, vemos a 
su vez el derecho acceder a un proceso justo que trata de asegurar que todos los 
derechos reglamentados por la constitución, los fundamentales no sean vulnerados y 
cumplan con su función de ejercer un debido proceso justo e imparcial. (Carnelutti f. ) 
La relevancia del derecho acceder a un proceso justo a su vez lleva consigo el 
proteger la tutela jurisdicción efectiva es así que se cumple lo antes dicho al proteger 
un derecho fundamental se está asegurando el cumplimiento de otros derechos que 
están regulados por la constitución. El español Iaqui Esparza es uno de los seguidores 
de la naturaleza del debido proceso como principio. Así formula una proposición tan 
novedosa en España como atrayente (Gómez). El derecho acceder a un proceso justo 
es uno de los derechos más importantes y relevantes de toda la, derecho que tiene 
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como único fin poner restricciones totales a cualquier intento de vulneración de este 
derecho. 
Los individuos que comparten la percepción de que el derecho a un proceso justo es 
un principio general , afirman que este derecho tienen  una aplicación jurídica que 
conlleva a todo un reglamento judicial que tienen un fin común el asegurar y proteger 
a la sociedad con este principio. (Bustamante).Es necesario precisar que este principio 
tiene elementos fundamentales que tienen un rol importantísimo en el cumplimento del 
derecho al debido proceso, estos elementos que colaboran en su contenido, son el 
principio de publicidad, de cosa juzgada, de contradicción de obligatoriedad, en 
consecuencia podemos observar que este derecho acceder a un proceso justo con 
lleva y tienen elementos y requisitos para su cumplimiento  (Esparza). Para el análisis 
del debido proceso debemos poner en vinculación este principio con los demás 
principios antes mencionados para poder tener un concepto claro y preciso de que es 
acceder aún proceso justo y parcial  (Esparza). 
Sin embargo el acceso a un proceso justo, debe ser considerado para la aplicación, 
creación y modificación de todo reglamento o norma judicial, con el objetivo de cumplir 
con el propósito y las funciones del debido proceso, considerando la relevancia que 
tienen el contexto jurídico, además de ello Bustamante expresa que la naturaleza 
propia del debido proceso perdería efecto si no se considera como un principio 
constitucional y fundamental  (Bustamante). 
Por otro lado el concepto que tienen como definición el derecho a acceder a un 
proceso justo, como una garantía que da la constitución con un sentido jurídico, se 
manifiesta a raíz de la conclusión de que las garantías son herramientas de carácter 
seguro y efectivo de las acciones. Sin embargo no se puede pensar que es igual una 
garantía de la constitución con las garantías particulares, porque las garantías que la 
constitución contiene tienen una función mediadora para no vulnerar ningún derecho 
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fundamental ni vulnerar ningún derecho regulado por la constitución, en cambio las 
garantías particulares solo obedece a fines individuales.  
Un aspecto importante del derecho al acceso a un proceso justo es utilizarlo en 
concepto de un derecho fundamental con una calidad reglamentada en la constitución, 
que va tener implicancias en todo el contexto judicial y en toda la población en general 
que acceda a el estado para la solución de un conflicto. En efecto las consecuencias 
generadas de la utilización de este derecho serán parte todos los actos y situaciones 
judiciales. (Bernardis) Así se aplicaría el derecho al acceso a un proceso justo como 
derecho fundamental. (Quiroga). Estos conceptos distintos y relevantes propuestos 
por diferentes juristas tienen como objetivo dar alcances de un debido proceso con 
justicia para el cumplimiento del fin de todo proceso, que es solucionar el conflicto. 
En otro sentido el derecho a un proceso justo no solo es adquirir el nombre de 
derecho fundamental , muy por el contrario este derecho tiende a ser más exigente en 
sus implicancias pues se rige por un reglamento normativo que tiene mayor realce 
jerárquico ante cualquier reglamento o norma promulgada , este derecho al debido 
proceso es trascendental en todos los sentidos  porque el contenido depende de otros 
principios que hace que este principio tenga mayor realce y valor constitucional en 
cualquier proceso legal donde el objetivo es no vulnerar ningún derecho  fundamental 
de ningún individuo . 
Es importante dar a conocer que así los principios no necesiten una aceptación en una 
línea que tenga como resultado la positividad, para desarrollarse y causar los efectos 
necesarios, en ese sentido este principio no requiere de una aceptación positiva para 
que pueda efectuarse porque tiene un carácter fundamental y constitucional. Según 
los conceptos De Bernardis y Bustamante, podemos definir que todas las 
consecuencias del derecho a acceder a un proceso justo tal como lo estipula la 
constitución es importante porque: 
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Primeramente da acceso a definir en su totalidad el ejercicio de los diferentes casos 
que se presenten, frente a cualquier individuo o autoridad, teniendo como base que es 
un derecho fundamental y tienen como objetivo ser imparcial y llegar a obtener el 
mayor grado de justicia y credibilidad. También veremos que este derecho sirve 
también como guía para adecuarse a un ámbito correcto jurisdiccional. 
Como tercer punto veremos que es relevante especificar que el derecho acceder a un 
proceso justo con lleva al magistrado a tomar diferente actos de garantía para evitar 
que haya una vulneración a afectación directa a este derecho. Bustamante 
(Bustamante)define al debido proceso como: 
1º Acceso a responder mediante una contradicción propuesta por la otra parte, que 
requiere de un plazo necesario para poder interponerla según lo establecido.  
2º Acceso a que todos los actuados deban ser informados de manera pública. 
3º Las resoluciones deberán estar correctamente argumentadas, no existiendo 
discrepancia en las pretensiones, o no habiendo congruencia en la decisión. 
4º Acceso a un abogado defensor, que conozca completamente del caso y de la 
materia  
5º Acceso a la información, sin objeciones, dando a conocer los hechos formulados en 
la demanda con un lenguaje que domine la otra parte. 
6º En el caso que no se esté de acuerdo con una resolución se puede impugnar en el 
debido plazo. 
7º El acceso a presentar las pruebas y medios probatorios correspondiente al caso en 
específico, a su vez se requiere que estas pruebas sean valoradas s, sean ofrecidas, 
sean actuadas, y que cumplan con su fin que es causar convicción en el magistrado al 
momento de motivar su resolución, que valoren de manera correcta todos los medios 
probatorios que se ofrecieron en la audiencia  
66  
8º Acceso a una ejecución de sentencia o decisión que haya sido plasmada a través 
de un proceso judicial, donde se asegure el cumplimiento de estas como por ejemplo 
las medidas conminatorias o medidas acautelares  
9º Derecho a que las resoluciones sean impulsadas y proveídas bajo el plazo de la 
ley, sin dejar de motivar o impulsar con fines propios exceptuando casos de carga. 
10º Derecho a que el proceso tenga un fin justo, creíble, seguro y reciproco. 
 
 
4. PRINCIPIO DE TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA 
El principio de tutela jurisdiccional efectiva es la capacidad de todo individuo, tanto 
particular como una persona jurídica, para solicitar al gobierno que efectivice su 
jurisdicción, el gobierno da la potestad de ejercer a todo individuo su función jurídica, 
ante las intenciones plasmadas en la demanda.  (Ortells) 
Este acceso que la constitución menciona actúa en diferente sentidos: previo al 
proceso y mientras el proceso de desarrolle. El acceso a la tutela jurisdiccionales 
previa al proceso se da cuando cualquier individuo desea que el gobierno de alcances 
a la comunidad de los requisitos prácticos y legítimos, factores que tienen mucha 
relevancia al momento de decidir en un procedimiento legal con resultados óptimos , 
como son , un estado capaz de resolver un proceso eliminando la incertidumbre 
jurídica , en vinculación con el propósito de el objetivo del proceso; el factor de 
incentivar la creación de leyes o normas que ayuden al aseguramiento de tener un 
proceso imparcial . (Morello) 
En el lineamiento de lo que expresa la constitución, la tutela no se va a basar solo en 
que un individuo pueda acceder a un órgano jurisdiccional, sino además den ello va 
asegurar acredita que dentro de este proceso haya debida motivación en las 
resoluciones o sentencia que emita el juez. 
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Por otro lado Marianella Ledesma, indica que la tutela de jurisdicción efectiva va 
asegurar que jamás el estado o el gobierno diga que no ante un llamado a su función. 
explicando que el hecho de declarar inadmisible una demanda no significa que se una 
negación si no que muy por el contrario se está dando la oportunidad de subsanar y 
cumplir con ciertos requisitos que exige la ley , sin embargo si se podría ver restringido 
en el sentido de que exista otro derecho fundamental como es el de la libertad , dos 
derechos que no son compatibles entonces deberá primar el de la libertad solo en ese 
supuesto se tendrá que valorar todos los aspectos para tomar una decisión . 
Vemos la posición en el  acceso de todo individuo a la justicia no solo es que esta 
justicia declarara admisible toda demanda o pretensión que el interesado o 
demandante formule , si no muy por el contrario como se explicó en líneas anteriores , 
el estado está en la obligación de analizar , revisar que esta pretensión cumpla con 
todos los requisitos de legitimidad y procedencia , así pues la respuesta positiva no 
está garantizada  por medio de la presentación de una demanda , si no que da la 
facultad al estado de revisar y analizar adecuadamente esta demanda sea cual sea el 
pronunciamiento. (Chamorro) 
En resumen la tutela jurisdiccional efectiva, no tienen un sentido de aprobación a toda 
acción legal que se presente a ante este órgano, sino más bien tienen la obligación de 
hacer un análisis exhaustivo de los requisitos de forma y de fondo que se pretenden 
en el petitorio  
 
4.1. Contenido De La Tutela Jurisdiccional Efectiva 
Los textos de España refieren que este derecho posee un compilado de ideas 
complejos, pero se basó en dos elementos uno, es que al acceder a la justicia 
que imparte el gobierno se asegura una resolución debidamente motivada y 
coherente en todos los sentidos, y la otra es que estas resoluciones se efectúen  
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en el plazo y día correspondiente  , enfocando estos resultados a la imparcialidad 
y justicia “. 
“Se entiende por tutela procesal efectiva aquella situación jurídica de una persona 
en la que se respetan, de modo enunciativo, sus derechos de libre acceso al 
órgano jurisdiccional, a probar, derecho de defensa, al contradicción  
e igualdad sustancial en el proceso, a no ser desviado de la jurisdicción 
predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de los previstos por la ley, 
a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios 
impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la 
actuación adecuada y temporalmente oportuna de las resoluciones legales y a la 
observancia del principio de legalidad procesal ”. (Figueruelo) 
Entonces básicamente la esencia de la tutela jurisdiccional efectiva se resume en 
dos aspectos uno, el tener acceso a la justicia, y el otro que la resolución de 
sentencia esté debidamente motivada y por tanto efectivizada. 
Un requisito esencial del acceder a una sentencia debidamente fundada y motiva 
en el derecho es el principio contenido en el apartado 5 de 139 de nuestra 
constitución, Juan Monroy Galvez se pronuncia diciendo que : tiempo atrás los 
magistrado no eran obligados a argumentar sus resoluciones , esto significa que 
tomaban una decisión en base a sus criterios de intuición de lo que para ellos era 
lo real , pero ahora con la evolución el reglamento exige al magistrado tomar una 
decisión en base a medios probatorios y esta decisión debe ser justificada y 
argumentada , debidamente en su sentencia (Presno) 
En el momento que el magistrado pronuncia su resolución es importante que 
ambas partes sepan cual ha sido el procedimiento de su decisión tanto de la 
decisión mental como la decisión basada en pruebas que han llevado a concluir 
esa respuesta , por eso que el tribunal constitucional expresa en la constitución 
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que toda resolución debe ser detallada y racional , pues es un derecho que tienen 
todos los individuos de que la sentencia esté debidamente argumentada con el 
objetivo de crear convicción no solo a las partes si no al público en general ya que 
todo proceso tiene que ser público para mayor garantía y credibilidad”. 
El acceso a que las sentencias y resoluciones sean debidamente ejecutadas está 
reconocido por el apartado 3 del art. 139 de la constitución, donde expresa que 
cada resolución de sentencia de efectuarse en el plazo correspondiente con el 
objetivo de asegurar y garantizar que la resolución y sentencia sea debidamente 
motivada.  
Sistematizando podemos decir que el acceso a la tutela jurisdicción cumple dos 
con elementos uno es accionar y el otro es contradecir, el primero es la capacidad 
jurídica de todo individuo de presentar un recurso o acción legal ante el estado 
con la finalidad de que este pueda analizar su pretensión en una demanda, y el 
segundo trata específicamente de contradecir o defender los supuestos o hechos 
que se le alegan o presentan en un proceso judicial. (Gozaíni, pág. 230) 
La importancia del derecho de contradicción se halla en dos aspectos: primero, en 
la necesidad de que el demandado sea notificado válidamente de todo lo que 
ocurre en el proceso; segundo, en la necesidad de que el emplazado tenga el 
derecho de presentar alegatos y medios probatorios que sustenten su posición. 
Por ende, una vez iniciado el proceso y ejercitado el derecho de contradicción por 
el demandado genera otro derecho aún más amplio, se trata del derecho de 
defensa. 
Éste derecho que surge como consecuencia del ejercicio del derecho de 
contradicción no sólo garantiza al demandado poder ser oído, poder probar, poder 
impugnar, sino a todos los partícipes del proceso, incluyéndose al demandante. 
“La vigencia del derecho a la defensa asegura a las partes la posibilidad de 
70  
sostener argumentalmente sus respectivas pretensiones y rebatir los 
fundamentos que la parte contraria haya podido formular en apoyo de las suyas“. 
Es así que se justifica la naturaleza constitucional de éste derecho. (Bacre) 
A través de la presente investigación se sugiere reformar el apartado  831 
apartado 2 del C. P .C. a fin de incluir como nuevos requisitos: la prueba de ADN 
o en su defecto la Manifestación Legal tenga efectos también solo en función de  
casos de hijos matrimoniales, en relación a que el objetivo del proceso no es solo 
llegar a solucionar un conflicto si no la búsqueda de la verdad, una verdad que no 
afecte ni vulnere los derechos sucesorios de quien los pretende, teniendo en 
cuenta las teorías antes mencionadas, en la que el fin del proceso no es ejecutar 
la ley sino lo justicia, por eso la prueba tiene una naturaleza epistemológica y no 





















POSTURA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
La prueba viene a ser el medio que permite que el Juzgador este convencido sobre el 
realismo o revestimiento de los acontecimientos alegados por las partes en favor de sus 
pretensiones, por ámbito de un método que está sustentado en presunciones. Es así que 
gracias al desarrollo tenemos avances tecnológicos que colaboran con la exploración de 
la verdad para solucionar un conflicto y más aun con la afirmación de la prueba de ADN, 
la cual está registrada y agregada a nuestra justicia.  
Por consiguiente, la evidencia debe ponerse en los casos en que un usuario no cuente 
con un documento que acredite su nacimiento y necesite comprobar su relación para 
demandar que se le reconozca su derecho de poder acceder a su legado. En ese orden 
de ideas, el ADN puede ser manejado en aquellos casos en que no existan otras nociones 
que prueben la relación parental, tal como puede darse en un proceso de Sucesión 
Intestada, no solo con la finalidad de solucionar un conflicto, sino también poder acercarse 
a la verdad de los hechos ocurridos en él. 
 
1. EL ADN COMO SOLUCIÓN  
Este se halla en el centro de cada una de las células; considerada la estructural más 
pequeña y útil de todo ser vivo; en el azar de un ser humano, todos sus elementos 
nacen del cigoto, que surge a partir de la unión dos elementos biológicos. De este 
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grupo se obtiene la novedad genética de cada ser, estos dos componentes aportan la 
fracción de su novedad genética al nuevo ser; esto indica que, esta información 
genética es transmitida a cada uno de los elementos que se desarrollan en el flamante 
ser, formándose todo el individuo con parte de los mismos elementos  (Flores & 
Silguera, pág. 158). 
Por otro lado, la fracción del ADN recoge el tipo de sangre o proteína, el cual se 
denomina gen. Cada elemento está compuesto de 60,000 genes y con diversos 
perfiles genéticos. Al grupo o conjunto de genes se le denomina genotipo, este se 
divide en dos y se llaman haplotipos, sin embargo, al tener una herencia doble, no 
todas las indicaciones de los genes serán visibles, es decir, que como resultado se 
dará la combinación de ambos elementos y se llamara fenotipo, la cual se verá 
reflejada en el nuevo individuo y esta seña de perfiles de tipo anatómico, bioquímico o 
práctico del gen, permitirá que se pueda distinguir a cada ser. 
Los genes pronuncian los perfiles de 3 formas, como absolutos, recesivos y 
condominantes. Los dos últimos son importantes en las pruebas científicas ya que los 
datos personales se obtienen de ellos, al ser contribuidos por los padres y son genes 
específicos al ser heredados a su vez por sus ascendientes. En el uso exclusivo del 
examen de ADN, la clase de perfiles está agrupada más o menos en 3,000 millones 
de pares de ADN –monomórficos-, que son idénticos entre las personas, al ser 
características comunes entre todos los seres humanos; el sobrante del ADN que 
viene a ser más o menos 3 ,000 000 de pares principales -polimórficos-, son 
realmente diferentes entre los individuos.  
De lo antes mencionado llegamos a dos cuestiones: la primera, su contenido de este 
componente ayuda a individualizar a las personas con gran precisión mediante una 
cadena compuesta por bloques químicos de cuya unión permite determinar la huella 
dactilar de cada individuo. La segunda es la manera como se comprueba la relación 
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filial, diagnosticado a través de la comparación con los ascendientes y descendientes 
conforme la ley mendeliana en relación a la herencia, logrando del mismo dos 
resultados: si de este examen se obtiene una apariencia de un 95% a 97.9%, como 
resultado se tendrá que el nexo filial no es contundente; mientras que si la 
probabilidad alcanzara un 98% a mas, esta se considerará irrefutable. Por otro lado, 
este tipo de exámenes para tener valor legal, está limitado a tres pasos, como: 
recolección y preservación de la muestra; que método se va emplear para su estudio; 
y por ultimo como se interpreta estos resultados. Es así que para los conflictos de 
filiación, las muestras entregadas a los peritos suelen ser de sangre o hisopados 
bucales. 
El objetivo para estas dos variedades de muestras es la conservación de miles de 
células donde encontramos la cantidad exacta de ADN, para la investigación de una 
relación de parentesco, o los datos personales de una persona. Ambos aspectos van 
relacionados con los laboratorios y los profesionales competentes que realizan este 
tipo de exámenes. Por lo que en temas judiciales es necesaria la evaluación de ambas 
cuestiones, bajo una debida actuación de los jueces en esta materia donde se maneja 
una prueba científica. Hoy en día este tipo de prueba es el más seguro y sencillo para 
determinar una relación filial, siendo esta una forma de absolver una incertidumbre en 
relación al parentesco, por consiguiente, sería razonable que este examen pueda ser 
usado para corroborar la existencia o no de un vínculo entre un posible heredero y un 




1.1. Un Acercamiento a la Verdad por medio del ADN 
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Partiendo de la sucesión, como bien lo mencionamos en el capítulo primero, se 
entiende esta como una acción de heredar todo o parte de un total –patrimonio- 
de una persona muerta, esta acción tiene dos modalidades: por medio de un 
documento –testamento- o por una sucesión intestada, siendo esta última nuestro 
tema de estudio; esta modalidad tiene dos vías, una judicial y otra notarial, para 
acceder a ello ambas tienen como requisito principal probar el vínculo con el 
causante, ya sea con el acta de nacimiento o con una declaración del juez por 
tratarse de hijo extramatrimonial, a fin de ser declarado o reconocido como 
heredero  de quien ha fallecido. (Egúsquiza) 
Por otro lado Se tiene como antecedente que las actas de nacimiento solo fueron 
emitidas a partir de 1936, pero antes de ese año se manejaba lo que son las 
partidas de bautizo emitidas por las parroquias, lo cual indicaría que existen 
personas que no tienen acta de nacimiento y que a la vez, si no fueron 
bautizadas, tampoco contarían con una partida de bautizo; agotado este requisito, 
se evaluaría la posibilidad de una declaración judicial, pero según el C.P.C. art. 
831, apartado 2 indica que esta declaración judicial es para hijos 
extramatrimoniales; siendo así, qué ocurriría con los hijos matrimoniales nacidos 
antes de 1936, que no están bautizados; tendrían que estar sometidos a una 
“declaración judicial” a pesar de que al nacer dentro del matrimonio ya existe la 
presunción de ser hijos del padre y madre dentro del vínculo familiar, pero no 
existe documentación que acredite esta presunción, por lo que la única alternativa 
seria una prueba de ADN, que si bien es cierto el código no lo expresa 
directamente, pero tampoco lo prohíbe; porque, este tipo de prueba científica es 
comúnmente usada en los procesos de filiación, en vista que tiene un grado 
elevado de certeza y es irrefutable (Hinostroza). 
 
75  
1.2. El Debido Proceso en la Valoración de la Prueba  
Cuando se obtiene una prueba, su validez está sujeta al principio del debido 
proceso; se llama validez formal a aquella que tiene los parámetros de los 
organismos y a su vez aquellos formalismos de período, territorio y manera, que 
se siguen para los actos probatorios y su valides física, que se atañe con la 
aprobación del contenido para un fallo legal en ámbito probatorio con contenido 
constitucional; básicamente nos referimos a la decisión del juez utilizando los 
principios de proporcionalidad y racionalidad en su argumentación, como una 
condicional de que su decisión es legítima. Por lo que el juicio se entiende en 
sentido prudente y esencial. 
El razonamiento que diferencia a los dos sentidos, es que en el formal se maneja 
los condicionamientos para la validez legal y constitucional para manejar los actos 
probatorios como lo son: la admisión, la práctica y la valoración dentro de un 
juicio. En cambio, en el sentido fundamental se basa más en que la limitación de 
derechos esenciales, que se da dentro y fuera de un proceso, esperando que 
cumpla con los presupuestos constitucionales de validez. Es importante que las 
partes exijan que la prueba tenga relación con el beneficio material y que a su vez 
el juez pueda establecer si demuestra o no la capacidad. Por otro lado, la parte 
afectada puede invocar la exclusión ya que es un mecanismo procesal, que actúa 
cuando no cumple con los presupuestos de validez. Existe irregularidad 
probatoria cuando hay ausencia de un requisito que debe cumplir la prueba 
dentro del proceso y puede convalidarse, a excepción de que se observen fallas 
en la estructural con relación al derecho de defensa usado en el proceso.  
El debido proceso también se transgrede al momento de tomar la decisión con 
falta de pruebas para establecer la verdad procesal. Para el caso de aquellas 
pruebas que son adquiridas como resultado de la lesión de un derecho, esta debe 
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examinarse para que cumpla con los presupuestos fundamentales. Dentro de 
estos existen dos tipos: formales en relación al juicio de proporcionalidad y 
materiales en relación a la prueba mínima, la cual se da al momento de la 
obtención de la prueba. Así se puede observar que, en un proceso de sucesión 
intestada, en cuyo caso no pueda presentarse el documento que prueba el 
vínculo parental –acta de nacimiento- por inexistencia, el debido proceso será 
transgredido al momento que el juez realice su fallo con falta de pruebas para 
saber la verdad, lo cual ocasionaría la lesión a un derecho por incumplimiento de 
los presupuestos procesales, pudiéndose buscar un medio alternativo como es el 
ADN, a fin de establecer la verdad y a su vez cumplir con los presupuestos 
conforme lo establece la Ley (Deivis Echandia). 
 
2. LA UTILIDAD DE LA PRUEBA EN EL PROCESO 
Las partes en el proceso tienen derecho de declarar oportunamente las afirmaciones y 
puedan darse a conocer mediante argumentación racional, con relación a la prueba en 
el proceso. Se debe precisar que esta valoración de la prueba se alcanza a efectuar 
en varios sucesos diferentes interna y exteriormente en el proceso. (Hinostroza, La 
Prueba en el proceso civil) 
En asignatura legal penal se sujetan diversas decisiones de apariencia de lo que es la 
verdad, tanto dentro y fuera del proceso. Para estos casos se requiere de la mayor 
aproximación a la verdad probatoria para decidir sobre restricciones sustantivas, para 
las medidas de aseguramiento y, para la prueba mínima de aceptación de cargos 
dentro de una sentencia condenatoria. 
Todas aquellas decisiones que estén relacionadas con estos eventos tienen de 
condición la validez material de fundamentos probatorios. Incluso, en materia civil, así 
la normativa no lo diga, se pretende una realidad sustancial. El derecho a probar para 
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la Corte Constitucional, no es la certeza de haber sido decretada, se tiene que 
practicar y evaluar la importancia del conjunto probatorio, para probar la disposición 
que adopte el juez.” (Carnelutti). 
La vía de hecho puede apoyarse, en el desconocimiento totalitario de las pruebas, en 
la transgresión del debido proceso, en la incoherencia entre lo demostrado y lo 
concluido por el juzgador, o en la ignorancia del derecho y en las conclusiones del 
juzgador. Un instrumento fundamental de la diligencia jurisdiccional es la racionalidad 
que está relacionada con la relación lógica y el vínculo interno, creándose un prodigio 
organizado donde se enuncia la razón y la medida como pauta a cada acto humano, 
es sin lugar a duda la esencia racional del ser humano. Por consiguiente es un 
elemento esencial en la jurisdicción, porque al no encontrarse esta, se daría una 
desnaturalización del acto y es ahí donde aparece un camino del hecho o evento 
material. En factor de apreciación de pruebas, la lógica supone diversos criterios, que 
se presentan cuando el juez ignora sin razón alguna valorar la prueba y no dar por 
demostrado un hecho. 
Así, las partes no únicamente tienen el derecho que la prueba sea valorada por el 
juez, además esta valoración tiene que ser de manera lógica; entendiéndose que las 
inferencias que realice de la prueba sean viables desde un aspecto conocedor. Debe 
hallarse el vínculo entre lo demostrado y lo determinado por el juzgador, de esta forma 
el derecho a la prueba involucra la exigencia de las partes hacia el juez sobre el 
contenido de la valoración que este hace. Por lo tanto, la valoración consistiría en 
aquella evaluación que tiene el juez, a fin de determinar las afirmaciones que fueron 
introducidas mediante los medios de prueba al proceso. (Flores & Silguera).  
La existencia de una irracionalidad en la valoración, atentara directamente con el 
proceso debido y el derecho a defenderse. Irracionalidad emerge del imperio de la ley, 
el cual proporciona sentido a la libertad de la justicia contra los demás organismos del 
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Estado y del resto de expansiones nacionales del poder. Así, este derecho de acceder 
a la justicia contiene como principal garantía la decisión judicial basada en un mandato 
del legislador y no del juzgador. Siguiendo esta línea, la prueba para cada proceso 
tiene que tener una estrecha relación con lo que se busca probar; en los procesos de 
sucesión intestada según el artículo 831 apartado 2 del C.P.C., establece que se 
pruebe el vínculo parental a través de una partida de nacimiento o de una declaración 
judicial si es el caso de hijo extramatrimonial; con el solo hecho de presentar este 
documento, no garantiza que este cumpla con su finalidad, en vista que, existen 
deficiencias en la redacción y emisión de este tipo de documentos, las cuales crearían 
graves consecuencias, mas halla de cumplir con el rol de probar, se vería vulnerado el 
derecho de suceder y posiblemente crearían un conflicto mayor, lo cual generaría que 
este proceso se extienda y no solo eso, sino también generaría otro proceso para la 
corrección del documento presentado como medio probatorio, lo cual iría en contra de 
los presupuestos procesales y de todo el ordenamiento jurídico; lo cual probaría que el 
acta de nacimiento no cumple como un requisito idóneo para estos procesos 
(Hinostroza, La Prueba en el proceso civil). 
 
 
2.1. La Verdad dentro del Proceso 
La realidad procesal es la disposición del juzgador respecto a los testimonios de 
los acontecimientos que indican las partes a partir de explicaciones de evidencia 
fundados en la prueba alcanzada con justicia en el proceso, y al no satisfacer un 
grado de convicción, será declarada bajo respectiva regla la prueba que señala la 
ley según el proceso. (Fernandino) 
 
2.2. Noción de la Verdad  
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Según este estándar, la verdad se satisface bajo el entendimiento del juzgador en 
base a las pruebas que existen en el enjuiciamiento. Cuando el juzgador expone 
un hecho como verdad, este está aceptando una de las suposiciones 
argumentadas por una de las partes en relación a los sucesos aludiendo que 
existe una convicción proveniente de las pruebas, lo cual indicaría que el juzgador 
encontró una debida justificación en relación a los argumentos sustentados en 
pruebas y que tienen mayor explicación de los hechos examinados en forma 
conjunta. 
Por tanto, la veracidad no constituye algo que esté previamente entregado por 
alguien, ni tampoco es la percepción mecánica de lago que existió en algún lugar 
de la realidad ni es un producto de la aprobación. La realidad de la cual se parte 
en un orden jurídico, será determinada por la justicia que se concede y dependerá 
del modelo constitucional de justicia que manejamos en nuestro ordenamiento 
jurídico. Por lo tanto, la expresión que utilice el juzgador para fundar gestiones o 
deberes o hasta derechos va depender principalmente de la aplicación de las 
garantías procesales y de forma particular en la prueba.  
De lo antes mencionado, se visualiza que existen dos clases de verdades en el 
ámbito judicial, una que se desglosa de nuestra Constitución de forma empírica y 
que se funda bajo la capacidad del juzgador mediante la prueba; y otra arbitraria 
que se establece de la forma derivado de la calidad moral de una persona. Esta 
última se encuentra en la conciencia del juzgador o en sus preferencias, esta es 
una verdad propia y se caracteriza por las preferencias que tiene una persona y 
por lo mismo es inconvertible. (Deivis Echandia) 
Por su parte, el presente modelo nos admite tener una objeción en base a su 
carácter por ser susceptible de falsedad.  En esta época la mayor manifestación 
de la verdad se encuentra más usual en la técnica legislativa, en la cual existen 
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presunciones de hecho que no son idóneos de prueba, por lo tanto, los 
juzgamientos no versan únicamente sobre los actos,  asimismo sobre las 
relaciones de las partes, que serán sometidas al arbitrio de un juez. Es en estos 
casos el juzgador no aplicara la ley pero si sus propias valoraciones, lo cual 
vuelve insulso el derecho a probar. 
La verdad legal es subjetiva, sensata y coherente. Se dice que es subjetiva 
porque se atiende bajo la capacidad del juzgador. Por consiguiente, esta realidad 
sobre los actos se formara en base al sujeto, específicamente, a la posibilidad de 
que las personas puedan persuadir al juez sobre el beneficio perseguido y la 
decisión que tome el juez resultara netamente subjetivo, lo cual no significara una 
actividad arbitraria o de poder, en vista que esta legitimidad se encuentra en 
relación directa con la racionalidad de la misma; una fijación de la realidad a partir 
de pruebas siguiendo el raciocinio inductivo y los elementos como la lógica, 
experiencia y las garantías procesales. (Hinostroza, La Prueba en el Proceso Civil 
2ª Edicion) 
Igualmente, la realidad procesal es sensata y coherente al obtenerse de reglas 
precisas y regirse a un hecho o circunstancia pertinente. Esta verdad está 
condicionada a los procedimientos y garantías que se encuentran dentro de los 
procesos; no se logra por investigaciones ajenas al objetivo del proceso.  
Esta realidad se sujeta en su capacidad en 4 puntos: 1) al tema en particular de 
cada juicio; 2) confirmar en base a las pruebas conseguidas con los métodos 
preestablecidos; 3) es una realidad posible, discutible y 4) por ausencia de prueba 
se emplea la carga pertinente según la clase del proceso que se trate. 
La única verdad posible para los juicios es aquella que está restringida y es 
verificable por reglas de estricto cumplimiento, esta verdad está libre de todo tipo 
de valores morales. Esta verdad máxima, se manifiesta en los procesos 
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inquisitivos modernos donde el juez no tiene límites en cuestión de adquirir 
pruebas y realizar los pasos para la recolección de las mismas.  
Existe la verdad por correspondencia y esta se rige por dos condiciones: una, por 
el lenguaje que utiliza el legislador en el momento de definir los hechos; y la otra 
depende del lenguaje utilizado en la pretensión cuando se afirman los hechos. 
Este condicionamiento del lenguaje va direccionado al uso estricto de las 
garantías constitucionales y en el caso de que no se cumplieran, este proceso no 
llegara a su fin, que es sancionar al culpable y al mismo tiempo proteger al 
inocente. Como podemos apreciar, la búsqueda de la verdad va relacionada a 
distintos puntos de vista, pero lo principal, es que siempre se pretende encontrar 
esta verdad ya sea en diversos modos o en diferentes circunstancias; puesto que 
siguiendo este camino de la verdad se podrá distinguir entre las partes a un 
culpable y un inocente; restableciendo el orden y la tranquilidad ante el conflicto 
ocasionado. 
La importancia de acoger una verdad va relacionada directamente a la 
administración de la justicia dentro de cada proceso, mas haya de ganar o perder 
se va en busca de una manifestación de verdad de los actos y adicionalmente 
una apropiada exégesis de la norma, se exige que exista un vínculo de relación 
entre la determinación legal y la verdad de la decisión. A su vez, se sabe que es 
imposible la existencia de una verdad absoluta que esté libre de toda duda; por 
otro lado, nuestra jurisdicción sin la existencia de una verdad sería un sistema 
arbitrario en su totalidad, es por ello que se maneja una verdad relativa que 
tomara fuerza cuando se ofrezca una base tan sólida que ayude a fundar una 
decisión; visto desde otro punto, si existiría una verdad absoluta ya no sería 
necesario manejar un proceso; por lo que al aceptar esta verdad procesal 
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conllevaría al hecho de que para llegar a ella se manejaran inferencias y premisas 
lógicas para que finalmente esta sea demostrada. 
Asimismo, el juez con valorar la prueba solo podrá llegar al grado de una certeza 
subjetiva, que viene a ser el juicio de la aprobación de una suposición que 
posiblemente sea verdad, manejándose internamente una coherencia de los 
hechos proporcionados. En estos casos la hipótesis que prevalece supera el 
estado de la duda produciendo certeza ante el juez; de esta manera, la prueba 
hace más democrático y menos autoritario el proceso. Lo que se prueba no son 
los actos sino las estipulaciones que se proponen dentro del proceso legal.  
Ferrajoli nos dice que un enunciado será auténtico cuando está aprobado y no 
está aprobado porque sea auténtico; en el derecho para que algo sea verdadero 
tiene que estar justificado, esto para que se pueda tener mayor seguridad al 
momento de valorar la gravedad de los hechos y para saber si se realizaron o no; 
esta justificación se dará en base a una prueba para los casos en que estos 
hechos suscitados puedan ser probados, bajo los métodos o herramientas que 
permita la ley. 
Siguiendo esta línea, Ferrajoli indica que no existe prueba suficiente para una 
justificación absoluta, lo cual nos lleva a la incertidumbre de saber qué tipos de 
prueba usamos y si realmente son las más adecuadas; pues bien, como se 
mencionó anteriormente, la valoración de estas pruebas está regida por las 
garantías procesales, las cuales son empleadas por el juzgador en el instante en 
que tomara su sentencia sobre la verdad fáctica en el proceso. Teniendo en 
cuenta esto, sabemos que la prueba de ADN, ya es manejado ante los juzgados 
para los casos de filiación, lo cual hace más fácil el hecho de ser aplicado a los 




2.3. La realidad como Verdad y Prueba: Apoyo en la Teoría de Michelle Taruffo 
Después de haber analizado la verdad y luego la prueba, hallamos esta teoría 
que relaciona ambos conceptos de tal forma que podamos comprender la relación 
que existe entre ambos. Aplicamos esta teoría a nuestra investigación porque es 
la que respalda la sugerencia de solución, ante la problemática enfocada en 
relación a nuestro tema de investigación. 
Primero hablaremos de la decisión del juez, al existir justicia en el proceso no 
implica que se garantice la justicia en la decisión, porque esta se maneja bajo 
otras condiciones; desde una vista formal, se hablaría de un debido proceso 
cubriendo todas sus garantías, y desde una vista material, el juez tiene que 
determinar los hechos que correspondan a la realidad, aplicándose de forma 
correcta la norma. El primer paso para que el juez dicte resolución es haber 
determinado los hechos reales que dieron lugar al conflicto entre las partes, estas 
formulan enunciados que alegan ser ciertos; por lo tanto cuando hablamos de 
hechos no nos referimos a la existencia material, solo nos referimos a los 
enunciados que indican las partes, los cuales pueden ser verdaderos o falsos y 
solo los que serán objeto de prueba serán los hechos. Es por ello que es 
obligación del juez comprobar si dichas afirmaciones realizadas por las partes 
forman parte de la realidad, descubriendo si son verdaderas o no.  
Visto lo anterior, podemos afirmar que la verdad es importante para poder 
determinar la realidad de lo afirmado por las partes y poder ejecutar las 
consecuencias que la norma establece. Por lo que, llegamos a la conclusión de 
que la verdad es un criterio valido para una correcta aplicación de las normas 
planteadas ante cada supuesto de hecho. 
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Continuando con esta teoría, pasaremos analizar si existe o no la verdad en el 
derecho, más preciso, en el proceso, Taruffo indica que por años se ha manejado 
una cultura de la no verdad sobre todo en los procesalistas. Esta postura se 
caracteriza por creer en la posibilidad de determinar la verdad en cualquier 
ámbito, basándose en cuatro razones; la primera indica que la verdad es de 
carácter moral, lo cual conlleva a que sea un requisito de la integridad del hombre 
con las que se despliegan los vínculos entre las partes. La segunda es que la 
verdad tiene un carácter político, en vista que el centro del poder político tiene 
que ser un pacto de verdad con las personas, lo cual, refleja un creciente valor 
social de esta verdad y se constituye así un estado democrático, libre de 
mentiras. La tercera razón es que esta verdad tiene carácter epistemológico, en 
vista que el conocimiento está orientado siempre a la búsqueda de la verdad. 
Dado que el realismo permite conocer una verdad demostrable. La Cuarta razón 
indica que la verdad tiene carácter jurídico, al existir una conexión directa, en el 
sentido de que una persona tiene derechos previstos por ley, siempre que este 
tenga las condiciones que la ley considera válidas para acceder a ese derecho, 
puesto que busca la solución a controversias a través de decisiones justas, la cual 
se logra cuando se basa en hechos verdaderos. 
Pues bien, no hablamos con todo esto de la existencia de una verdad absoluta, 
sino de una verdad que tiene la opción de ser descubierta en el mundo de las 
cosas humanas, de otra manera, se podría decir que el proceso en sí no necesita 
verdades absolutas; solo es necesario verdades relativas que ofrecen una base 
razonable con la que se funda la decisión. Entonces lo que se califica como 
relativo es el conocimiento de la verdad, que está basado en razones que hacen 
probable una creencia, de modo tal que un enunciado puede variar el grado de 
confirmación de aquellos conocimientos que tenemos disponibles. Por lo tanto la 
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verdad viene a ser todo caso en que las razones justifican la decisión del juez y 
que estas a su vez derivan de los datos adquiridos en las pruebas.    
Como primera explicación tenemos que la regla que utiliza el juzgador como 
razonamiento reconoce que el hecho se haya precisado fuer a del proceso, esto 
indica en el mundo de los acontecimientos reales. El segundo argumento es que 
la idea de que la prueba sea el nexo entre el juez y loa hechos para su 
declaración. Taruffo nos muestra que existen dos confusiones, la primera es la 
distinción entre una verdad procesal o formal, que viene a ser aquella obtenida 
dentro de un proceso; otra se da entre la verdad material o real, la cual se da 
fuera del proceso. Los que defienden la primera se basa en las reglas para 
adquirir la prueba. Sin embargo, es necesario señalar que no existen varias 
especies de verdad, según donde nos encontremos, ya sea fuera o dentro del 
proceso. 
La segunda confusión, debe evitarse que la verdad de una proposición se 
asemeje a la certeza, dado que se encuentra íntimamente relacionado, lo que 
conlleva que podemos confundir la verdad con certeza, puesto que la primera es 
objetiva y depende de los hechos; mientras que la otra es un estado subjetivo 
donde se evalúa la psicología de quien habla, independientemente de la 
intensidad que tiene el sujeto para convencer. Además de la certeza, debe 
distinguirse otras figuras que pueden confundirnos como la verosimilitud y la 
probabilidad. Según Taruffo aclara que no existe coincidencia entre verdad y 
verosimilitud, porque la verosimilitud cuenta con dos significados: como 
apariencia de una verdad y otro equivalente a una probabilidad; lo que hace un 
error grave, puesto que sus conceptos son distintos. Por otro lado la similitud 
indicaría el grado de capacidad de una descripción con relación a la realidad, es 
decir, el hecho puede ser considerado verosímil, pero a la vez puede ser falso, si 
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la realidad no corresponde con lo que se narra. Pues como pueden ver, el 
concepto de probabilidad es confundido como verosimilitud, ya que este 
considera si existen razones válidas para juzgar, lo cual indicaría si es verdadero 
o falso un enunciado, provocando una limitación sobre la verdad real de un 
enunciado. 
De lo antes mencionado, podemos concluir que la idea es no hablar solo de la 
verdad en el proceso, sino también una verdad razonable, objetiva y única, la cual 
tiene sentido dentro de un proceso, porque sin la verdad los procesos no serían 
justos, visto desde este punto se estaría cumpliendo con uno de los principios, el 
cual es la legalidad. Taruffo nos habla de la verdad de los hechos en el proceso, 
el proceso tiene como objetivo resolver una controversia jurídica, 
independientemente de la decisión judicial, por esta razón no existe una 
motivación sobre los hechos y la comprobación de la verdad de los mismos, 
porque lo que importa es solo la solución del conflicto que es el fin del proceso. 
Este resultado se consideraría solo como un dispositivo de salida ante los 
problemas, pero no correspondería a un estado de derecho, en vista que es 
inspirado en otros valores como la victoria del más fuerte, la cual mostraría que el 
derecho no es fundamental ya que esto está inspirado en otras conductas y otras 
decisiones judiciales, mas no en la actuación de la legalidad que es el fin de 
fundamental de la jurisdicción. Siguiendo esta razón a los vencedores en un 
conflicto se les adjudica el derecho como recompensa por haber puesto fin a este 
conflicto. 
Por otra parte en Alemania, fruto del fenómeno de socialización del proceso civil, 
surge la justicia como una función del estado, la cual cobra importancia con el 
método que emplean para resolver las controversias, puesto que se exige una 
resolución judicial justa. Es así, que el problema principal se encuentra en la 
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búsqueda de la verdad y si esta pudiera ser la finalidad del proceso judicial. 
Encontramos dos opiniones, la primera sostiene que el fin del proceso es 
solucionar los conflictos, excluyendo la búsqueda de la verdad, que muchas 
veces es vista como obstáculo para poner fin a la controversia. Y por otro lado, 
entendemos que el fin del proceso es valerse mediante la ley para garantizar 
nuestros derechos, donde la determinación de la verdad de los hechos es 
importante, para cumplir con el fin del proceso con una decisión jurídicamente 
correcta.  
Con respecto a lo anterior, el profesor Taruffo indica que una controversia puede 
ser resuelta eficazmente, al ponerle fin entre las partes por una decisión injusta, 
mientras que si se emplea una decisión justa cabe la posibilidad de que no logre 
poner fin al conflicto. Por lo que, existiría una relación entre la solución de un 
conflicto y la búsqueda de la verdad, toda vez que se use un criterio razonable 
fundamentado en la determinación verdadera de los hechos en que se basa la 
controversia. Esta idea, estaría relacionada con la investigación científica, en 
merito a que esta va orientada a la búsqueda de la verdad, este método a veces 
es muy complicado y otras es inadecuado, pero si es un procedimiento orientado 
directamente a la búsqueda de la verdad. 
Pasaremos a analizar la verdad de los hechos y la prueba, comenzaremos por 
observar la proyección que tiene en el ámbito probatorio, la cual se manifiesta en 
las diversas concepciones de la función y naturaleza de la prueba. El profesor 
Taruffo ha identificado dos grandes conceptos sobre la prueba cerrada y abierta. 
La primera tiene una visión fragmentada de la prueba y la segunda, indica que la 
prueba está ligada a la lógica y la racionalidad.  
Por un lado, si el fin del asunto es la solución de un conflicto, entonces la decisión 
del juez será irrelevante, porque no importaría si existe relación entre los hechos y 
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la comprobación de los mismos, lo cual nos lleva a entender que la prueba viene 
a ser un medio o instrumento, mas no una disposición para lograr una convicción 
sobre la certeza del juez sobre los hechos. Esto es denominado por el profesor 
Taruffo como una función retórica de la prueba, debido a que su función principal 
no es brindar un conocimiento verdadero de un hecho, sino como un mecanismo 
de defensa, a fin de cumplir con la carga procesal. Siguiendo esta línea, la prueba 
no tendría que ver con la realidad de los hechos, por lo tanto no sería ventajoso 
para establecer la realidad o apariencia de lo manifestado, en todo caso, tendría 
como fin persuadir al juez para que crea en la justificación o no del enunciado. 
El profesor Taruffo pone como ejemplo las actuaciones del abogado, pues este 
recurre a la prueba con la finalidad de persuadir al juez para que este acepte la 
solución más favorable para su cliente, sin tener el interés por que la decisión 
este fundada en la verdad de los hechos. El letrado visualiza el proceso como una 
competición, por ello el punto de vista de este no puede ser el único que explique 
la función de la prueba, en consecuencia el juez tiene la obligación de tomar una 
sentencia justa asentada en la reconstrucción de una realidad de los actos. 
Por otra parte, si se tiene que el fin del proceso es llegar a una resolución justa, 
se tendría que verificar la verdad de los hechos, de tal manera que el proceso 
busca la verdad de los hechos como condición principal de la justicia. Esta figura 
es denominada por el profesor Taruffo como la función epistémica de la prueba, 
esto quiere decir que la prueba es el instrumento por el cual el juez va descubrir la 
verdad sobre los hechos. La prueba en si es un grupo de información por la cual 
el juez va conocer los hechos y va realizar una reconstrucción cierta de los 
hechos. 
De lo antes mencionado, podemos decir que, existe una relación entre prueba y 
verdad de los hechos, ya que la prueba es un instrumento, que las partes 
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disponen y que es el juez quien decide si las considera o no como verdaderas, 
bajo el criterio de una cercanía a la realidad de los actos. En este sentido, existe 
un cuestionamiento sobre el derecho a la prueba entre las parte, es decir, el 
reparto del poder presentar pruebas entre el juez y las partes; ya que las partes 
tienen la disposición de proponer pruebas que se encuentren a su disposición, lo 
que deduce que solo las partes tienen este derecho; esto impediría al juez la 
imposición de aceptar pruebas no propuestas dentro del proceso, lo cual limitaría 
el derecho a la prueba. Siguiendo esta línea, para los procesos de sucesión 
intestada se podría presentar una prueba de ADN, para aquellos casos en que no 
se tenga otro documento que pruebe el vínculo parental con el causante, siendo 
el juez quien decidirá si considera o no este tipo de prueba, bajo un criterio de 
cercanía con la verdad que se busca en estos procesos. 
 
3. APLICACIÓN DE LOS PRINCIPIOS PROCESALES: 
3.1. La Importancia de la Economía en los Procesos  
El principio de Economía Procesal tiene como fin impedir que las acciones 
innecesarias dilaten el proceso o procedimiento. Teniendo en cuenta que este tipo 
de situaciones, haría que el acceso a la justicia se vuelva oneroso, lo cual 
implicaría un excesivo esfuerzo para los interesados que pretenden alcanzarla. 
El principio de economía procesal, busca obtener un resultado mayor con la 
mínima actividad procesal. Por consiguiente consiste en evitar procedimientos 
innecesarios dentro del proceso, los cuales terminarían afectando de tal forma 
que se dilatara el mismo. Otros doctrinarios visualizan este principio como riqueza 
del tiempo, egreso y voluntad. Porque busca que los costos procesales no sean 
un impedimento para acceder a él y que pueda ser desarrollado con la premura 
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que merece la justicia. El precio excesivo provocaría la dilatación en la gestión de 
este juicio en vez de que se agilice, tomando en cuenta que ocurren muchas 
controversias que están sometidas a proceso para buscar su solución; es por ello 
que se examina que estas diligencias se resuelvan con el mínimo tiempo y con un 
costo pertinente en relación a cada caso. 
La economía del tiempo busca suprimir las gestiones sencillas o reiteradas, para 
disminuir la labor de los juzgadores y los auxiliares de la ley, consiste en procurar 
obtener mayores resultados empleando solo la actividad procesal en los casos 
que sean necesarios. El ahorro del tiempo está relacionado con el proceso, para 
que este no se desarrolle de forma lenta, tanto así que parezca inmóvil, ni 
tampoco de forma acelerada porque esto implicaría suprimir formalidades 
indispensables. Ahora bien, el ahorro del gasto, va direccionado a que los precios 
de las diligencias no impidan que las personas puedan acceder a sus derechos, 
por el hecho de no poder alcanzar estos costos.  
La riqueza de voluntades, favorecería a los fines del juicio, impidiendo que los 
hechos que se encuentran normados se realicen y que esto resulte innecesario 
para el juicio. La improcedencia de medios justificantes, se define como la 
ejecución de un criterio, que es utilizado en la diligencia con mínimo desgaste 
dable que la acción jurisdiccional. En este orden de ideas, existen dos puntos de 
vista: por un lado está la economía financiera del proceso, y por el otro la 
simplificación y facilidad de la diligencia procesal. 
Este principio legal tiene como objetivo conseguir una diligencia ligera, expedita y 
segura, en el mínimo tiempo posible; esto finalmente se consigue colocando 
como punto principal la directiva de las partes y el procedimiento. Este principio 
orienta al juez a trabajar con ventaja y velocidad, colocando realidades técnicas a 
cada acto. 
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Este principio tiene como fuente reguladora el derecho procesal civil. El art. V del 
Título Preliminar del C.P.C. marca que la diligencia se realice con el menor uso de 
los actos procesales; se intenta lograr una proporción entre el resultado y los 
medios. En probidad de este principio, todos los medios probatorios de ofensiva y 
resguardo deben ser presentados en una sola oportunidad a fin de favorecer la 
celeridad de los trámites.  
Podemos indicar que este principio rige al proceso, sea cualquiera su designación 
o peculiaridad, este gestiona la agilización y el menos costo en riqueza, y en 
período. Se trata de facilitar el juicio, descargándolo de toda la documentación 
innecesaria, limitando los plazos de: transferencias, técnicas y demás gestiones 
naturales, desde luego, impidiendo que las personas se aprovechen de los 
medios legales probados para dilatar ampliamente la solución de problemas 
entregados a la acción procesal. 
En base a ello, el uso de la prueba de ADN para los procesos de sucesión 
intestada, sería beneficiosa económicamente cuando, no existiese otro 
documento que pruebe el vínculo parental, evitándose que se siga un proceso a 
parte de petición de herencia o de declaración judicial el cual solo es para hijos 
extramatrimoniales; o en el caso de que el documento que permita probar el 
vínculo este erróneo, lo que provocaría realizar una corrección del mismo; todo 
ello conlleva a un perjuicio –tiempo y dinero- para el presunto heredero, por el 
solo hecho de hacer valer su derecho a suceder (Echandia). 
 
3.2. El valor del tiempo en los Procesos  
El principio de celeridad se encuentra regulado por el numeral 1.9 del art. IV del 
Título Preliminar de la Ley, la cual señala que, los que participan en el 
procedimiento deben ajustar su actuación de tal modo que se dote al trámite de la 
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máxima dinámica posible, evitando actuaciones procesales que dificulten su 
desenvolvimiento o constituyan formalismos, a fin de alcanzar una decisión en 
tiempo razonable, sin que vulnere el derecho al debido proceso o se vulnere el 
ordenamiento. 
La celeridad induce a que el funcionario, entre varias alternativas, opte por la que 
importe mayor celeridad y sencillez, cumpliéndola en el menor lapso posible. Pero 
adicionalmente a esto, desde su vertiente negativa se consagra la interdicción de 
las dilaciones indebidas en el procedimiento, esto por el deber que tiene la 
autoridad de actuar dentro de los plazos, evitando los retrasos y agotando los 
mecanismos para practicar los trámites del proceso en el más breve tiempo 
posible, para atender todas las circunstancias del caso. 
Cabe señalar que el principio de celeridad, es la manifestación concreta del 
principio de economía procesal por razón de tiempo. Este principio se expresa a 
través de diversas instituciones del proceso como, por ejemplo, la perentoriedad o 
improrrogabilidad de los plazos, o en principios como el impulso oficioso del 
proceso. Este se encuentra diseminado a lo largo del proceso, por medio de 
normas impeditivas y sancionadoras a la dilación innecesaria, así como a través 
de mecanismos que permitan el avance del proceso con prescindencia de la 
actividad de las partes. 
El supremo intérprete de la Constitución también ha utilizado este principio en 
reiteradas jurisprudencias, tal es el caso de la STC 02732-2007-PA/TC, f.j., en la 
cual se señala que: “El principio procesal de celeridad, es de vital aplicación en 
todos los procesos judiciales y con mayor énfasis en los constitucionales, 
interpretado como un principio de dignidad humana con las garantías que ofrece 
el Estado Social y Democrático de Derecho”. 
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Los sucesos legales deberán ejecutarse en el mínimo tiempo posible respetando 
las reglas de un proceso debido; siendo este el enunciado más concretado de la 
economía del tiempo en forma sensata, conforme con los elementos judiciales y 
con la normativa legal; es expresada en organismos como la exigencia de las 
dilaciones, el arrastre de oficio, etc. Para los procesos de sucesión intestada la 
dilación del proceso no solo implica tiempo, puesto que al tratarse del traspaso de 
un patrimonio hacia los supuestos herederos, crea un perjuicio para aquellos que 
fueron excluidos como herederos, cuyo porcentaje del patrimonio que le 
correspondería es utilizado por otro o incluso transferido a terceros, creando un 
perjuicio mayor. 
De lo antes expuesto, podemos apreciar que tanto como la teoría de la veracidad 
y la teoría de la prueba, buscan afirmar un hecho mediante los medios de prueba 
que son manejados en laboratorios y consecuentemente con la capacidad de los 
especialistas que llevan a cabo esta prueba, estos medios de prueba están 
respaldados por la ciencia y los avances tecnológicos, ayudando a esclarecer los 
hechos dentro de un proceso judicial.  
Por eso, es necesario que dichos medios sean tomados en cuenta en la 
evaluación judicial, dentro de aquellos procesos donde las cuestiones puedan ser 
acreditadas, mediante el mismo dictamen pericial y bajo la debida actualización 
de los jueces en esta materia de las pruebas científicas.  
El ADN como medio probatorio, constituye hoy en día, uno de los más seguros y 
relativamente sencillos para la determinación científica del vínculo parental, 
porque partiendo de la comparación del ADN de las células del causante y de los 
presuntos herederos, puede saberse con absoluta seguridad, si existe o no la 
relación consanguínea de parentesco, siendo así una manera de probar este 
vínculo parental entre el presunto heredero y el causante; tal como lo indican en 
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los requisitos, específicamente del apartado 2 del C.P.C. y así evitar que se 
vulnere los derechos de los presuntos herederos por ausencia de documentos. 
 
3.3. Aplicación de otros Principios dentro del Proceso 
Se realizan ante el juez las audiencias y las actuaciones de los medios 
probatorios, por lo que estos son indelegables bajo ley. Exceptuando la actuación 
procesal por delegación. Es así, que la diligencia se ejecuta gestionando que su 
progreso suceda con el mínimo número de hechos legales. En donde el Juzgador 
destina la diligencia alargando a una solución de los hechos legales, sin afectar el 
carácter dominante de las acciones que lo soliciten. La acción judicial se realiza 
diligentemente y dentro de las prórrogas establecidas, obligándose al Juzgador, a 
través de los auxiliares y bajo su orientación, tomar las medidas necesarias para 
conseguir una rápida y eficaz solución del conflicto de intereses o inseguridad 
legal. 
El principio de inmediación tiene por objetivo que el juzgador que va a solucionar 
el conflicto de intereses o la inseguridad legal, tenga el contacto más cercano 
posible con todos los elementos intervinientes y los documentos, lugares, etc. que 
conforman la diligencia. La proximidad puede facilitar mayores o mejores 
elementos de convencimiento para efectuar un dictamen que se ajuste a lo que 
verdaderamente sucedió, es decir, tener un fallo justo. En merito a que el Juez se 
encuentra en relación directa con las personas, las pruebas y está presente en la 
oralidad. 
El principio de concentración, es cuando el juzgador debe normar y restringir la 
ejecución de sucesos judiciales, constituir la diligencia una visión que 
proporcionará el Juzgador sobre el acumulado del conflicto que solucionara. Hay 
autores que señalan, que este principio respalda a la reducción de la diligencia 
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mediante la reunión de toda acción judicial en la mínimo cantidad de hechos, 
evitando, la difusión de dicha acción. 
 
El principio de economía legal, como se mencionó en el tirulo anterior, es más 
trascendental de lo que usualmente se cree. El significado de economía legal, en 
su significado de conservación, está relacionado a 3 áreas diferentes: la primera, 
es al tiempo, significa la premura de concluir pronto la diligencia y por la otra parte 
la premura por prolongarlo. Debe ser ni tan lento, ni tan expedito. 
 
El segundo, es el gasto, cuyas diferencias económicas no deben ser 
concluyentes. Esta insuficiencia de los costos de la diligencia no debe impedir que 
las personas hagan efectivo todos sus derechos. Tercero y último, la voluntad, es 
la posibilidad de abreviar los conclusiones de la diligencia impidiendo la ejecución 
de hechos innecesarios para el objetivo deseado, facilitando, la economía de la 
voluntad. El principio de celeridad, es la expresión concreta de la economía por 
razón de tiempo. Los términos, reglas expeditas y sancionadoras de la prórroga 
innecesaria. (Kaminder) 
 
4. JURISPRUDENCIA DE SUCESIÓN INTESTADA  
El desarrollo de la jurisprudencia nacional respecto a la Sucesión Intestada es escaso, no 
existe mucha jurisprudencia al respecto, citamos algunas jurisprudencias que se 
considera relevantes: 
 CASACIÓN N° 4956-2013 LIMA, 02/07/2014 
Sumilla: Petición de herencia.  
Fundamento destacado:  
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En el código civil se establece que en el momento que se produce el fallecimiento de una 
persona, todos los activos y pasivos que refieren la herencia en su totalidad que va ser 
sujeto de transmisión por parte del causante al sucesor. Pues bien, si el artículo 
mencionado establece que la transición se da a partir de la muerte del causante, es 
necesario demostrar la relación parental entre el causante y el sucesor, atreves de un 
testamento, o una manifestación legal, de declaración de herederos, según se trate de 
una sucesión testamentaria o intestada respectivamente.  
 
 CASACIÓN N° 4464-2008 LIMA, 05/03/2019.  
Sumilla: Sucesión intestada.  
Fundamento destacado:  
Se advierte que en el considerando quinto en lo que concierne a la causal por aplicación 
indebida del inciso 6° artículo 219 del Código Civil, al respecto el artículo 831 inciso 2° del 
Código Procesal Civil establece como requisito de la demanda de sucesión intestada el 
que se recaude, entre otros, copia certificada de la partida de nacimiento del presunto 
heredero, o documento público que contenga el reconocimiento o la declaración judicial, si 
se trata de hijo extramatrimonial; en el presente caso la sucesión intestada presentada por 
el demandado Lino Andrés Barrientos Caballero ante la notaría pública del doctor Juan 
Belfor Zarate del Pino fue recaudada únicamente con la partida de bautismo que se 
realizó el treinta y uno de marzo de mil novecientos cuarenta y seis, fecha posterior a lo 
establecido en el artículo 2115 del Código Civil; por consiguiente no resultaba admisible 
que el notario demandado proceda a declarar a don Lino Andrés Barrientos Caballero 
heredero de don Juan Lázaro Barrientos Mejía, incurriendo en causal de nulidad previsto 
en el artículo 219 inciso 6° del Código Civil. En tal sentido, no se corrobora la 
impertinencia de las precitadas normas legales. 
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 CASACIÓN N° 1697-2009 LA LIBERTAD, 10/11/2009.  
Sumilla: Petición de herencia  
Fundamento destacado:  
Se advierte en el considerando octavo que en el numeral 391 del Código Civil se estipula 
que “El reconocimiento en el registro puede hacerse en el momento de inscribir el 
nacimiento o en declaración posterior mediante acta firmada por quien lo practica y 
autorizada por el funcionario correspondiente”. En virtud de dicha norma, tenemos que 
ésta regula dos conductos para el reconocimiento de un nacimiento, esto es, al momento 
de inscribir el nacimiento o mediante declaración posterior ante el funcionario 
correspondiente. Por tanto, para que proceda la pretensión, el demandante, Moisés Davis 
Lozano Ramírez, debe presentar un acta de nacimiento con las formalidades antes 
requeridas, esto es, con el respectivo reconocimiento del causante o en todo caso con la 
declaración de éste en forma posterior ante el funcionario respectivo. 
 
 CASACIÓN N° 2251-2016 TUMBES 08/03/2017 
Sumilla: Petición de herencia  
Fundamento destacado: 
Se advierte en el cuarto considerando que la Sala Superior ha declarado 
improcedente la demanda, señalando que la demandante carece de legitimidad para 
obrar, al ser hija de “Manuela Ortiz”, que difiere sustancialmente de la causante quien 
responde al nombre de “Manuela Ortiz Ortiz”, y que la Partida de Nacimiento 
corresponde a “Manuela Ortiz”, sin que se indique de manera expresa el apellido 
materno de ésta. Al respecto, según la sentencia del veinte de abril de dos mil seis, 
recaída en el Expediente número 2273-2015-PHC/TC, el Tribunal Constitucional, 
sostiene que la partida de nacimiento es el documento a través del cual se acredita el 
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hecho del nacimiento y, por ende la existencia de una persona. Con este asiento 
registral y sus certificaciones correspondientes en los Registros Civiles se deja 
constancia del hecho inicial o determinante de la existencia de una personalidad 
humana y permite la probanza legal. En dicho contexto, al reclamar la accionante el 
derecho de que se le declare heredera de la causante Manuela Ortiz Ortiz, es evidente 
que no se requiere de un pronunciamiento inhibitorio, sobre la base de un proceso de 
Rectificación de Partida de Nacimiento, pues si la demandante es titular o no del 
derecho sustantivo, es precisamente el objeto materia de análisis, por lo tanto, tiene 
legitimidad para obrar, respecto a lo que invoca en la demanda a efecto que se le 
declare su calidad de heredera de dicha causante, aspecto que debe definirse en una 
sentencia sobre el fondo de la controversia, analizándose el vínculo materno con la 
causante, al ser una cuestión de fondo que deberá ser dilucidada, encontrándose por 
lo tanto legitimada para recurrir al órgano jurisdiccional en busca de tutela 
jurisdiccional efectiva, en atención al Principio de Tutela Jurisdiccional, en su 




4.1. Casos de Sucesión Intestada en el Perú 
Estos casos de sucesión intestada son objeto de proceso judicial, al haberse preterido su 
derecho a suceder y como consecuencia están siguiendo un proceso de petición de 
herencia entre otros. 
 
 
CUADRO N° 01 
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ANÁLISIS DEL EXPEDIENTE N° 00156-2017 
EXPEDIENTE: N° 00156-2017-0-2101-JM-CI-03 
Órgano jurisdiccional: 3° JUZGADO 
MIXTO – Corte Superior de Justicia de 
Puno. 
MATERIA: PETICIÓN DE HERENCIA Y 
DECLARATORIA DE HEREDEROS. 
Demandantes: Luz Marina Turpo Condori; 
Edith Turpo Condori; Orlando E. Turpo 
Condori; Walter Turpo Umiña  
Demandado: Pascuala Flores Gutierrez 
Pretensión principal: se declare a los 
recurrentes Luz Marina, Edith, Orlando E. 
Turpo Condori y Walter Turpo Umiña 
herederos forzosos del causante 
VICTORIANO TURPO CUELA. 
Pretensión accesoria: Concurran 
conjuntamente con la demandada en la 
herencia. 
CONFLICTO QUE DIO LUGAR A LA DEMANDA:  
El causante VICTORIANO TURPO CUELA contrajo matrimonio con Doña Ambrosia 
Condori Flores el 01 de marzo de 1975 en Puno, del matrimonio nacieron sus cuatro 
hijos: Luz Marina, Edith, Orlando y Jose Turpo Condori, Walter Turpo Umiña (hijo de Jose 
ya fallecido); sin embargo de manera deliberada la demandada indujo a error a la notaria 
indicado ser la única heredera es asi que se hace declarar heredera universal. 





CUADRO N° 02 
ANÁLISIS DEL EXPEDIENTE N° 001450-2013 
EXPEDIENTE: N° 001450-2013-0-2101-JM-CI-01 
Órgano jurisdiccional: 1° JUZGADO 
MIXTO – Corte Superior de Justicia de 
Puno. 
MATERIA: PETICIÓN DE HERENCIA Y 
DECLARATORIA DE HEREDEROS. 
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Demandantes: Cornelia Mamani De 
Mamani; Feliciana Mamani De Vilca; 
Amadeo Mamani Mamani; Antonio Mamani 
Mamani 
Demandado: Roberto Mamani Mamani 
Pretensión principal: se declare a los 
recurrentes Cornelia Mamani de Mamani, 
Feliciana Mamani de Vilca, Amadeo 
Mamani Mamani, y Antonio Mamani 
Mamani herederos forzosos del causante 
CIRILO MAMANI CHACCOLLA. 
Pretensión accesoria: Concurran 
conjuntamente con la demandada en la 
herencia. 
CONFLICTO QUE DIO LUGAR A LA DEMANDA:  
El causante CIRILO MAMANI CHACCOLLA, falleció el 07 de agosto del 2010, quien tuvo 
tres hijos (Amadeo, Antonio y el demandado Roberto) y dos esposas, una de ellas mi 
madre Cornelia Mamani de Mamani; y su segunda esposa Feliciana Mamani de Vilca, 
quienes tendrían que ser los reales herederos legales y no uno solo; sin embargo, el 
demandado siguió el Proceso de Sucesión Intestada vía notarial, excluyéndonos de 
nuestro derecho de suceder por el fallecimiento de nuestro padre. 




CUADRO N° 03 
ANÁLISIS DEL EXPEDIENTE N° 01034-2014 
EXPEDIENTE: N° 01034-2014-0-2101-JM-CI-01 
Órgano jurisdiccional: 1° JUZGADO 
MIXTO – Corte Superior de Justicia de 
Puno. 
MATERIA: PETICIÓN DE HERENCIA Y 
DECLARATORIA DE HEREDEROS. 
Demandantes: Seberina Flores Marca; 
Raymunda Flores Marca 
Demandado: Vicente Flores Marca; Juana 
Flores Marca 
Pretensión principal: Se declare a los Pretensión accesoria: Se le incluya como 
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recurrentes Seberina Flores Marca y 
Raymunda Flores Marca herederas del 
causante MARTIN FLORES GOMEZ. 
coherederas en la Sucesión Intestada. 
CONFLICTO QUE DIO LUGAR A LA DEMANDA:  
El causante Martin Flores Gómez contrajo matrimonio con Doña Florentina Marca Ccama 
el 04 de Octubre de 1929 en Acora, del matrimonio nacieron sus seis hijos los 
demandados y las recurrentes; sin embargo de manera deliberada las demandadas 
realizan la sucesión intestada a fin que se le declare herederos universales, excluyendo a 
las recurrentes; por tal motivo las recurrentes solicitan se les declare herederas e 
incluyan en la Sucesión Intestada. 
Fuente: EXPEDIENTE: N° 01034-2014-0-2101-JM-CI-01 
Elaboración: Propia 
 
CUADRO N° 04 
ANÁLISIS DEL EXPEDIENTE N° 00002-2012 
EXPEDIENTE: N° 00002-2012-0-2101-JM-CI-01 
Órgano jurisdiccional: 1° JUZGADO 
MIXTO – Corte Superior de Justicia de 
Puno. 
MATERIA: PETICIÓN DE HERENCIA Y 
DECLARATORIA DE HEREDEROS. 
Demandantes: Juan Esteban Gomez 
Sarmiento. 
Demandados: María Paz Carita Ururi De 
Mamani, Lourdes Rosario Carita Quispe 
Luis; Santiago Aguilar Ururi; Herminia 
Carita Ururi 
Pretensión principal: Se declare al 
recurrente Juan Esteban Gómez Sarmiento 
heredero del causante MARIA URURI 
CHIPANA. 
Pretensión accesoria: Concurra 
conjuntamente con los demandados en la 
Sucesión Intestada. 
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CONFLICTO QUE DIO LUGAR A LA DEMANDA:  
La causante Maria Ururi Chipana en vida tuvo cinco hijos, Manuel (representados por sus 
hijos Ricardo y Lourdes Rosario), Maria Paz, Herminia Carita Ururi, Benita Sarmiento 
Ururi y Luis Santiago Aguilar Ururi; de ese modo al fallecer el primero de los hijos sus 
herederos solicitaron la declaración de sucesión intestada vía notarial excluyendo de el a 
todos los demás herederos; tal es el caso de Benita Sarmiento quien es su madre; por lo 
que el recurrente solicita que se le declare heredero (representante de su madre) y se le 
incluya en la Sucesión Intestada. 
Fuente: EXPEDIENTE: N° 00002-2012-0-2101-JM-CI-01 
Elaboración: Propia 
 
5. COMPROBACIÓN DE LA HIPÓTESIS PLANTEADA 
 
A través de la presente investigación, quedo plasmada la existencia de una limitación en 
cuanto a las condiciones de admisibilidad de la sucesión intestada regulados en el artículo 
831, apartado 2 del Código Procesal Civil, en merito a que existen deficiencias en la 
redacción y emisión de este medio probatorio que es la partida de nacimiento, la cual 
genera graves consecuencias, mas halla de cumplir con el rol de probar, se vería 
vulnerado el derecho de suceder y posiblemente crearía un conflicto mayor, provocando 
que este proceso se extienda y no solo eso, sino también genere otro proceso para la 
corrección del error en el documento presentado como medio probatorio, lo cual iría en 
contra de los presupuestos procesales y de todo el ordenamiento jurídico, comprobando 
de esta forma que el acta de nacimiento no cumple como un requisito “idóneo” para estos 
procesos. Siguiendo esta línea, planteamos la siguiente hipótesis: “Dado que existe una 
limitación en cuanto a las condiciones de admisibilidad de la sucesión intestada regulados 
en el artículo 831 del Código Procesal Civil, es probable que se optimice el trámite de 
sucesión intestada incluyendo un requisito que acredite y genere convicción para 
demostrar el entroncamiento o relación parental”. Para lograr que se optimice el trámite de 
la sucesión intestada se debe incluir un nuevo requisito que cumpla con acreditar y 
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generar convicción, o en su defecto, por una cuestión netamente procesal deberá 
expandirse la manifestación legal también para los hijos matrimoniales, para demostrar el 
entroncamiento o relación parental, con el único fin de cumplir con el objetivo que tienen 
la sucesión intestada que es el transmitir los derechos y obligaciones del causante a sus 
descendientes. Todo ello materializado en el planteamiento del proyecto de ley. 
Como nuevo requisito nosotros planteamos la prueba de ADN, en merito a que hoy en día 
este tipo de prueba es la más segura y sencilla para determinar una relación filial, siendo 
esta una forma de absolver una incertidumbre en relación al parentesco, por consiguiente, 
sería razonable que este examen pueda ser usado para corroborar la existencia o no de 
un vínculo, entre un posible heredero y un causante. Analizando la incertidumbre sobre la 
existencia del vínculo parental, buscamos un acercamiento a la verdad por medio de la 
prueba de ADN, que es comúnmente usada en los procesos de filiación para probar el 
vínculo Paterno-filial, porque tiene un grado elevado de certeza y es irrefutable, siendo 
esta una buen alternativa para solucionar la controversia planteada, sobre todo en los 
casos en que no exista un documento como la partida de nacimiento que pruebe el 
vínculo parental, evitando de esta forma que el debido proceso sea transgredido con el 
fallo del juez ante la falta de pruebas y cumpliendo de esta manera con los presupuestos 
procesales conforme a ley.  
En el derecho para que algo sea verdadero tiene que estar justificado, ello para que se 
pueda tener mayor seguridad al momento de valorar la gravedad de los hechos y para 
saber si se realizaron o no, esta justificación se dará en base a una prueba para los casos 
en que estos hechos suscitados puedan ser probados, bajo los métodos o herramientas 
que permita la ley. Para los procesos de sucesión intestada la justificación se establece 
en probar el vínculo parental, el cual debe ser manejado mediante la prueba de ADN, 
pues en los casos de filiación es manejado ante los juzgados, lo cual hace más fácil el 
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hecho de aplicarlo a los procesos de sucesión intestada, cundo no se cuente con un 
documento que pruebe el vínculo parental con el causante, siendo el juez quien decidirá si 
considera o no este tipo de prueba, bajo un criterio de cercanía con la verdad que se 
busca en estos procesos. 
La solución en base a la prueba de ADN, es evaluada considerando como criterios los 
Principios Constitucionales  y Procesales , como es, el debido proceso, que tiene como fin 
que todo individuo que este como parte en un proceso, tenga acceso a un defensor y a 
probar y argumentar su contestación o contradicción, este derecho constitucional 
garantiza que los  individuos que recurran al estado para la solución de un conflicto, 
tengan como resultado una resolución  ecuánime, reciproca e imparcial, debido a que el 
órgano jurisdiccional no solo prestara el ejercicio de demandar y contradecir, sino además 
de ello debe impulsarla prestando seguridad con garantías que se resolverán en una 
resolución debidamente motivada y justa. Así se puede observar que, en un proceso de 
sucesión intestada, en cuyo caso no pueda presentarse el documento que prueba el 
vínculo parental –acta de nacimiento- por inexistencia, pueda buscarse un medio 
alternativo como es el ADN, a fin de establecer la verdad y a su vez cumplir con los 
presupuestos conforme lo establece la ley. 
La Tutela Jurisdiccional Efectiva, cuyo objetivo principal es que todo individuo tenga 
acceso al órgano jurisdiccional y a una resolución de sentencia que esté debidamente 
motivada, en este sentido en los procesos de sucesión intestada, debe existir una 
valoración adecuada de las pruebas para hallarse el vínculo entre lo demostrado y lo 
determinado por el juzgador, de esta forma se obtendrá una resolución debidamente 
motivada en base a pruebas que generen absoluta seguridad, en la existencia de una 
relación consanguínea de parentesco, lográndose efectivizar estos criterios de la tutela 
jurisdiccional mediante la prueba de ADN. 
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En cuanto a los principios procesales, la Economía Procesal que tiene como fin impedir 
que las acciones innecesarias dilaten el proceso, buscando un mayor resultado con la 
mínima actividad procesal. En base a ello, el uso de la prueba de ADN para los procesos 
de sucesión intestada, sería beneficiosa económicamente cuando, no existiese otro 
documento que pruebe el vínculo parental, evitándose que se siga un proceso a parte de 
petición de herencia, o de declaración judicial el cual solo es para hijos 
extramatrimoniales; o en el caso de que el documento que permita probar el vínculo este 
erróneo, lo que provocaría realizar una corrección del mismo; todo ello conlleva a un 
perjuicio –tiempo y dinero- para el presunto heredero, por el solo hecho de hacer valer su 
derecho a suceder. La celeridad es el valor del tiempo en los procesos, tiene como fin la 
improrrogabilidad de los plazos, o el impulso oficioso del proceso. Para los procesos de 
sucesión intestada la dilación del proceso no solo implica tiempo, puesto que al tratarse 
del traspaso de un patrimonio hacia los supuestos herederos, crea un perjuicio para 
aquellos que fueron excluidos como herederos, cuyo porcentaje del patrimonio que le 
correspondería es utilizado por otro o incluso transferido a terceros, creando un perjuicio 
mayor. 
Por lo antes mencionado, a través de la presente investigación se logró comprobar la 
hipótesis planteada, donde el ADN como medio probatorio, es la solución para logar 
optimizar el trámite de la sucesión intestada, porque partiendo de la comparación de las 
células del causante y de los presuntos herederos, puede saberse con absoluta 
seguridad, si existe o no la relación consanguínea de parentesco, siendo así una manera 
de probar este vínculo parental entre el presunto heredero y el causante; tal como lo 
indican en los requisitos, específicamente del apartado 2 del Código Procesal Civil y así 











OBJECIONES A LA POSTURA DE LA TESIS 
 
La protección o custodia de los medios probatorios científicos, como el ADN, son 
declarados de oficio por el juez, dentro de los procesos judiciales, por el temor que estos 
puedan ser manipulados; es así que en la práctica no se aplica como generalidad 
presentar de parte un medio probatorio científico, como el ADN; por otro lado tanto el 
C.P.C. y la constitución, no prohíbe expresamente presentar estos tipos de medios 
probatorios, muy por el contrario están normados por el C.P.C. 
Esta regulación de tipo de medios probatorios es generalizada, mas no se encuentra 
especificada, sobre todo en los procesos de sucesión intestada, como lo venimos 
planteando en esta investigación; algunos juristas apegados a la norma, no optarían por 
presentar de parten este tipo de medio probatorio –ADN-, en vista que al no estar 
especificado en los requisitos de art. 831, apartado 2 del C.P.C., se podría interpretar 
como una desnaturalización de la norma; por otro lado, el juzgador tiene la labor de 
aceptar todo medio probatorio, siempre y cuando sirva para formar convicción con 
relación al petitorio, es así que pasaremos a desarrollar en este cuarto capítulo, aquellas 




1. TEORÍAS QUE CUESTIONAN LA VERDAD 
1.1. Las Coherencias y Pragmáticas de la Verdad (William James) 
Entre las concepciones de la verdad se encuentra la verdad sintáctica –subjetiva-, 
esta parte de la idea en que la verdad objetiva es imposible de establecer en los 
procesos judiciales, en vista que al juez solo se le pide que emita una sentencia 
coherente o lógica a partir de las pruebas, por lo tanto, su decisión no 
correspondería con la verdad justa.  
La relación viene a ser un resultado de la estudio de la razón dentro de la síntesis 
del juzgador a partir de las pruebas. Esta teoría pragmática, tiene 2 ideas, el 
discernimiento de la aceptación razonada y la otra es la autenticidad por 
aprobación. La primera sucede cuando no se puede resolver el criterio de la 
coherencia porque existen dos o más hipótesis contradictorias y que cabe la 
posibilidad de que sean dables ya que ambas se fundan en pruebas. Para estos 
casos se maneja la suposición que tenga mejor explicación de los hechos, es 
decir aquella que tenga mayores elementos probatorios debe predominar en la 
sentencia del juez.  
 
1.2. Teoría de la Disminución del Estándar de Prueba  
Según esta teoría, al no poder lograr la verdad objetiva de la correspondencia de 
causalidad para la recriminación de la responsabilidad por el daño ocasionado por 
la realización de un hecho, entonces no es exigible que la valoración de la prueba 
este en base a la certeza, sino debe ser considerada bajo la probabilidad 
prevaleciente o preponderante. (Alexy) 
Esta teoría es manejada cuando se habla de responsabilidad médica, sobre todo 
en aquellos casos en que existen 2 o más suposiciones contradictorias sobre la 
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correspondencia de causalidad por el resultado que viene a ser el daño 
ocasionado en la práctica médica. Para estos casos el usuario o sus beneficiados 
no poseen la carga probatoria, con la cual se establecería la convicción; sino que 
bastara tener una posibilidad superior. Es decir, que el solicitante del gravamen 
aclare la posibilidad en correspondencia se le dé la razón de este daño como un 
resultado que va derivar de la responsabilidad médica. 
Lo cuestionable de esta teoría es que se aplica la disminución del modelo de 
prueba que reside en el acto de que se deje de cumplir con las garantías 
procesales, en particular con el derecho de prueba, es decir que el enunciado que 
el juez declare verdadero no cumplirá con las garantías de la contrastación, 
necesidad y refutación. Abandonándose el sentido de la verdad como realidad de 
la jurisdicción y acoger los razonamientos de relación y aceptabilidad sobre la 
decisión de la verdad, pero que no sería la propia realidad.  
Si la manifestación que el juzgador declaro como auténtico no resiste un análisis 
calificador razonable, con lleva a valorar racionalmente la prueba, ya que esta 
decisión judicial no se fundamenta en pruebas que generen convencimiento, sino 
en supuestos considerados como verdad por el juzgador. Siguiendo esta línea, el 
juzgador seguirá su propio criterio sobre los hechos, por otro lado, la probabilidad 
trasciende al derecho; en el campo científico esta la epidemiologia, en la cual se 
hallan factores de riesgo para establecer un conjunto de causas que serán las 
determinantes, hablando en sentido de probabilidad y no de certeza.  
En la ley sustancial, se menciona la teoría del riesgo, cuando en un hecho 
ocurren diversos elementos causantes; esto parte de la responsabilidad del hecho 
que se asigna al agente que pudo haber creado tal riesgo. Por consiguiente el 
nexo causal se acredita mediante el hecho que compruebe que fue el agente 
quien pretendió el peligro, estando a salvo el derecho de quien lo demando; 
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entonces para garantizar la responsabilidad no es necesario disminuir el 
paradigma de la prueba, sino hay que establecer con pruebas quien fue el agente 
que colocó el peligro.  
Para estos supuestos responderá el acreedor del servicio si se evidencia que fue 
él quien puso el riesgo para causar el perjuicio. Es así, que para explorar que 
elemento conllevo a la consecuencia, para los casos sobre la salud, el peligro 
puede tratarse de la omisión a un adecuado diagnóstico para confirmar el estado 
del paciente, después de una intervención quirúrgica. De lo anterior podemos 
concluir, que esta teoría además de reducir las garantías judiciales resulta 
redundante, porque constan otros remedios al mismo problema, sin tener que 
estructurar el sistema de las garantías. En la práctica procesal, es frecuente que 
los juzgadores sentencien en merito a razonamientos de coherencia y 
aceptabilidad a fin de encontrar la verdad; ellos optan por la hipótesis que sea 
coherente, probable y preponderante, así tengan dudas probatorias.  
Muchas veces la diligencia de la carga de la prueba logra sonar más injusta que 
una disminución del esquema de prueba, con la finalidad de conceder el derecho 
teniendo una incertidumbre probatoria al tratarse de la hipótesis prevaleciente en 
el proceso.  La mayoría de procesalistas realizan un extenso estudio sobre la 
aplicación de la disminución del módulo de prueba, por lo que es propuesta esta 
suposición para aquellas cuestiones de probabilidad incierta y en otros hacia la 
probabilidad existente; de todas formas este procedimiento no puede aceptarse 
como norma habitual para remediar los conflictos en materia civil, porque se 






1.3. La Teoría Consensual de la Verdad 
Actualmente se ha incursionado una teoría sobre los mandatos consensuales en 
relación a los diversos elementos de solución de conflictos, encontramos dentro 
de ellas la conciliación procesal y la extraprocesal. Estos elementos alternativos 
de solución manejan la concepción de que en el derecho no es probable obtener 
la verdad de los actos. Por ello desiste de esta idea y se visualiza el consenso 
dentro de una sociedad jurídica con personas inmersas en conflictos. 
Para poder concebir la verdad se tiene que buscar la solución del conflicto, el 
problema de esta idea es que se desnaturaliza la justicia colocando enfoques 
propios a la acción funcionaria. En cuestiones patrimoniales y en general, puede 
aprobarse la conciliación y otros métodos de solución de conflictos, pero si se 
habla de bienes fundamentales como la libertad de una persona, no puede 
aplicarse este tipo de métodos.  
En la rama procesal civil estos métodos cuentan con valides relativa, desde la 
perspectiva racional con la que se trabaja estos acuerdos. Se trata de un trámite 
donde el juzgador no interfiere con la voluntad de los intervinientes, no exige 
ninguna presión y no hay premio de por medio para alguna de las partes, el 
juzgador no realiza ningún actividad que pueda distorsionar esta voluntad.  
Lo discutible de estos consensos es la omisión por parte del juzgador de prevenir 
una diferencia material entre las partes, lo que ocasionaría que uno de los 
intervinientes se aproveche de la condición que tiene y esto pueda afectar el 
interés del interviniente débil, creando más injusticia de la que puede haber en las 
fases de una diligencia judicial. El derecho actual es versátil puesto que la ley no 
determina el derecho, son los principios y valores los que la determina, y estos a 
111  
su vez derivan de los derechos fundamentales que son interpretados 
racionalmente para cada caso. 
La apreciación del juez cuando emite su sentencia, la presunción de autenticidad, 
el reconocimiento de documentos, todos estos actos transforman a la prueba en 
un artificio racional; existe un alto porcentaje en que las sentencias del juzgador 
están basadas en ficciones legales que desprenden de las cargas. Po lo tanto, la 
acreditación de la verdad no se basa en las pruebas, sino en el valor que es 
asignado por el juzgador a las partes dentro de una diligencia.  
Cuando se presente ante el juez un comportamiento de parte, él deberá aplicar el 
des favorecimiento probatorio. De igual manera la verdad por correspondencia se 
constituye por ficciones legales en el reconocimiento de la verdad, por 
consecuencia de las sentencias en materia civil atañen a una verdad formal 
constituida en criterios intangibles al igual que las ficciones en la correspondencia. 
 
2. TEORÍA DE LA COLABORACIÓN OBLIGATORIA 
Esta teoría sostiene que es un deber el participar activamente y colaborar en un 
proceso judicial; por ello, el acatamiento de las pruebas genéticas y biológicas 
establece una contribución obligatoria y que no atenta contra la libertad individual. El 
deber de participar activamente y colaborar en el proceso judicial es un acto inherente 
a toda persona, por la razón de vivir en un Estado de derecho y con sujeción a las 
normas del orden jurídico. Es principio elemental el establecimiento de la verdad, por 
lo que los litigantes deben contribuir personalmente en su descubrimiento. Esta 
cooperación al sistema judicial es uno de los deberes fundamentales del ciudadano y 
se cumple mediante la participación para descubrir la verdad con relación a las 
controversias que han sido expuestas en el litigio.  
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El sometimiento a las pruebas genéticas ordenadas por el juzgador para investigar la 
paternidad es una “colaboración obligatoria” y que de ningún modo atenta contra la 
libertad individual, en razón de que las técnicas de paternidad son sencillas y no 
implican una violación a los derechos. Quien alegue tal restricción estaría cometiendo 
un abuso de derecho. El demandado no está obligado a prestar su cuerpo, pero sí 
tiene la carga de hacerlo porque si no lo hace su negativa constituirá una de las 
pautas para juzgador circunstancialmente la situación de hecho, Por sobre todo está el 
valor justicia y el esclarecimiento de los hechos, más aun tratándose de indagar una 
filiación que es el sustento de un derecho subjetivo, conocer quién es nuestro padre 
biológico. En todos estos procesos, lo que se busca no es la defensa de los 
progenitores sino el reconocimiento de los derechos del hijo.  
Una forma indirecta de que la prueba biológica de paternidad sea obligatoria es el 
establecimiento de una presunción en caso exista una negativa a su sometimiento. 
Indiscutiblemente, un gran sector de la población (pro defensa de la niñez y de la 
familia) alega vivamente la obligatoriedad legal a los exámenes biológicos, es decir, 
propugnan una forma directa y expresa, reconocidas por la ley, para que las pruebas 
de paternidad tengan el carácter de obligatorias. 
 
2.1. Protección de los Derechos de la Persona 
Sostiene que nadie puede ser obligado a un examen en razón de la existencia de 
derechos personales: la libertad y la integridad física; por lo que no procede la 
coacción o compulsión al sometimiento de la misma. Los derechos de la persona 
se ven afectados por el propio acto de intervención, no importando el resultado 
que éste arroje. Sea negativo o positivo, el daño a los derechos está dado, pero 
se toma en cuenta el interés superior del niño, esto de acuerdo al art. VIII del 
Código de los Niños y Adolescentes o dicho de otra forma el mejor interés del 
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niño. Entendida la tendencia doctrinal a la obligatoriedad de la parte a colaborar 
con la prueba biológica y descartada la compulsión o ejecución forzada de la 
misma, con relación a ello, las tendencias legislativas otorgan una solución vía 
apremios, presunciones o de tenerse por ciertos los hechos alegados respecto a 
quien se niega. Este punto es el de principal preocupación, pues la doctrina y 
jurisprudencia comparada lo han tratado de una manera amplia y por demás 
dispar. 
 
3. NATURALEZA DEL PROCESO NO CONTENCIOSO 
Son aquellas diligencias que no tienen conflicto de beneficios, es decir, no hay 
individuos que obtengan el atributo de solicitante y solicitado, por lo que existe en 
nuestra legislación, la figura de la oposición. Estos procesos se solicitan, por vía 
judicial o notarial, sin que se preste permisión para ejecutar ciertos actos legales, 
finalmente se pide que se fijen plazos o se dispongan medidas de protección 
(Hinostroza, Comentarios al Código Procesal Civil).  
Por otro lado, Merlín sostiene que la atribución facultativa o no contenciosa es aquella 
que ejerce el juzgador, sin discernimiento de causa, entre las partes que están con 
arreglo, y sobre aquellos factores que por su naturaleza no tienen nada de 
contenciosas. Otros juristas, conciben a la atribución voluntaria como aquella que 
ejerce el juzgador en hechos o cuestiones, que por su naturaleza o por el período en 
que se hallan, no consienten contradicciones de parte, derivando su parte específica 
de los mismos intervinientes que acuden ante la autoridad judicial, la cual se restringe 
a dar impulso y valor legal a aquellos hechos por medio de su intromisión, 
procediendo sin las formalidades esenciales de los juicios. (Carnelutti F. ) 
Para concluir, la atribución voluntaria o no contenciosa es la que se ejerce por el juez, 
a solicitud de una o de varias personas, en los casos especialmente previstos por la 
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ley, que tiene como finalidad cooperar al nacimiento de determinadas relaciones 
jurídicas y que, en consecuencia, las relaciones que en ella recaen no reconocen 
derechos ni prestaciones entre las partes. (Hinostroza, Comentarios al Código 
Procesal Civil). La intervención del Ministerio Público en estos procesos, se limita a 
recibir las sentencias que se expidan en la diligencia, para los resultados del Art. 250, 
en el segundo apartado de la constitución; esto indica que, aparta una inseguridad 
jurídica, dando convicción de un instrumento al término de la diligencia. 
 
 
3.1. Asuntos No Contenciosos 
 El inventario, es la correspondencia del patrimonio de un sujeto que se 
encuentra en un lugar, con descripción del nombre, cantidad, tipo y caracteres 
que sirvan para su individualización, todo esto descrito en un documento.  
 La administración de bienes, se da cuando se trasfiere la tenencia o el uso, 
pero no la propiedad a aquellos que tienen por propósito de producir los 
productos a estos recursos que conforman un patrimonio, tales como son el 
arrendamiento y el comodato. 
 La adopción, que viene a ser una formalidad que crea vínculos civiles de 
paternidad o maternidad y filiación entre dos personas. 
 La declaración de desaparición, ausencia o muerte presunta, esta 
desaparición es un hecho jurídico que es verificado por un juez, sin embargo, la 
ausencia requiere una confesión legal y que se realiza en base a la disipación 
evidenciada y el tiempo de los 2 años. Por otro lado, el fallecimiento requiere 
ser comprobada para proporcionar efectos. 
 El ofrecimiento de pago y consignación, el pago se ofrece mediante la 
demanda, pero se efectúa en la audiencia. Si se diera el caso que por la 
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naturaleza de la pretensión, dicho pago no pueda realizarse en la audiencia, el 
juez dispondrá del documento del compromiso o en su vicio optara por la 
proposición de las partes para hacerlo.  
 La comprobación de testamento, este documento contiene la última voluntad 
del causante, se consolida al instante del otorgamiento, pero surte efectos 
después del fallecimiento del testador cumpliéndose la última voluntad. La 
demonstración de este documento se da en base a la autenticidad y el 
cumplimiento de las formalidades según el tipo de testamento, para su 
protocolización notarial. 
 La inscripción y rectificación de partida, se realiza con la finalidad de 
inscribir los nacimientos, matrimonios, o defunciones de los peruanos ocurridos 
en el exterior, no registrados ante autoridad nacional. Y, se llevará a cabo 
cuando no se practicó dentro del plazo que señala la ley; y la rectificación, 
cuando el juez lo considere atendible. 
 La sucesión intestada, Llamada también sucesión legal es aquélla que se 
presenta a falta de la voluntad del causante expresada en un testamento.  
 La Procedencia, La solicitud de la inscripción o de rectificación de una partida 
de matrimonio o de defunción, y la de rectificación de una partida nacimiento, 
procede sólo cuando no se practicó dentro del plazo que señala la ley o cuando 
el Juez considere atendible el motivo. La solicitud de inscripción de partida de 
nacimiento se rige por la ley de la materia. 
Cuando se trate de la rectificación del nombre, sexo, fecha de nacimiento o estado 
civil, se indicará con precisión que se solicita. Las normas del sub-capítulo se 
aplican a la rectificación de los nacimientos, matrimonios y defunciones de 
peruanos ocurridos en el exterior, no registrados ante autoridad nacional. También 
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es aplicable a la rectificación de partidas de nacimiento, matrimonios y defunciones 
de peruanos ocurridos en el exterior, registrados ante autoridad nacional. 
 
3.2. El Proceso No Contencioso 
Como carece de Litis, no hay demanda se inicia el proceso con la solicitud. Esta 
debe contener los requisitos y anexos previstos para la demanda tal como lo 
señala el código. Si el juez declara inadmisible la solicitud, concederá al 
solicitante tres días para que subsane la omisión o defecto, bajo apercibimiento 
de archivar el expediente, mediante resolución que es inimpugnable.  
El emplazado con la solicitud puede formular contradicción dentro de cinco días 
de notificado con la resolución admisoria, anexando los medios probatorios, los 
cuales se actuarán en la audiencia de actuación y declaración judicial que debe 
llevarse a cabo en este tipo de procesos. 
Son convenientes para intervenir en estos procesos, el Juez Especializado en 
Civil y los de Paz Letrados, salvo en los casos en que la ley atribuye su 
conocimiento a otros órganos jurisdiccionales. En el proceso no contencioso es 
inaplicable la competencia por razón de turno; la competencia de los juzgados de 
paz letrados es exclusiva para los procesos de inscripción de partidas y para los 
que contienen en la solicitud una estimación patrimonial no mayor a cincuenta 
unidades de referencia procesal. Los procesos de rectificación de partidas podrán 
ventilarse ante los juzgados de paz letrados o ante los notarios. La competencia 
se da por territorio, el juez competente será el del domicilio de la persona que lo 
solicite, salvo disposición distinta, si el juez declara inadmisible la solicitud, cuenta 
con tres días para subsanar la omisión que haya incurrido. La otra parte a la que 
se dirige la demanda puede contestar o formular contradicción, esta se tiene que 
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hacer por escrito en un plazo de cinco días, esta tiene que estar acompañada de 
medios probatorios correspondientes. Admitida esta, el juez citara a las partes 
dentro de los quince días siguientes, para la audiencia de actuación y declaración 
judicial, de no existir contradicción el juez expedirá la resolución final en la misma 
audiencia, si hay contradicción, se resolverá esta y después se emitirá sentencia. 
(Hinostroza, Comentarios al Código Procesal Civil) 
Excepcionalmente, el juez puede reservar su decisión por un plazo que no 
excederá de tres (03) días contados desde la conclusión de la audiencia. Si no 
hubiera contradicción, el juez ordena los medios probatorios anexados a solicitud 
y luego procederá a dictar resolución que ponga término al proceso. La resolución 
que resuelve la contradicción es apelable solo durante la audiencia. Si la 
contradicción hubiera sido resuelta fuera de la audiencia, es apelable dentro del 
tercer día de notificada.  
La resolución que declara fundada la contradicción es apelable con efecto 
suspensivo, y la que la declara infundada es apelable sin efecto suspensivo y con 
calidad de diferida. El plazo de emplazamiento será fijado por 
cada procedimiento, pero en ningún caso será mayor de sesenta días si el 
destinatario se halla en el país, ni de noventa si estuviese fuera de él o se trata de 
persona indeterminada o incierta. 
Si se declara fundada la contradicción, el proceso queda suspendido. El 
secretario del Juzgado enviará el expediente al superior dentro de cinco días de 
concedida la apelación o la adhesión, en su caso, bajo responsabilidad. Dentro de 
cinco días de recibido el expediente, el superior comunicará a las partes que los 
autos están expeditos para ser resueltos y señalará día y hora para la vista de la 
causa. La resolución definitiva debe expedirse dentro de los cinco días siguientes 
a la vista de la causa. 
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En segunda instancia es inadmisible la alegación de hechos nuevos. El trámite 
antes indicado para la segunda instancia se aplica también para la apelación de la 
resolución final del proceso no contencioso. La apelación sin efecto suspensivo 
tiene el carácter de diferida, por tanto el juez reserva su trámite a fin de que sea 
resuelta por el superior conjuntamente con la resolución final, decisión del Juez 
que es inimpugnable. La falta de apelación de la resolución final determina la 
ineficacia de la petición prorrogada. 
Concluido el tramite con la resolución consentida o ejecutoriada, el juez ordena 
que se entregue al solicitante copia certificad de lo actuado, debiendo mantenerse 
el original en el archivo del juzgado o, según sea el caso, expedirá la resolución 
que corresponda, siendo ésta inimpugnable. Los dictámenes finales que 
demanden inscribirse se ejecutarán mediante oficio o parte rubricado por el 
Juzgador, como corresponda.  
 
3.3. Sucesión Intestada 
Según el C.P.C. en el art. 660º, nos dice que desde el fallecimiento de una 
persona, todos sus bienes, derechos y obligaciones que constituyen la masa 
hereditaria, se trasmitirán a sus sucesores o descendientes. Esta transmisión se 
producirá con el solo hecho de la muerte de la persona, sin embargo, será 
necesario que los posibles herederos o sucesores acrediten su transmisión. 
Existen dos maneras de acreditar esta transmisión sucesoria: mediante un 
testamento o mediante una declaración judicial de herederos. La primera, se da 
cuando una persona en su testamento dispone de sus bienes de forma total o 
parcial, ordenando que a su muerte estos se transfieran a sus herederos (Art. 686 
del C.P.C.) 
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Si no existe testamento o si existiendo este se declara nulo o caduco, el 
documento para autorizar esta entrega será la declaración legal de herederos, 
tramitada mediante un proceso no contencioso que el C.P.C. denomina por 
sucesión intestada.  
La declaración judicial, atañe a aquellos beneficiados legales, cuando: 
1) El causante no deja testamento; o el mismo ha sido declarado nulo, caducado 
o invalido. 
2) El testamento no tiene heredero, o se ha declarado invalida la disposición que 
lo instituye. 
3) El heredero muere antes que el testador, por renuncia, por indignidad o 
desheredación y no tiene descendientes.  
El juez competente en estos casos será el del lugar del último domicilio del 
causante en el país. El C.P.C. declara que esta competencia es improrrogable.  
Puede solicitar la declaración judicial de herederos cualquier interesado. Cuando 
se trate de interés de incapaces sin representante, puede solicitarlo el Ministerio 
Público.  
La solicitud debe reunir los requisitos establecidos para los procesos no 
contenciosos y, además, se debe acompañar los siguientes documentos 
a) Copia certificada de la partida de defunción del causante o la declaración 
judicial de muerte presunta; 
b) Copia certificada de la partida de nacimiento del presunto heredero, o 
documento público que contenga el reconocimiento o la declaración judicial, si se 
trata de hijo extra – matrimonial, 
c) Relación de los bienes conocidos; 
d) Certificación registral que no hay inscrito testamento en el lugar del último 
domicilio del causante y en donde tuvo bienes inscritos; y 
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e) Certificación registral de los mismos lugares citados en el apartado anterior de 
que no hay anotación de otro proceso de sucesión intestada. 
Admitida la solicitud, el Juez dispone: primero, la publicación de un aviso tanto en 
el diario de los anuncios judiciales y en otro de mayor circulación. Si en el lugar no 
hubiera diario, se utilizará la forma de notificación edictal adecuada a criterio del 
Juez. El aviso contendrá la identificación del Juzgado y del Secretario, los 
nombres del solicitante y del causante, así como la fecha y lugar del fallecimiento 
de éste; si hubiera ausencia se acreditará la prueba de la notificación realizada. 
Segundo, se realizara la anotación de la solicitud en el Registro de Sucesión 
Intestada y el Registro de Mandatos y Poderes. Para tal fin el Juez cursara los 
partes a los registros correspondientes conforme a la ley.  
La inclusión de otro heredero se dará dentro de los treinta (30) días contados 
desde la publicación del aviso, debe presentarse acreditando su calidad con una 
copia certificada de la partida correspondiente, o instrumento público que 
contenga el reconocimiento o declaración judicial de paternidad. 
La audiencia solo se llevará a cabo, si alguien ha solicitado ser considerado como 
heredero. En el caso que no hay apersonamiento, el Juzgador, resolverá 
conforme a lo probado sin necesidad de citar a audiencia. 
La intervención del Ministerio Público no admite dictamen, solo se le notificará con 
las resoluciones que se dicten en el proceso, para que pueda hacer uso de las 
facultades constitucionales de velar por la recta administración de la justicia. 
Cuando la resolución que declara a los herederos este consentida o ejecutoriada, 
el Juez cursará partes al registro de Sucesión Intestada, para la inscripción 
correspondiente y al Registro de la Propiedad Inmueble, para que inscriba la 
declaratoria respecto a los bienes registrados del causante que se encuentran 
comprendidos en la relación de bienes que se debe adjuntar a la solicitud. 
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Por tanto  las consecuencias jurídicas generadas del trámite de sucesión 
intestada respecto al cumplimiento de las condiciones del 831 apartado 2 del 
C.P.C., ha generado que muchas personas utilicen esta figura para sacar ventaja 
respecto de los bienes que ha dejado el causante, efectuando un trámite 
unilateral sin considerar a los demás herederos forzosos, con fines propios , 
motivo por la cual se debe incluir un nuevo requisito como es el ADN o la 
inclusión de la declaración judicial para los hijos matrimoniales , a fin de evitar 



























PRIMERA: Culminando con esta etapa de la investigación, queda establecido que las 
disposiciones estipuladas en el artículo 831, apartado 2 del Código Procesal 
Civil no son suficientes y generan una serie de omisiones en el derecho 
sucesorio, dado que la ley establece expresamente, documento con 
certificación del acta que declara y certifica la vida del menor, en caso de hijos 
matrimoniales, o certificado que contenga  la manifestación legal , en el caso 
de ser un menor o hijo que haya nacido fuera del matrimonio, teniendo en 
cuenta estos requisitos, entendemos que este reglamento asegura y cuida el 
derecho del heredero y de todos los herederos forzosos, entonces se debería 
establecer otros medio o documento que puedan acreditar y formar convicción 
para garantizar el entroncamiento parental, en caso de hijos matrimoniales, 
haciendo referencia que existen muchas personas que no tienen partida de 
nacimiento . 
 
SEGUNDA: Se determinó como medio alterno una prueba de ADN, o en su defecto que la 
manifestación legal, también sea aplicada para los hijos matrimoniales, ya 
que la presunción de que todos los hijos matrimoniales tienen partida de 
nacimiento, no es correcta y muy por el contrario vulnera derechos 
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sucesorios, en consecuencia el derecho descendiente a través o a causa de 
la muerte del testador estaría cometiendo faltas en cuanto a la transmisión 
de los derechos y no estaría realizando su objetivo de transferir 
correctamente los bienes tanto pasivos y activos que regula esta institución. 
 
TERCERA: Se señaló como consecuencias jurídicas generadas del trámite de sucesión 
intestada respecto al cumplimiento de los requisitos del 831 apartado  2 del 
Código Procesal Civil, que muchas personas utilizan esta figura para sacar 
ventaja respecto de los bienes que ha dejado el  causante, efectuando un 
trámite unilateral sin considerar a los demás herederos forzosos, con fines 
propios, motivo por la cual se debe incluir un nuevo requisito como es el ADN 
o la inclusión de la manifestación legal para los hijos matrimoniales, a fin de 
evitar omisiones o vulneración en el derecho sucesorio de quien lo solicita. 
 
CUARTA: En consecuencia, se estableció realizar una modificación en el artículo 831 
apartado 2 del Código Procesal Civil a fin de incluir como nuevo requisito: la 
prueba de ADN, en relación a que el objetivo del proceso no es solo llegar a 
solucionar un conflicto si no la búsqueda de la verdad, una verdad que no 
afecte ni vulnere los derechos sucesorios de quien los pretende. Por eso, es 
necesario que dichos medios sean tomados en cuenta en la evaluación legal, 
dentro de aquellos procesos donde las cuestiones puedan ser acreditadas, 
bajo un resultado judicial y bajo la correcta capacitación de los magistrados en 
la valoración de pruebas científicas a fin de optimizar el trámite del derecho 
sucesorio realizado después de la muerte.  
QUINTA: A través de la presente investigación se logró comprobar la hipótesis planteada, 
quedando plasmada la existencia de una limitación en cuanto a las 
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condiciones de admisibilidad de la sucesión intestada regulados en el artículo 
831, apartado 2 del Código Procesal Civil, probando que para optimizar el 
trámite de sucesión intestada debe incluirse un requisito como es el ADN, para 
que acredite y genere convicción,  o  en su defecto, por una cuestión 
netamente procesal deberá expandirse la manifestación legal también para los 
hijos matrimoniales, para demostrar el entroncamiento o relación parental, con 
el único fin de cumplir con el objetivo  que tienen la sucesión intestada que es 
el transmitir los derechos y obligaciones del causante a sus descendientes. 







































1) Se sugiere a los notarios que, para efectos de evitar problemas respecto a las 
sucesiones intestadas, además de exigir puntualmente los requisitos deben de 
realizar un minucioso control y si fuera posible averiguar si realmente es cierto lo 
que afirma el solicitante de sucesión intestada, si es verdad que no existen otros 
sucesores forzosos. 
 
2) Se sugiere que los notarios en su función notarial, si se advierte que el solicitante 
no es el único heredero entonces de oficio deban proceder a notificar a los demás 
herederos o en su defecto anular el procedimiento de sucesión intestada iniciada. 
 
3) Se sugiere al Estado crear una institución dedicada a la “subvención económica”, 
esto, para costear la realización de la prueba de ADN en casos de que las partes 
carezcan de recursos económicos, que dicha institución deba estar ubicado 
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Sumilla: LEY QUE MODIFICA EL       
ARTICULO 831 APARTADO 2 DEL 
CÓDIGO PROCESAL CIVIL.  
PROYECTO DE LEY  
Los graduandos, ÁNGELA OPORTO SANTANDER Y VICTORIA FRISANCHO 
CHOQUECOTA, participantes del PROGRAMA ESPECIALIZADO DE TESIS, utilizando 
las normas conferidas en el ARTICULO 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA, junto con 
los ARTÍCULOS 22 APARTADO 75,76, NUMERAL 2 DEL REGLAMENTO DEL 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA, presentamos la siguiente propuesta legislativa:  
FORMULA LEGAL  
LEY QUE MODIFICA EL ARTICULO 831 APARTADO 2 DEL C.P.C REQUISITOS DE 
ADMISIBILIDAD DE LA SUCESIÓN INTESTADA. 
Artículo 1°: Modifíquese el artículo 831 apartado 2 del C.P.C, con la siguiente redacción:  
Artículo 831.- Admisibilidad  
2. Copia certificada de la Partida de Nacimiento del presunto heredero, declaración 
judicial o prueba de ADN en caso de tratarse de hijos matrimoniales, y en el caso de hijos 
extramatrimoniales documento público que contenga el reconocimiento o la declaración 
judicial. 
 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 
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Este proyecto trata de efectivizar el trámite de sucesión intestada, en cuanto a la 
vulneración del derecho sucesorio del heredero forzoso nacido en el matrimonio que no 
está disponiendo de su patrimonio, por no contar con un certificado de nacimiento. 
Afectando directamente el principio constitucional del debido proceso , cuyo objetivo es 
que el estado aporte de todas las garantías mininas para acceder a un proceso justo , 
tener de esta forma resoluciones debidamente motivadas y argumentadas , sin vulnerar el 
derecho del heredero forzoso , por falta de  un certificado de nacimiento , en tal sentido 
nosotros proponemos una reforma que aplique proponga un medio alterno como es la 
prueba del A.D.N, o en su defecto que la declaración judicial también tenga alcance en los 
hijos matrimoniales , ya que la presunción de que todos los hijos matrimoniales tienen 
partida de nacimiento, no es correcta, y muy por el contrario vulnera derechos sucesorios 
,en consecuencia el derecho descendiente atreves o a causa de la muerte del testador no 
estaría cumpliendo  transmisión de los derechos y no estaría realizando su objetivo de 
transferir correctamente los bienes tanto pasivos y activos que regula esta institución . 
Teniendo como consecuencia que  muchas personas utilicen esta figura para sacar 
ventaja respecto de los bienes que ha dejado el o la causantes, efectuando un trámite 
unilateral sin considerar a los demás herederos forzosos, con fines propios , afectando 
directamente sus derechos .  
 
BASE LEGAL: 
- Constitución Política del Perú  
- Código Civil Peruano  
 
EFECTOS DE LA NORMA: 
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Esta disposición que cambia el articulado 831 del C.P.C donde adiciona un medio alterno 
para acceder a la sucesión intestada. 
ANÁLISIS Y COSTO:  
La presente ley no tiene ningún costo adicional. 
VÍNCULO DE LA INICIATIVA CON AGENDA POLÍTICA Y LEGISLATIVA DEL ESTADO  
Esta opción legislativa está plasmada con relación a las políticas del estado con el 
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2.  Tema y Titulo  
   2.1. Formulación del Problema:  
“Aplicación del Art. 831, apartado 2 del C.P.C., como Requisito de Admisibilidad en 
la Sucesión Intestada, Perú, 2018” 
 2.2. Planteamiento del Problema:  
En el siguiente trabajo encontramos los siguientes problemas: 
2.2.1. Problema General 
¿Qué Otros Medios O Documentos Podrían Acreditar Y Formar 
Convicción Para La Sucesión Intestada que No Estén Regulados En las 
condiciones de Admisión del 831 apartado 2 del C.P.C.? 
2.2.2. Problemas Específicos 
  ¿Las condiciones reguladas por el art. 831 apartado 2 del C.P.C., son 
suficientes para la eficacia del derecho sucesorio? 
 ¿Cuáles son las consecuencias jurídicas generadas del trámite de sucesión 
intestada respecto al cumplimiento de las condiciones del 831 apartado 2 
del C.P.C.? 
 ¿Es factible realizar la reforma del art. 831 apartado 2 del C.P.C., para 
optimizar el trámite de la sucesión intestada? 
 
La sucesión intestada es una institución jurídica, que asegura la cesión del 
contenido de la herencia a los descendientes llamados “herederos forzosos”, 
pero, la problemática surge cuando esta solicitud no cumple con las  
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condiciones de admisibilidad del C.P.C. apartado 2 de la sucesión intestada, en 
el que expresamente considera que la única prueba válida para justificar el 
vínculo o entroncamiento familiar  es la Acta de Nacimiento cuando se trata de 
un hijo matrimonial,  problemática de su exigibilidad donde se planifica realizar 
una investigación a fondo que nos permita desentrañar en alguna medida esta 
problemática que se encuentra en nuestra legislación, para evitar la posible 
Omisión Sucesoria, que tiene efectos en personas que sin poseer el atributo 
de auténticos beneficiarios o sin tenerlo de forma exclusiva se encuentran 
dominando la posición dejada por el causante o disfrutando la totalidad o una 
parte del patrimonio dejado por el causante; a su vez hallaremos a personas, 
que teniendo la calidad sucesoria se encuentran impedidos del ejercicio de este 
derechos por no haber acreditado sus derechos sucesorios con la 
manifestación del Acta de NacimientoFuente especificada no válida.. 
La perspectiva permite, a grandes rasgos extraer la cuestión objeto de 
investigación: La Ausencia de Medios o Documentos Regulados por el Art. 
831 Del C.P.C. que Acrediten El Parentesco o Entroncamiento Parental 
para acceder a una Sucesión Intestada cuestión que por sus antagonismos 
judiciales requiere una solución a efectos de defender debidamente los 








Establecer que otros medios o documentos podrían acreditar y formar convicción 
para la sucesión intestada en un proceso de petición de herencia que no estén 
regulados en el art. 831 apartado 2 del C.P.C.. 
3.2. Específicos: 
 Determinar si las condiciones reguladas por el art. 831 apartado 2 del C.P.C. son 
suficientes para la eficacia del derecho sucesorio. 
 Señalar cuales son las consecuencias jurídicas generadas del trámite de 
sucesión intestada respecto al desempeño de las condiciones del 831 apartado 2 
del C.P.C. 
 Establecer si es factible realizar la reforma del art. 831, apartado 2 del C.P.C., 
para optimizar el trámite de la sucesión intestada. 
4. Justificación del Tema  
Es provechoso realizar esta investigación, por tratarse de una cuestión que 
concita el provecho académico, enfocado en los casos en que solo uno de los 
herederos puede probar su vínculo parental con el causante, mediante su acta 
de nacimiento o la declaración judicial que contenga el reconocimiento como tal, 
acto jurídico regulado en nuestro C.P.C., mediante el cual expresamente indica 
en el apartado 2 , copia legalizada de la acta de nacimiento del hipotético 
sucesor, o documento público que contenga el reconocimiento o la declaración 
judicial, si se trata de hijo extra-matrimonial. 
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¿qué sucede con el heredero que no cuenta con alguno de estos documentos?; 
se sabe que hasta antes de 1936, los reconocimientos de nacimientos, 
defunciones o estado civil, era manejado por la iglesia católica a través de las 
parroquias, estas  emitían actas de bautismo, las cuales se consideraban como 
certificaciones públicas que consignaban el apellido, paternidad, maternidad, 
legitimidad; todo esto estaba considerado dentro del art. 1827 del C.C. de 1936; 
sin embargo, en el actual C.C. la admisibilidad para la sucesión se consigna en 
el art. 831 apartado 2, el que especifica que la acta de nacimiento es el 
documento idóneo para configurar el vínculo parental, vulnerándose así el 
derecho de suceder de aquellas personas que solo cuentan con acta de 
bautizo. 
Por lo tanto esta investigación, busca que no se vulnere el derecho a suceder 
de aquellos individuos que no cuenten con un acta de nacimiento, en efecto se 
podría considerar otros medios o documentos que acrediten el entroncamiento 
parental como una prueba de ADN, que resulta ser un medio probatorio con 
mayor credibilidad y certeza para asegurar el vínculo parental.  
En conclusión , es necesario proponer una fórmula legal a fin de variar el art. 
831 del C.P.C., específicamente el segundo apartado donde indica que el 
requisito fundamental para la sucesión intestada ,es presentar copia legalizada 
de la acta de nacimiento del presunto sucesor, o documento público que 
contenga el reconocimiento o la declaración judicial, si se trata de hijo extra-
matrimonial, con la finalidad de  incluir un requisito para optimizar  el trámite de 
sucesión intestada y no vulnerar el derecho sucesorio de ningún presunto 
heredero  ,  y este requisito seria la  prueba de ADN, por ser el más idóneo 
cuando no se cuenta con una acta de nacimiento. 
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5. Descripción Del Contenido  
5.1. Marco Teórico 
En esta parte procederemos a explicar los conceptos relevantes con nuestra 
investigación: 
5.1.1. Sucesión 
Rómulo señala que el termino sucesión deviene del verbo succedere que tiene por 
significado el hecho de que una persona ocupe el lugar de otra. 
Por otro lado Lanatia , tiene por concepto , la transmisión de todo el patrimonio , y 
lo clasifica en una acepción extensiva y genérica , la primera trata de la 
transmisión de vivos y muertos y la especifica solo se da después de la muerte , 
transmisión después de fallecido el sucesor .  
Augusto Ferrero, indica que la sucesión comprende tanto el ´patrimonio después 
de la muerte y la transmisión entre vivos pero en esta parte es importante aclarar 
que cuando ocurre la transmisión entre vivos se denomina cesión  
Para Echecopar existe una diferencia entre transmisión y sucesión, transmisión 
sinónimo de cesión entre vivos y sucesión después de la muerte.Fuente 
especificada no válida. 
En conclusión sucesión referida específicamente a una visión objetiva y subjetiva, 
objetiva se considera los derechos y obligaciones activos y pasivos resultado de 
sustitución subjetiva , subjetiva se la reemplaza una persona en la posición legal 
de otra  Fuente especificada no válida. 
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 5.1.2. Sucesión Intestada 
Derecho trasmitido o derecho descendiente que consiste en ceder el patrimonio a 
un familiar descendiente con el fin de que este pueda ejercer derechos y 
obligaciones ante este patrimonio, para luego ser llamados herederos forzosos 
también se considera la figura por la que suceden derechos y obligaciones a falta 
de un testamento, o este sea nulo Sucesión ab Intestato, estas normas de 
sucesión fueron protegidas por los romanos. (Manzano y Pérez, pág. 6).  
La sucesión para los romanos tenía mayor importancia tanto particular como social 
ya que el hecho de heredar todo el patrimonio bienes y obligaciones del sucesor, 
no solo consistía en títulos materiales si no adicional a ello heredaban el mando de 
las familias llamadas Pater Familias, y asumían la responsabilidad total de ser 
cabeza y dirigir el culto familiar. (Manzano y Pérez, pág. 6) 
La palabra sucesión desciende del latín “successio”, que tiene diferentes 
significados: 
 Continuación de un sujeto en lugar de otro. 
 Procedencia de una cabeza. 
 Total del patrimonio, derechos y obligaciones sucedidos por el 
testador al heredero forzoso. 
Suceder significa, transmitir, todo el patrimonio tanto derechos como obligaciones, 
que en su totalidad conforman la herencia, que pertenecen a los causantes que se 
transmite después de la muerte a los herederos forzosos de manera obligatoria. 
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Suceder es “ocupar el habitad, sitio o lugar de otro individuo, reemplazar una cosa 
a alguna distinta. Con este reemplazo se asume el ser Heredero del Patrimonio 
que conlleva asumir las diferentes obligaciones que se hereda por el testamento o 
el reglamento que rige esta figura. Guillermo Cabanellas 
5.1.3 Sistemas Sucesorios   
Cuando existe la necesidad de que un individuo se haga cargo de un patrimonio, 
para que este patrimonio este seguro y salvaguardado , cumpliendo con sus fines 
económicos se acude a las legislaciones para mejorar, reglamentando este 
derecho sucesorio a fin de que no vulnere ningún otro derecho . 
A) El sistema Inglés: Este sistema se caracteriza porque es distinto al de nuestra 
legislación, el individuo que tiene el derecho de suceder el patrimonio, no lo hace 
con el fin de disfrutar de la fortuna, si no muy por el contrario lo hace como 
administrador, el bajo este sistema debe administrar la herencia atreves de un plan 
estratégico organizado por el mismo.  
En el derecho inglés  el individuo que se encarga de la herencia trata de dejar sin 
pasivos la fortuna del fallecido , dejando sin deudas el patrimonio , el individuo que 
está a cargo del patrimonio es seleccionada es nombrado por los tribunales. El 
desarrollo muestra un procedimiento de más de una sola causal, concursal, entre 
el testador y el beneficiado que van a proceder a nombrar un individuo 
responsable, capaz, y capacitado que va restringir a los herederos tener la 
posesión inmediata del patrimonio del testador. Este individuo va realizar todas las 
actividades que sean encomendadas por el magistrado, si no está plasmado en 
testamos redactado y voluntariamente expresado por el testador, es importante 
mencionar que hasta que este individuo tenga la calidad para administrar los 
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bienes, existe un periodo de vacancia del patrimonio privado , por lo que los bienes 
en general , dentro de un procesos feudal , regresan a la (trustee)  bienes 
hereditarios. 
B) Sistema Romano: El sistema romano es un sistema que nosotros aplicamos a 
nuestra legislación, en este sistema el patrimonio y los bienes que se heredan son 
transmitidos desde el principio que consiste en transmitir desde el primer momento 
a sus herederos forzosos todo su patrimonio, tanto activos y pasivos, Los 
beneficiados son acreedores y liquidadores del patrimonio; pues no recibirán un 
restante de la liquidación , sin ninguna deuda al contrario reciben el total de todo 
los derechos y obligaciones . Son descendientes universales, en las buenas y en 
las malas, que se inmiscuyen, sub-entran en la condición que ocupaba el testador 
con el vínculo de todos sus pasivos, de igual manera que el testador opta como 
opción otro individuo, mas no la consecuencia.  
5.1.4. Título hereditario 
El titulo hereditario es el documento acta o certificado donde se plasma el nombre 
de los sucesores quienes van a disfrutar de todo el patrimonio del testador. El título 
de herencia es testamento, como se llama a su vez manifestación de herederos  
es el testamento, (Vázquez, 2015), el heredero que está interesado en adquirir los 
bienes puede iniciar una acción por vía judicial y notarial, esto en el desarrollo se 
ha evidenciado que la opción de hacer un acta o certificado es la opción más 
rápida , y con menos trabas , por lo que no requiere de un proceso judicial , que 




5.1.5. Declaración de herederos 
La declaración de herederos, se declara con propia voluntad del testador o 
causante que realiza este documento a fin de dejar con propia capacidad quienes 
serán sus (abintestato), en la que se nombran los herederos del testador o 
posteriormente al fallecimiento. Esta declaración no es una asignación de los 
bienes pasivos y activos que les pertenecería después del fallecimiento del 
testador (Vázquez, 2015). 
Además, se tiene que la designación de herederos puede hacerse mediante 
testamento, en sus diversas formas (notarial, ológrafo, etc.) o posteriormente una 
vez ocurrido el fallecimiento (declaración de herederos abintestato), notarialmente 
o judicialmente. 
Asimismo, por otro lado el reconocimiento constitucional del derecho a la herencia 
importa un reconocimiento de la herencia como institución y, asimismo, un derecho 
individual de carácter singular, porque responde a la ineludible necesidad de 
mantener la existencia de un espacio de apropiación privada de los bienes más 
allá de la muerte de su titular. 
La acción de petición de herencia es imprescriptible, y en tal sentido cualquier 
defensa que esté basada en la extinción de la acción por el transcurso del tiempo 
deberá ser rechazada. 
Cuando se quiera presentar la figura de petición de herencia, tiene que cumplir con 
el requisito indispensable de ser reconocido previamente heredero del testador, y 
puede surgir también otro heredero que se oponga a la calidad de heredero del 
presunto beneficiado con el objetivo de demostrar su vínculo parental. (V lex) 
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Es posible interponer una acción judicial acumulando dos supuestos una, particular 
y la otra petición de herencia, si no hay previamente una declaración judicial que 
certifique el vínculo parental no puede el juez proceder con la petición de herencia, 
por cuanto el juez debe ser imparcial y congruente ante la petición, de no exceder 
más de lo que se pide ni resolver una situación ante hechos distintos que no 
contengan coherencia entre sí. 
5.2. Hipótesis  
Dado que existe una limitación en cuanto a las condiciones de admisibilidad de la 
sucesión intestada regulados en el art. 831 del C.P.C., es probable que se 
optimice el trámite de sucesión intestada incluyendo un requisito que acredite y 
genere convicción para demostrar el entroncamiento o relación parental.  
5. 3. Marco Metodológico 
5.3.1. Variables: 
5.3.1.1. Variable Independiente 
Aplicación Del Art. 831 Como Requisito De Admisibilidad. Se 
conceptualiza como el requisito materia de análisis es el apartado 
2 del art. 831 del C.P.C., en el que expresamente indica que se 
debe presentar, copia certificada del Acta de nacimiento del 
supuesto sucesor, o documento público que contenga el 
reconocimiento o la declaración judicial, para los casos de hijos 




5.3.1.2. Variable Dependiente 
Sucesión Intestada. es entrar una persona en lugar de otra, 
reemplazar una cosa a alguna distinta. Asumir el carácter de 
heredero o legatario con ulterior ejercicio de los derechos y 
cumpliendo con las obligaciones de las personas a la cual se 
hereda por testamento o por ley, o de ambos modos”. 
(Cabanellas) 
5.3.2. Operacionalización De Variables  















 Admisibilidad  
 
 
 Acta de nacimiento del 
heredero  
 Reconocimiento judicial  
 Documento publico  
 Declaración judicial  
 
 





 Derecho sucesorio  
 
 




5.3.3. Metodología De Estudio 
La presente investigación se desarrolla dentro de la perspectiva cualitativa, 
en vista que, la investigación en las tesis se establece más en saberes 
descriptivos, explicativos e inductivos los cuales se irán desarrollando de 
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forma específica a lo más amplio; estos se manejan para razonar una 
situación social al amparo de un enfoque subjetivo, con la intención de 
investigar, concebir, descifrar y describir la conducta de la situación del 
estudio, no precisamente para comprobarla. 
Por lo frecuente, esta investigación se realiza con la selección de información 
sin un cálculo numérico, lo cual permitirá que broten puntos de vista, 
inquietudes, prácticas y otros caracteres no cuantificables. De esta forma, se 
pretende concebir la realidad a través de esas contribuciones o 
interpretaciones subjetivas, que hace el mismo investigador.  
En concreto, la investigación sigue el perfil cualitativo, porque, examinamos e 
dilucidamos nuestra unidad de estudio que es la “Aplicación del Art. 831, 
apartado 2 del C.P.C. Como Requisitos de Admisibilidad en la Sucesión 
Intestada, Perú 2018”, para tal efecto desarrollamos los siguientes aspectos 
divididos en tres componentes de estudio: (i) Consecuencias que genera la 
aplicación de este art. en los casos de la Sucesión Intestada, (ii) Las 
condiciones de la sucesión intestada regulados en el art. en el  art. 831, 
apartado 2 del C.P.C. para modificarlo. Hay que precisar que la investigación 
gira en función a los ejes temáticos previamente delimitados. 
 
5.3.4. Tipo De Estudio 
En tal sentido, la investigación ha seguido el diseño dogmático, por un lado, 
se enfocó al plano teórico; análisis desde la perspectiva doctrinaria, 
jurisprudencial; por otro lado, se enfocó al plano de las propuestas y 
soluciones; plantear la propuesta legislativa para modificar el en el  art. 831, 
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apartado 2 del C.P.C., dado que la regulación actual de las condiciones no 
es suficiente, porque genera muchos conflictos, esta norma actual permite 
que un heredero forzoso realice el trámite de sucesión intestada en forma 
unilateral excluyendo a los demás herederos forzosos. En este orden de 
ideas planteamos dos requisitos nuevos que deben de incluirse, “prueba de 
ADN” para aquellos casos que no cuenten con un documento que pruebe el 
vínculo parental con el causante, de este modo los herederos legales o las 
personas que consideren tener derechos, puedan probarlos y acceder a ellos 
sin ningún perjuicio. 
5.3.4.1. Método Dogmático 
“La dogmática es el método constructivo del sistema de 
interpretación jurídica que tiene tres pasos; (i) análisis gramatical 
(exégesis del texto legal), esto hace referencia a la interpretación 
literal, (ii)descomposición del texto legal hasta llegar a los elementos 
primarios (‘ladrillos’ del futuro edificio), esto hace referencia a la fase 
de análisis donde se descompone el texto legal en sus unidades 
mínimas, (iii) Construcción del sistema (con los ladrillos), ello se 
refiere a la fase de interpretación a la construcción del texto legal de 
acuerdo al caso concreto”. (Zaffaroni, 2009: 18) 
5.3.4.2. Método exegético 
Es el estudio de las normas jurídicas civiles apartado por apartado, 
así mismo, palabra por palabra con la finalidad de buscar el origen 
etimológico de la normativa, carácter u esencia de estudio, para 
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poder desarrollarlo, analizarlo y encontrar el significado que le da el 
legislador. 
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 Apertura de la sucesión: Es el hecho jurídico (muerte) que habilita a los 
herederos para tomar posesión de los bienes de la persona fallecida, y cuya 
herencia les transmite en propiedad. 
 Asignación a título universal: “Asignaciones a título universal son aquellas en 
que se deja al asignatario la totalidad de los bienes del difunto o una cuota de 
ellos. La asignación recibe el nombre de herencia y el asignatario de heredero.” 
(Somarriva Undurraga, Manuel, “Derecho Sucesorio”, Santiago de Chile, Editorial 
Jurídica de Chile, año 2009, séptima edición actualizada, pp. 297 a 300) 
 Asignaciones a titulo singular: Cuando se sucede en una o más especies o 
cuerpos ciertos, como tal caballo, tal casa; o en una o más especies 
indeterminadas de cierto género, como un caballo, tres vacas, seiscientos dólares. 
Se llaman legados 
 Capacidad: Aptitud legal para suceder, incapacidad: falta de aptitud para suceder. 
 Derecho de representación hereditaria: Código Civil, artículo 1024: “Se sucede 
abintestato, ya por derecho personal, ya por derecho de representación. La 
representación es una ficción legal en que se supone que una persona tiene el 
lugar y por consiguiente el grado de parentesco y los derechos hereditarios que 
tendría su padre o madre, si éste o ésta no quisiese o no pudiese suceder. Se 
puede representar al padre o madre que, si hubiese querido o podido suceder, 
habría sucedido por derecho de representación, con la limitación señalada en el 
Art. 1026.” 
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 Es un derecho real que tiene por objeto la universalidad de los bienes y los 
derechos transmisibles de una persona difunta o una cuota de esa universalidad 
 Heredero: “la designación que se hace por el testador de las personas que deben 
sucederlo”, o dicho de otro modo, es la “disposición testamentaria por la cual el 
causante llama a una persona para sucederlo en la universalidad de sus bienes, o 
en una parte alícuota de ellos, con vocación eventual al todo…” (MAFFÍA, Jorge 
O., “Tratado de las sucesiones” actualizado por Lidia Beatriz Hernandez y Luis 
Alejandro Ugarte Edit. Abeledo Perrot Bs. As., 2010, t. II, p. 1082) 
 Herencia: El derecho real de herencia es la facultad o aptitud de una persona para 
suceder en el patrimonio transmisible del causante, en el conjunto de derechos y 
obligaciones que este tiene.  
 Transmisión hereditaria: Código Civil, artículo 999: “Si el heredero o legatario 
cuyos derechos a la sucesión no han prescrito, fallece antes de haber aceptado o 
repudiado la herencia o legado que se le ha deferido, transmite a sus herederos el 
derecho de aceptar o repudiar dicha herencia o legado, aun cuando fallezca sin 
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